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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney y de Justicia, señor Carlos Maldonado Curtis.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:23, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- El acta de la sesión 15ª, ordinaria, en 29 de abril del año en curso, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira la urgencia y la hace presente de nuevo, calificada de “suma”, respecto del proyecto, en trámite de Comisión Mixta, sobre modificación de la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (boletín N° 4.059-07).



Con los tres siguientes retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (boletín Nº 4.921-11).



2.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señora Alvear y señores Pizarro y Sabag, en lo relativo a la supervigilancia y control de armas (boletín N° 5.373-07).



3.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señora Matthei y señores García y Ominami, y de los ex Senadores Boeninger y Foxley, atinente a juegos de azar ilícitos (boletín Nº 3.935-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, por medio del cual solicita el acuerdo del Senado para designar al señor Sergio Pulido Rocatagliata como consejero del Consejo Nacional de Pesca, para lo cual hace presente la urgencia establecida en el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (boletín N° S 1.065-05) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Tres de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que ha aprobado los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 5.315-05) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el de los Estados Unidos Mexicanos para el otorgamiento recíproco de permisos de trabajo a favor de los dependientes de agentes diplomáticos y funcionarios consulares acreditados en el otro país (boletín N° 5.607-10) (Véase en los Anexos, documento 3).



3.- Proyecto de acuerdo relativo al Acuerdo entre las Repúblicas de Chile y de Guatemala sobre reciprocidad en el libre ejercicio de actividades remuneradas para familiares dependientes del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de misiones diplomáticas y consulares (boletín N° 5.608-10) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Dos del señor Ministro del Interior:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei, relativo a un plan de saneamiento sanitario para las localidades rurales de la comuna de Coihaique.



Con el segundo remite información referida a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores  Horvath, Allamand, Arancibia, Ávila, Coloma, Frei, Larraín, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, a través del cual se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República que otorgue becas de estudio y beneficios para la atención de salud de los hijos y de las viudas o viudos de los mártires de Carabineros de Chile (boletín N° S 1.022-12).



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, por el que responde un oficio expedido en nombre del Senador señor Romero, sobre la aplicación y cumplimiento del Convenio sobre Seguridad Social celebrado entre Chile y Colombia.



De la señora Ministra de Salud, con el que contesta un oficio cursado en nombre de la Senadora señora Alvear, acerca de la incorporación de nuevas patologías al AUGE.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, en respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, relativo al proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (boletín N° 4.991-15).



De la señora Subsecretaria de Marina, por medio del cual contesta un oficio despachado en nombre del Senador señor Romero, tocante a la caleta Ligua, en el sector de Salinas, comuna de Papudo.



Del señor Secretario Ministerial de Educación de la Novena Región, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Navarro, respecto del número de municipios de la Región que se encuentran al día en el pago de las cotizaciones previsionales de profesores y de trabajadores de la educación.

--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología; de Minería y Energía, y Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 3.588-08) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (boletín N° 3.778-18) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Núñez y Pizarro, a través de la cual inician un proyecto de reforma a la Carta Fundamental en materia de declaración de culpabilidad por una acusación constitucional (boletín N° 5.850-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señora Alvear y señores Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag, con la que inician un proyecto de ley que elimina la posibilidad de contratar trabajadores reemplazantes durante la huelga.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el Nº 5º del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Allamand, Frei, Horvath y Zaldívar, mediante el cual se reconoce la importancia del desarrollo de la hidroelectricidad en el progreso de Chile y se insta al Gobierno a fomentar los medios de generación renovables, los proyectos hidroeléctricos de bajo impacto y el uso eficiente de la energía (boletín N° S 1.062-12) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



De los Senadores señora Matthei y señores Allamand, Chadwick, Espina, García, Larraín, Pérez Varela y Romero, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto que suplemente la dotación de jueces y funcionarios de los tribunales de familia (boletín N° S 1.063-12) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señora Matthei y señores Allamand, Chadwick, Espina, Larraín, Novoa, Orpis, Prokurica, Romero y Zaldívar, por medio del cual solicitan a la Primera Mandataria que otorgue el bono de invierno y los aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad a todos los beneficiarios de pensiones mínimas del sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones (boletín N° S 1.064-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



De los Senadores señores Kuschel y Prokurica, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de diversas medidas en favor de las personas afectadas por la erupción del volcán Chaitén (boletín N° S 1.066-12) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.

Permisos constitucionales



La Honorable señora Alvear solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del 3 de mayo del año en curso.



El Senador señor Girardi solicita permiso constitucional para ausentarse del país a partir del 7 de mayo de 2008.



--Se otorgan.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento, han llegado a la Mesa los siguientes proyectos de acuerdo:



De los Honorables señores Zaldívar y Horvath, mediante el cual solicitan a la Primera Mandataria un conjunto de medidas para poner fin al aislamiento de la provincia de Palena (boletín Nº S 1.067-12) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.



Del Honorable señor Escalona, con el que solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República la utilización del dos por ciento constitucional para la comuna de Chaitén y localidades afectadas de la provincia de Palena (boletín S 1.068-12) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Terminada la Cuenta.

)------------(

El señor NARANJO.-  Sobre la Cuenta, pido la palabra.

El señor PIZARRO.-  ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo y, después, el Honorable señor Pizarro.

El señor NARANJO.-  Señor Presidente, se dio cuenta de cuatro proyectos de acuerdo, cuyos contenidos comparto plenamente. 



Pero, señor Presidente, desde que se cambió la modalidad con que se abordaban los proyectos de acuerdo la Sala prácticamente no despacha ninguno.



Pondré ejemplos que conozco de cerca: el 9 de enero presenté un proyecto de acuerdo que se encuentra en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. Hasta la fecha, no se sabe nada de él; el 4 de marzo, presenté otro que tiene que ver con el IVA en las ampolletas eficientes. Todavía no aparece por acá; desde  el 11 de marzo, está retenida en la Comisión de Defensa una tercera iniciativa, que dice relación a un seguro para Carabineros; un cuarto proyecto de acuerdo, atinente a la represión china en el Tíbet -al respecto, todos sabemos que han participado fuerzas oscuras para impedir que el Congreso chileno se pronuncie sobre tal materia-, está pendiente desde el 19 de marzo. ¡19 de marzo!



Y así podría seguir enumerando largamente.



El Senado estableció el criterio de que, transcurridos 15 días sin que la Comisión del caso se pronuncie respecto de un proyecto de acuerdo, este deberá ser despachado por la Sala, lo cual no se está cumpliendo.



Entonces, los Senadores seguimos entusiastamente presentando proyectos de acuerdo que quedan durmiendo en las Comisiones. 



Por consiguiente, señor Presidente, pido que se respete el acuerdo de los Comités en el sentido de que, transcurridos 15 días sin pronunciarse respecto de una iniciativa de esta índole, la Comisión respectiva debe devolverla a la Sala. Es todo lo que solicito, ni más ni menos.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Comparto plenamente su preocupación y haré las gestiones ante las Comisiones a fin de resolver este problema. No puede ser que por esa vía se esté paralizando la tramitación de algo tan fundamental como son los proyectos de acuerdo, sea el que fuere. 

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, en la Cuenta se declara inadmisible una moción que presentamos con los Senadores señora Alvear y señores Ruiz-Esquide y Sabag a fin de eliminar la posibilidad de contratar trabajadores reemplazantes durante la huelga.



La causal de inadmisibilidad que señala la Mesa -o la Secretaría- es “por corresponder a una materia propia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el Nº 5º del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.”.



Sin embargo, al leer ese número, se advierte que este se refiere a una materia completamente distinta, ajena en absoluto al proyecto planteado. En efecto, dicha norma señala: “Establecer las modalidades y procedimientos de la negociación colectiva y determinar los casos en que no se podrá negociar”.



Y, como digo, esto no tiene absolutamente nada que ver con la posibilidad de reemplazar trabajadores en huelga por parte de un empleador cuando hay un procedimiento. 



Además, me parece que se trata de una relación entre privados y que no se refiere a las competencias excluyentes -o iniciativa exclusiva- de la Presidenta de la República, por lo cual debo decir con franqueza que no puedo compartir que la Mesa del Senado inhiba a los Senadores de tener iniciativa legal en este tipo de materias. 



Reitero: el proyecto no tiene que ver con la negociación colectiva.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, la razón por la cual la Secretaría -o el señor Presidente- estimó que la moción era inadmisible es que ella incide en el procedimiento de la negociación colectiva. Y, de conformidad con lo que menciona el precepto constitucional al que acaba de aludir Su Señoría, corresponden a la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República las leyes que establezcan modalidades y procedimientos de negociación colectiva y determinen los casos en que no se podrá negociar.  Entonces, se consideró que la moción tenía justamente esa connotación.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Pizarro.

El señor PIZARRO.- Con el debido respeto, el señor Secretario ha repetido lo mismo que he leído yo, sin dar una sola razón del acuerdo adoptado. 



Esto no forma parte del proceso de negociación colectiva. El derecho a huelga y la huelga se hallan establecidos en otra ley. Entonces, yo no veo por qué en una normativa que no tiene que ver con esta facultad exclusiva -porque esto no forma parte de los procesos de negociación colectiva entre trabajadores y empleadores- se nos inhibe la posibilidad de presentar una iniciativa en el sentido indicado.



No me parece que el Senado tenga que limitarse en este tipo de asuntos, consagrando una extensión demasiado amplia de la facultad presidencial. No se encuentra en discusión el proceso de negociación colectiva o la facultad que establece el número 5º del artículo 65. Creo que es exagerar la nota inhibirnos nosotros en este punto, más allá del contenido del proyecto, respecto del cual algunos podrán estar de acuerdo y otros no. Pero, sin duda, su propósito es generar un instrumento que permita que los trabajadores organizados, durante todo el procedimiento del uso de sus derechos sindicales, incluida la huelga, tengan la seguridad de que no se podrán contratar reemplazantes para desarrollar el trabajo. Y eso no está en la negociación colectiva, porque si lo estuviera, jamás sería aceptado por ellos.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Después de la próxima intervención voy a dar a conocer mi parecer, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, discrepo del planteamiento del Senador señor Pizarro, porque la huelga es parte de la negociación colectiva. De hecho, cuando en esta no se llega a un acuerdo, el mecanismo que sigue es la votación de ella.



Entonces, independientemente de la conveniencia o inconveniencia de la norma, me parece que claramente la huelga forma parte del proceso de negociación colectiva. Y cuando no se da dentro de ese proceso, es lo que se conoce como huelga ilegal. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El camino por seguir sería consultar a la Comisión de Trabajo. Sin perjuicio de ello, quiero precisar que más adecuada sería la de Constitución. Y en aquellas normas restrictivas o exclusivas se tiene que aplicar el criterio restrictivo o exclusivo -no me corresponde una interpretación sobre el particular- y no uno extensivo o de mayor generalidad, como el planteado por el Senador señor Pizarro. 



Lamentablemente, es así, más allá de que uno pueda compartir el fondo o la conveniencia de la iniciativa en cuestión.



La Comisión de Trabajo deberá entregar el informe correspondiente ojalá mañana, a fin de resolver la impasse.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Si la Comisión de Trabajo -o la de Constitución- puede fijar el criterio con que tenemos que manejarnos en este asunto, me parece bien. Pero, francamente, a la argumentación dada por el Senador señor Novoa debo responder que, con el criterio sustentado por él, los trabajadores no podrían hacer ni negociación colectiva. Tendrían que estar supeditados a lo establecido en la Constitución o pedir permiso a la Presidenta o al Presidente de turno.



Pero, independiente de eso, señor Presidente, pido que se solicite al Ejecutivo que patrocine el proyecto que hemos presentado, si es que en definitiva se insiste en la declaración de inadmisibilidad.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Es una salida. 



Como sea, no podemos abrir debate sobre esto. 



Voy a dejar en claro que, frente a las aprensiones de Sus Señorías, lo más propio, a mi juicio, es que sea la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia la que se pronuncie sobre la materia, sin perjuicio de la especificidad que pueda tener la Comisión de Trabajo.



En todo caso, insisto en el criterio que manifesté, en función del cual, a juicio de la Mesa, debe interpretarse nuestra Constitución u otra ley.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- El señor Secretario dará cuenta de los Acuerdos de Comités.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, los Comités, en reunión del día de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente.



1.- Eximir del trámite de Comisión los tres proyectos de acuerdo de los que se ha dado cuenta hoy, refundiendo sus textos: el de los Senadores señores Kuschel y Prokurica, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de diversas medidas en favor de las personas afectadas por la erupción del volcán Chaitén; el de los Senadores señores Zaldívar y Horvath, con el que solicitan a la Primera Mandataria un conjunto de medidas para poner fin al aislamiento de la provincia de Palena, y, por último, el del Senador señor Escalona, mediante el cual solicita a la misma autoridad la utilización del mecanismo del 2 por ciento constitucional para la comuna de Chaitén y para las localidades afectadas de la provincia de Palena.



Reglamentariamente, correspondería votarlos en el Tiempo de Votaciones de mañana, pero los Comités acordaron adelantar dicho pronunciamiento para hoy. Como en esa parte de la sesión no ha lugar a discusión,  se acordó que si un señor Senador deseaba fundamentar el origen de los proyectos de acuerdo, debía hacerlo al comienzo de la hora de Incidentes.



2.- Asimismo, a petición del Honorable señor Horvath -quien por razones obvias no se encuentra hoy en Valparaíso-, se acordó retirar de la tabla de la presente sesión, hasta la próxima semana solamente, el proyecto signado con el número 4, iniciado en moción de los Honorables señores Horvath, Prokurica y del ex Senador Ruiz de Giorgio, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En cuanto al orden de presentación de los proyectos de acuerdo, quiero precisar que el primero en hacérmelo llegar el día de ayer fue el Senador señor Escalona. Los otros dos se presentaron después. Digo esto porque considero necesario dejar sentado ese precedente.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quería referirme a los proyectos de acuerdo, en el sentido de solicitar que se refundieran y fueran tratados al final de la presente sesión. Pero como ello ya fue acordado, está resuelta mi preocupación. 

V. ORDEN DEL DÍA

DEFENSA JURÍDICA DE VÍCTIMAS DE DELITOS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Espina, Allamand, García, Prokurica y Romero, en primer trámite constitucional, que establece la obligación de otorgar defensa penal y asesoría jurídica a las persona naturales que han sido víctimas de delitos y que no pueden procurárselas por sí mismas, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (5408-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional: (moción de los Senadores señores Espina, Allamand, García, Prokurica y Romero).


En primer trámite, sesión 58ª, en 16 de octubre de 2007.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 2ª, en 12 de marzo de 2008.


Constitución (segundo), sesión 15ª, en 29 de abril de 2008.


Discusión:



Sesiones 7ª, en 2 de abril de 2008 (se aprueba en general); 16ª, en 30 de abril de 2008 (queda pendiente su votación).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Como Sus Señorías recordarán, en sesión de 30 de abril recién pasado se cerró el debate sobre el proyecto. Por lo tanto, ahora corresponde votarlo en particular.



Es preciso hacer notar que la Comisión de Constitución, en su segundo informe, propone aprobar la iniciativa en los mismos términos en que fue acogida en general, es decir, por unanimidad, puesto que la única  indicación presentada fue rechazada.



El proyecto requiere para su aprobación de las tres quintas partes de los señores Senadores en ejercicio. Por lo tanto, teniendo en consideración los permisos constitucionales, en este momento se necesitan 22 votos.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor NARANJO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se halla cerrado el debate sobre este proyecto, Su Señoría. Estamos en votación.



¿Desea fundamentar el voto, señor Senador?

El señor NARANJO.- Quería opinar acerca de otra materia.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Una vez terminado este asunto, Su Señoría.

El señor NARANJO.- Muy bien.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en particular el proyecto (26 votos), y queda terminada su discusión en este trámite.



Votaron los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Kuschel, Larraín, Longueira, Naranjo, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia.

El señor MALDONADO (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, solo deseo valorar la aprobación unánime de este proyecto de reforma constitucional, que es parte del Acuerdo de Seguridad Pública suscrito entre el Gobierno de la Presidenta Bachelet y todas las fuerzas con representación parlamentaria.



El Ejecutivo envió una iniciativa a la Cámara de Diputados la semana recién pasada, que crea el Fondo Nacional para la Representación de Víctimas de Delitos, lo cual permite llevar a la práctica la garantía constitucional que Sus Señorías han aprobado. Aquel operará mediante un consejo técnico que determinará en qué casos se justifica otorgar esa representación legal. Se trata de delitos de especial gravedad o en los que existan diferencias sustanciales entre la víctima y el fiscal a cargo de la investigación.



Por lo tanto, junto con valorar la aprobación unánime de esta iniciativa, quiero señalar que la garantía constitucional que se incorporará en la Carta Fundamental va a tener -ojalá pronto con la voluntad de Sus Señorías- una expresión legal que se materializará en un beneficio práctico en favor de las víctimas de delitos de mayor gravedad.



Muchas gracias.

REGULACIÓN DE CONVENIOS NO CONCURSALES PARA PEQUEÑOS DEUDORES Y PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Vásquez, en primer trámite constitucional, que regula los convenios no concursales para pequeños deudores y pequeñas y medianas empresas, con informe de la Comisión de Economía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4908-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del Senador señor Vásquez).


En primer trámite, sesión 3ª, en 14 de marzo de 2007.


Informe de Comisión:


Economía, sesión 10ª, en 9 de abril de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es el establecimiento y regulación de convenios no concursales que se caractericen por ser simples, baratos, libres y rápidos, aplicables a todos los deudores, personas naturales o jurídicas, civiles o comerciales, cuyas ventas anuales no superen el equivalente a cien mil unidades de fomento, y a pequeños deudores cuyas actividades estén en mal estado económico o en cesación de pago.



La Comisión de Economía discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Flores, Novoa, Pizarro y Vásquez).



El texto pertinente se consigna en la parte final del primer informe de la Comisión que Sus Señorías tienen en sus escritorios.



Cabe tener presente que los artículos 4º; 48, inciso segundo, y 63 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación del voto conforme de 21 señores Senadores.



Finalmente, corresponde señalar que la Comisión de Economía deja constancia de un acuerdo bastante especial, adoptado también por unanimidad, en orden a solicitar a la Sala que, en caso de aprobarse en general el proyecto, se otorgue un plazo de 90 días para presentar indicaciones.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, la iniciativa en debate, tal como dijo el señor Secretario General, tiene por objeto principal establecer y regular convenios no concursales, es decir, no relacionados con la quiebra, que se caractericen por ser simples, baratos, libres y rápidos, atendidos los altos costos que involucra en la actualidad la celebración de un convenio conforme a la legislación vigente, que en la práctica margina de esta posibilidad a todo tipo de deudores y empresas menores, que representan un altísimo porcentaje de la actividad productiva del país.



La legislación en materia concursal sitúa el conflicto en la relación entre acreedores y su deudor, no trascendiendo a otros tópicos, tales como que el convenio debe posibilitar y amparar la reconversión del deudor.



La base de la legislación concursal siempre ha tenido como trasfondo el incumplimiento del crédito. En este mundo global, ya no debiera ser el crédito, en el sentido particular que vincula a dos o más personas mediante una obligación personal, el bien jurídico protegido, sino como concepto asociado a la protección de las transacciones en general, pues la generación de las confianzas se produce en la medida en que exista garantía de su cumplimiento.



Los convenios que contempla actualmente el Código de Comercio merecen algunos reparos. En la celebración de estos existen diversos intereses involucrados. En primer lugar, el interés particular de cada uno de los implicados en la renegociación; el interés público, que trasciende a los intereses particulares, que permite la aplicación universal de la norma y que se cristaliza en el acto de autoridad en tanto esta finalmente garantiza sus efectos. Y, por último, en el entendido de que el marco de referencia es la reorganización patrimonial, debe ser también un agente de la defensa del interés económico protegido.



La legislación actual resulta discriminatoria para estos pequeños y medianos deudores, afectando la garantía constitucional de la igualdad ante la ley. Ello, en primer lugar, por los altísimos costos que genera la celebración de un convenio. A modo de ejemplo, en el texto de la moción se contienen los costos básicos de un convenio que considere activos de 2 mil UF, incluyendo publicaciones, honorarios del síndico o experto facilitador, del auditor autorizado por la Superintendencia de Valores y Seguros o, en su caso, del interventor designado por el tribunal y del abogado patrocinante del convenio, de acuerdo con la legislación en materia concursal. Estos ascienden aproximadamente a 3 millones 916 mil pesos.



Por otra parte, la normativa vigente en materia de convenios no otorga los incentivos para evitar el conflicto final, esto es, la quiebra, ya que los beneficios para ciertos acreedores, por ejemplo, la recuperación del crédito fiscal, se da en el escenario de la quiebra y no del convenio.



En definitiva, el proyecto en discusión propone, en 63 artículos, agrupados en cuatro títulos, una regulación aplicable particularmente a la pequeña y mediana empresas, estableciendo tres nuevos tipos de convenios: el convenio simple, de carácter extrajudicial, que posteriormente es sometido a consideración de los demás acreedores; el convenio para los pequeños deudores, entendiendo como tales a las microempresas en cualquiera de sus formas, siempre y cuando sus pasivos no excedan de 2 mil unidades de fomento y sus activos no sean inferiores a la mitad de sus pasivos; y, finalmente, el convenio preventivo especial, que pueden celebrar empresarios cuyas ventas anuales no superen las 100 mil unidades de fomento.



El proyecto desvincula estos tres tipos de convenios de refinanciamiento con la Ley de Quiebras, lo que constituye una importante diferencia con la legislación actual en materia de convenios, conforme a la cual, en varios casos, particularmente en el convenio preventivo, la presentación y posterior rechazo de un convenio, trae necesariamente aparejada la declaración de quiebra. En su lugar, la iniciativa propone buscar alternativas previas que permitan “resucitar financieramente al deudor” en vez de liquidarlo con la declaración de quiebra, por caminos más rápidos, baratos y que producen menos consecuencias jurídicas.



En general, todos quienes participaron en el proceso de estudio del proyecto manifestaron su opinión favorable a su idea matriz y a los fundamentos de la moción.



Sin embargo, en razón de que actualmente se encuentra en tramitación en la Cámara de Diputados el proyecto de ley conocido como “Estatuto Pyme” (contiene normas para que estas empresas de menor tamaño puedan enfrentar de mejor manera los ciclos económicos recesivos a los que se encuentran afectas la generalidad de las empresas), el que, como se recalcó durante la discusión, fue presentado en forma posterior a la de la iniciativa en debate, se sugirió estudiar detenidamente la mejor fórmula para conseguir los objetivos propuestos, evitando complejizar demasiado la legislación y buscando la mayor armonía entre la ley vigente y las nuevas propuestas.



Por ello, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, mostrándose de acuerdo con el proyecto de ley en análisis, estimaron que es perfectible. Y, en función de la búsqueda de armonía con las disposiciones que se hallan en estudio en la otra rama legislativa, acordaron solicitar, de ser aprobada la iniciativa, fijar un plazo no inferior a 90 días para la presentación de indicaciones.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.



Su Señoría no se encuentra presente.



No hay más inscritos para intervenir.



En votación general el proyecto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos favorables).


Votaron los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se ha solicitado un plazo de 90 días para presentar indicaciones. Es decir, hasta el 4 de agosto, a las 12.



Si le parece a la Sala, así se acordará.



Acordado.

ENMIENDA A LEY N° 18.450 PARA ACCESO DE AGRICULTORES ARRENDATARIOS A PROYECTOS DE RIEGO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Fomento de Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, permitiendo que los agricultores arrendatarios puedan postular a los proyectos de riego, con informe de la Comisión de Agricultura.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3336-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 47ª, en 9 de noviembre de 2005.


Informe de Comisión:


Agricultura, sesión 10ª, en 9 de abril de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales del proyecto son:



1) Permitir que los agricultores arrendatarios puedan acceder a los beneficios de bonificación de la Ley de Fomento de Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje siempre que concurran determinados requisitos; y



2) Posibilitar que los arrendatarios de un predio agrícola bajo la modalidad denominada leasing también puedan postular a los beneficios de la ley de fomento ya mencionada.



La Comisión de Agricultura discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez).



En cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó tres modificaciones a la iniciativa despachada por la Honorable Cámara de Diputados, las que fueron todas aprobadas por unanimidad.



Estas consisten en:



a) Establecer los requisitos que deben cumplir los agricultores arrendatarios y los arrendatarios con opción de compra o leasing para acceder a los proyectos de riego, y



b) Mantener el texto actual del inciso primero del artículo 14 de la Ley de Fomento del Riego sobre sanción al retiro del predio o enajenación de bienes adquiridos con la bonificación antes de que concluya el plazo de 10 años.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado dividido en cuatro columnas, que transcriben la Ley de Fomento de la Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje; el proyecto despachado por la Cámara de Diputados; las enmiendas realizadas por la Comisión de Agricultura, y el texto final que resultaría de aprobarse dichas modificaciones.



Cabe señalar, finalmente, que la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de Agricultura (Senadores señores Coloma, Espina y Vásquez) estimó que no procede dar a esta iniciativa trámite a la Comisión de Hacienda, atendida la naturaleza de ella.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Ofrezco la palabra.

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, voy a informar a la Sala acerca de los alcances de este proyecto de ley, nacido en moción de diversos señores Diputados y que, en lo medular, procura establecer en la ley N° 18.450, de Riego, la posibilidad de que también opten a sus beneficios los agricultores arrendatarios, lo cual hasta ahora no se permite.



Quiero destacar que esa es, indudablemente, una de las leyes de fomento más importantes y positivas en la historia del país. Fue publicada el 30 de octubre de 1985, y su objeto era incentivar la inversión privada en obras menores de riego y drenaje.



A los efectos de que quede constancia en la Versión Taquigráfica, debo manifestar que hay tres tipos de obras: los grandes embalses, que se rigen por normas especiales; los embalses medianos, que también se regulan por disposiciones específicas, y las obras menores, con una inversión de hasta 12 mil unidades de fomento, que son precisamente las que tienen que ver con la iniciativa en debate.



Desde el punto de vista histórico, es necesario considerar que a lo largo de los años se han invertido más de 400 mil millones de pesos. Y -consta en las actas de las reuniones de la Comisión de Agricultura-, según los indicadores del Ministerio de Hacienda, la rentabilidad de este tipo de construcciones alcanza a más de 30 por ciento.



O sea, se trata de uno de los subsidios de más relevancia que existen en Chile. Y, en el hecho, se ha traducido en un sustantivo incremento de la capacidad de riego, posibilitando no solo dar mayor valor agregado a los productos, sino también incorporar miles de hectáreas a la actividad agrícola y, por ende, proporcionar más empleo y de mejor calidad.



Voy a hacer una pequeña digresión sobre la materia, señor Presidente.



La ley N° 18.450 rige hasta el 1° de enero de 2010; ese día terminará su aplicación. Nosotros estamos trabajando -ayer, junto con varios de los parlamentarios aquí presentes, participamos en un seminario al respecto- para ver qué aspectos de ella perfeccionar en la eventualidad de que se acuerde ampliar su plazo de vigencia, lo que es muy probable. Y entre las enmiendas esenciales se encuentra precisamente la destinada a posibilitar que los actuales arrendatarios de predios agrícolas accedan a la bonificación prevista en dicho cuerpo legal.



Hasta ahora tal beneficio se halla limitado a los propietarios. Pero, dado que se trata de un subsidio dirigido al predio y no a las personas, los miembros de la Comisión de Agricultura consideramos razonable la idea (planteada por los Diputados autores de la iniciativa) de extender su ámbito de aplicación para que postulen a él los numerosos arrendatarios existentes en las zonas agrícolas.



A tal efecto, colocamos algunos requisitos, que parecen de sentido común: primero, que haya un contrato de arrendamiento otorgado por escritura pública inscrita en el Conservador de Bienes Raíces respectivo; segundo, que exista autorización previa y por escrito del propietario, y tercero, que el plazo de duración del contrato no sea inferior a cinco años. 



Adicionalmente -aspecto susceptible de análisis; porque entiendo que aprobaremos el proyecto solo en general-, se establece la prohibición de que los elementos adquiridos con la bonificación salgan del predio antes del plazo de diez años. Ello, para enfatizar el concepto de que el beneficio ha de otorgarse en función del mejoramiento de la capacidad del inmueble y no de la persona que accede él.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me concede una interrupción, señor Senador?

El señor COLOMA.- Concluyo enseguida, Su Señoría.



Esa es la idea de fondo, señor Presidente: extender a los arrendatarios de predios agrícolas el subsidio referido, ad portas de una modificación fundamental de la Ley de Riego, que llegará más adelante, lo que no tiene que ver con el contenido, sino con los recursos.



Hago notar a Sus Señorías que el año pasado las cifras involucradas alcanzaron a 28 mil millones de pesos. Y para 2008, producto de la sequía, el presupuesto subió a 40 mil millones.



Se supone que la demanda por esta clase de incentivo irá creciendo con el tiempo.



Entonces, si -como postulan las autoridades del área- se pretende aumentar de un millón a un millón cuatrocientas mil las hectáreas trabajadas de manera adecuada en materia de tecnificación, resulta indispensable posibilitar que el beneficio lo pidan también los arrendatarios de los predios y no únicamente sus propietarios.



Ese es el objetivo de esta iniciativa. En la Comisión la analizamos durante varias sesiones, y en definitiva concordamos el texto que aparece en el informe.



Por lo tanto, solicitamos a la Sala aprobar en general el proyecto, pues estamos seguros de que mediante él otorgaremos una herramienta decisiva para el mejoramiento de cientos de miles de hectáreas del suelo agrícola de nuestro país.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, esta iniciativa se originó en moción de un grupo de Diputados de la Alianza por Chile.



Creo que es un buen proyecto. Básicamente, se trata de que los agricultores arrendatarios puedan acceder a la bonificación de la ley N° 18.450, que ha permitido un significativo avance en cuanto a obras de riego y drenaje en los campos del territorio nacional.



En la iniciativa despachada por la Cámara de Diputados se proponía sancionar con una multa -juzgo muy importante este resguardo-, equivalente al monto percibido como bonificación, al que sin aviso previo a la Comisión Nacional de Riego y antes del plazo de cinco años retirare del predio bienes adquiridos con aquella. Y se establecía otra multa, equivalente al triple de la bonificación obtenida, al que sin autorización de la Comisión Nacional de Riego y antes de diez años enajenare dichos bienes.



En consecuencia, tratándose de una ley significativa, que ha sido un instrumento muy útil para el desarrollo y la modernización de la agricultura nacional, me parece de estricta justicia que el beneficio se otorgue no solo a los propietarios, sino también a los campesinos o agricultores arrendatarios de tierras.



Valoro, entonces, la iniciativa y anuncio mi voto favorable.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me concede una interrupción para hacer una consulta, señor Senador?

El señor SABAG.- Sí. Con el visto bueno del señor Presidente, no tengo ningún problema.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Con la venia de la Mesa, puede usar de la interrupción el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, quiero formular una pregunta al señor Senador informante.



Su Señoría expresó que podrán acceder a la bonificación los arrendatarios con contrato de duración no inferior a cinco años. ¿Se considera entre ellos a los campesinos indígenas, quienes en algunos casos se rigen por legislaciones separadas que les permiten arrendar sus tierras por un plazo no superior a cinco años?



Los agricultores indígenas que arrienden sus tierras por los cinco años que la ley les permite, ¿podrán postular al beneficio a que se refiere la iniciativa en debate o quedarán circunscritos a las disposiciones vigentes de la CONADI o de otras organizaciones?



Agradezco a Su Señoría la interrupción.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, este es un buen proyecto. Se trata de dar facilidades a los agricultores para que puedan producir en mejores condiciones.



Por cierto, muchos de ellos desarrollan su actividad en predios arrendados y, pese a ser excelentes trabajadores y tener iniciativa, por esa circunstancia no pueden optar a la bonificación contemplada en la ley N° 18.450, de Riego.



Dicho cuerpo legal es muy bueno. Y debo manifestar al Senador señor Coloma, Presidente de la Comisión de Agricultura, que estamos con la mejor disposición para apoyar la prórroga de su vigencia y mejorar muchas situaciones que podremos ver en su oportunidad.



Sin embargo, me asaltan algunas dudas sobre el texto en debate.



Allí se dispone que deba existir un contrato de arrendamiento no inferior a cinco años.



¿De qué obras estamos hablando? ¿De obras movibles o de aquellas que pueden quedar en terreno?



Si son obras movibles, se ha de explicitar, entonces, que deberán quedar permanentemente en el predio.



Y otro problema.



Tras hablarse de un arrendamiento no inferior a cinco años, se dispone que los bienes no podrán ser retirados antes de diez.



Si el contrato dura cinco años, por ejemplo, y los bienes no pueden ser retirados antes de diez, ¿quién los usará con posterioridad al término de aquel? ¿El propietario? 



Esas cuestiones tienen que ser aclaradas.



En todo caso, estoy completamente de acuerdo con la iniciativa, que votaré favor.



Si el señor Presidente de la Comisión desea una interrupción, se la otorgo, con la venia de la Mesa, para que aproveche de contestar las dos interrogantes planteadas en la Sala.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Contestaré a ambos colegas, señor Presidente.



En primer lugar, debo reiterar al Senador señor Muñoz Barra que se exige la existencia de un contrato de arrendamiento otorgado por escritura pública inscrita en el Conservador de Bienes Raíces respectivo.



Aquí lo importante es la seguridad de quien se compromete, pues -recordémoslo- la obra supone recursos del particular. No se trata de una bonificación de cien por ciento. El máximo es 75 por ciento. Hoy el corte se encuentra entre 55 y 60 por ciento. El resto lo aporta el privado.



La modalidad con que funciona la ley que se modifica considera el pago del subsidio una vez hecha la obra. Y, generalmente, el particular obtiene un crédito bancario, se ejecuta aquella y el pago se va efectuando en el tiempo. Entonces, se postula que haya para el arrendatario la seguridad de que la obra por la que asumió aquel compromiso pecuniario le será útil a lo menos en los cinco años siguientes.



En consecuencia, el beneficio se limita a los contratos inscritos en el Conservador de Bienes Raíces. Pero el Senador señor Muñoz Barra podrá presentar indicación en sentido distinto durante el trámite siguiente.



Ahora me referiré a las consultas del Honorable señor Sabag.



La realización de las obras pertinentes supone recursos del arrendatario. Por ende, la bonificación se plantea también en su beneficio, a fin de que no suceda que invierta una cantidad importante de dinero -por ejemplo, cien millones de pesos- para ejecutar una obra y al año siguiente le caduquen el arriendo, en circunstancias de que debió aportar, en promedio, 45 a 50 por ciento del total.



Por otra parte, en la Comisión de Agricultura se discutió mucho en torno a qué pasará después de los diez años.



Esa es una materia debatible, señor Presidente. Porque una cosa es quién paga lo correspondiente al particular, y otra, que el subsidio se otorga en función del predio y no de la persona. No se trata de que esta última obtenga ese beneficio y pueda llevarse la obra correspondiente a cualquier lado. El concepto es que ella quede en beneficio del predio.



¿Por qué se establece el límite de diez años? Porque -y lo discutimos mucho en la Comisión- luego de ese lapso muchas obras van quedando caducas. 



Ahora, se trata de un plazo mínimo. Cumplido, la obra podrá sacarse o moverse; pero ya se habrá usado un tiempo razonable en beneficio del predio.



Se trata, pues, de cuestiones de criterio. Algunos planteaban doce años; otros, siete. La Comisión acordó un plazo mínimo de arriendo de cinco años y que el lapso para sacar algunas de las obras subsidiadas fuera a contar de los diez años -o sea, que su vida útil sea a lo menos por ese tiempo-, considerando que existe un aporte importante del Estado, cuyo monto (lo recalco) no puede ser conocido previamente, pues las asignaciones se efectúan mediante concurso; el máximo es 75 por ciento, pero hay casos en que la bonificación llega a un porcentaje mucho menor, según el grado de competencia que tenga para las distintas Regiones.



Agradezco la interrupción, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, a mi entender, debemos poner la iniciativa en análisis en la perspectiva de los objetivos que nuestro país se ha planteado a futuro.



Chile quiere ser una potencia agroalimentaria. Y para alcanzar esta meta es fundamental mejorar la eficiencia de los distintos factores productivos.



Es cierto que con mejor tecnología podremos avanzar de manera importante en el aumento de la productividad; de la misma forma, con mayor capacitación y especialización de la mano de obra. Pero no es menos cierto que uno de los factores que se están transformando en obstáculo para el desarrollo del sector rural del país es principalmente la limitación del recurso agua.



Por tanto, en buena hora todo lo que permita mejorar la adecuada y eficiente utilización del vital elemento. Y ojalá que lo hagamos con la mayor rapidez posible.



Ahora, de acuerdo con distintas cifras que se manejan, aproximadamente cinco por ciento -incluso un poco más- de las tierras que se dedican a las actividades agropecuarias son arrendadas. Y la ley Nº 18.450, sobre fomento a la inversión privada para mejorar los sistemas de regadío en el país, excluye a los terrenos arrendados de la posibilidad de ser incorporados a las mejoras en la tecnología de riego.



Por consiguiente, considero del todo justo y necesario permitir que los arrendatarios accedan al beneficio mencionado. Porque el subsidio se otorga al suelo, no al arrendatario. Serán los suelos los que se beneficien con las modificaciones planteadas y con los perfeccionamientos que se hagan a la ley de fomento a la inversión privada en obras de riego.



La iniciativa propuesta, entonces, me parece del todo oportuna, pues da una nueva orientación a la referida ley, que excluye -por decirlo de alguna manera- del beneficio en comento a más de cinco por ciento de la tierra productiva de nuestro país. Con la enmienda planteada estamos abriendo la puerta para que agricultores quizás de menos recursos, con menos medios, también puedan mejorar la eficiencia de sus factores productivos.



Lo anterior es más significativo aún si consideramos que se trata de un recurso -insisto- cada día más restringido, que cada día se transforma en un obstáculo o limitación para el desarrollo productivo, a tal extremo que expertos en la materia -quizá no se encuentran tan alejados de la realidad- han señalado que, probablemente, el agua se va a transformar en uno de los factores desencadenantes de un tercer conflicto bélico mundial.



Y nuestro país, señor Presidente, no escapa al hecho cierto de la falta del vital elemento.



Por lo expuesto, creo importante aprobar el proyecto en debate, pues a través de él estamos haciendo justicia con relación no solo a los arrendatarios sino también a la utilización más eficaz de nuestros recursos productivos.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Varios señores Senadores han solicitado abrir la votación.



En votación general la iniciativa.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, tanto el Senador que me antecedió en el uso de la palabra como el titular de la Comisión de Agricultura plantearon el problema de fondo.



Hoy se da una paradoja en el sur de Chile: durante los inviernos se registra un gran superávit de agua, con inundaciones frecuentes, y en los veranos existe una tremenda escasez; incluso, en los años con sequía la situación es dramática, pues hay zonas rurales -lo digo por la Novena Región, que represento en el Senado- donde no existe agua ni siquiera para el consumo humano.



En nuestro país son a lo menos cuatro los factores que permiten al sector agrícola desarrollarse adecuadamente: primero, tierras preparadas para una buena productividad; segundo, capacitación para los trabajadores, a fin de que logren un buen resultado en sus predios; tercero, tecnología, y cuarto, capital de trabajo (esto último se traduce en beneficios, incentivos, subsidios del Estado y créditos de largo plazo a los efectos de financiar el capital necesario para producir).



Este proyecto aborda el primer factor, señor Presidente.



Sin discusión, para tener tierras bien preparadas se necesita contar con agua. La productividad de una hectárea de secano es del todo diferente a la de una regada. Y en el caso de la Novena Región es notoriamente distinta. Una hectárea regada nos permite desarrollar una agricultura de exportación, mejorar la eficiencia, diversificar los productos; en cambio, una hectárea que no tiene riego nos obliga a concentrarnos en pocos productos.



Y esta iniciativa apunta en la dirección correcta.



En primer lugar, porque percibe una realidad que en el mundo agrícola se reclamaba desde hacía mucho tiempo: que el subsidio para fomentar la inversión privada en obras de riego se otorgue no solo al dueño de la tierra, sino también a los arrendatarios (son cientos de miles los casos de predios que se arriendan).



En segundo término, porque para entregar el subsidio no se exigen plazos de arriendo muy largos. Lo regular es que los contratos de arriendo no se suscriban por períodos mayores a cinco años. Por lo tanto, requerir plazos superiores haría prácticamente inviable el proyecto.



Y, en tercer lugar, porque para asegurar que la obra será bien utilizada, se exige mantener la obra de riego por un plazo de diez años, a objeto de evitar que, en definitiva, se realicen obras transitorias y el Estado gaste una enorme cantidad de recursos que al final no sean bien aprovechados.



En suma, el proyecto apunta en la dirección correcta, por permitir que el arriendo y el leasing accedan al sistema; por disponer que, para gozar del beneficio, los contratos de arriendo no deben ser por plazos superiores a cinco años, y por establecer que una vez transcurridos diez años -lo que, en la práctica, muchas veces no ocurrirá- se podrá retirar parte de la inversión realizada en las obras de riego.



Pero la cuestión de fondo -y lo consultaba al señor Presidente de la Comisión- son los recursos que se destinarán al respecto. En el año en curso se asignan 40 mil millones de pesos, contemplándose 20 mil millones adicionales que pone el sector privado. Porque recordemos que el beneficio llega a 75 por ciento del costo de los estudios, construcción y rehabilitación de la obra de riego o de drenaje.



En realidad, se trata de un monto insuficiente, porque en el sur, o al menos en la Novena Región, se necesita mucha más inversión para contar con las obras de riego y drenaje necesarias para transformar realmente hectáreas de secano en hectáreas de riego. 



Además, lo anterior lleva a otra materia relevante: los embalses. En la Región que represento no se ha construido ninguno en los últimos diez años. Y no hay candidato presidencial que no haya anunciado alguna de esas obras para La Araucanía.



Entonces,…

El señor NARANJO.- ¡En la Séptima!

El señor ESPINA.- ¿Perdón?

El señor GAZMURI.- En la Séptima.

El señor ESPINA.- Estoy hablando de la Novena.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Señores Senadores, les solicito que se dirijan a la Mesa y eviten los diálogos.

El señor ESPINA.- Excúseme, señor Presidente.



En la Región que represento no se han construido los embalses que se requieren para transformar hectáreas de baja productividad en hectáreas de alta productividad.



Resulta absurdo que hoy nos encontremos con que, por una parte, cae una gran cantidad de agua en invierno y se inundan zonas completas, motivo por el cual se gastan y gastan recursos, y con que, por otra, cuando llega el verano, el agua se va directamente al mar y se presenta sequía, sin que el elemento se aproveche, como dije, no solo para el uso agrícola, sino incluso para el consumo humano.



Este es un muy buen proyecto, señor Presidente, pero quiero observar que no solucionará el problema de la agricultura. En efecto, se requieren más recursos, construir embalses y un esfuerzo serio para que la infraestructura en el sector sea muy superior a la actual.



Al igual que lo hice en la Comisión, me pronunciaré a favor de la iniciativa.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el proyecto exhibe varias dimensiones tremendamente positivas. Por eso, votaré que sí, esencialmente por tres razones.



Una de ellas es que se requiere mejorar la eficiencia en el uso del agua. En la actualidad, en los valles de riego, el mayor porcentaje del recurso hídrico, en términos cuantitativos, es utilizado por agricultores, cifra que llega hasta 70 por ciento en algunos lugares. Sin embargo, la eficiencia es bajísima, porque en la mayoría de los casos se registra una pérdida de entre 50 y 60 por ciento por filtraciones, lo que una parte importante se podría evitar.



Incluso, se halla demostrado que los sistemas de riego tradicionales (de manera tendida) implican un mal uso del agua, no solo porque se lava el suelo, sino porque no necesariamente la abundancia del elemento mejora el crecimiento de los cultivos.



Ahora bien, existe un motivo de fondo por el cual el texto en examen resulta positivo, ya que también permite a los arrendatarios de tierras, que son varios, mejorar su capacidad de riego.



Eso, en particular, cuando son grandes.



Pero, en relación con los chicos, la iniciativa asimismo hace posible que los proyectos de carácter colectivo logren un mayor impacto territorial. Muchas juntas de vigilancia y canalistas han realizado un esfuerzo por mejorar su eficiencia de riego; pero, de acuerdo con la ley, es necesario que los postulantes sean dueños. Y, a veces, pequeños propietarios de terrenos -no medianos, como en el ejemplo del Honorable señor Coloma- pierden ventajas tremendas por no poder formar parte de tales proyectos.



El asunto es muy importante, además, para la pequeña agricultura, que también cuenta con otro mecanismo de subsidio, vía INDAP. Dicha entidad tiene entre sus beneficiarios a los arrendatarios, pero no sucede lo mismo con la ley Nº 18.450. Y se genera el absurdo de que, aunque en este último caso ellos quieran ser parte de un proyecto colectivo, hoy día no pueden, lo que genera un conflicto medio absurdo en la comunidad. Por tanto, incorporar el concepto del arrendatario introduce un elemento de equidad a la hora de emprender tales iniciativas, que es donde probablemente más empeño se debe desplegar.



Por último, señor Presidente, queda definido con mucha claridad que el subsidio es para los terrenos.



Hasta ahora, siempre existió cierta ambigüedad. Y creo que esta se rompe al plantearse una opción, porque quedará consignado en la Versión Oficial que el beneficio tiene que ver con los suelos.



Considero que eso apunta a un esfuerzo que el país tiene que hacer si quiere ser una potencia agroalimentaria.



Y otra dimensión para que lo anterior sea viable es el precio del dólar. Lo que pasa, en una economía como la nuestra, es que tenemos bienes transables que distorsionan, cuando alcanzan altos precios, la exportación de los bienes no transables.



Pero no cabe duda de que, para ser una potencia agroalimentaria, necesitamos mejorar nuestra infraestructura, en particular la de riego.



Y quiero dar un ejemplo. En el sector de secano de la Sexta Región, muchas personas son arrendatarias de tierras. Se trata de zonas donde llueve bastante en invierno, pero no se cuenta con ninguna obra que permita acumular agua. Si los pequeños agricultores pudiesen realizar construcciones de ese tipo, las tierras tendrían un destino distinto al de hoy, que es forestal, lo cual posibilitaría un aumento significativo de la productividad.



El proyecto es positivo, señor Presidente, porque permite un mejor uso del recurso hídrico, una mayor equidad y, sobre todo, modernizar el país con relación a una materia acerca de la cual todavía no hemos efectuado un debate relevante: la política respecto del agua. Ante la carencia de directrices en ese ámbito, es probable que ello constituya la gran discusión pendiente.



Pero, sin duda, la iniciativa en análisis, presentada por varios Parlamentarios, resulta tremendamente trascendente, por lo que votaré a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, ya se expuso gran parte de lo que pretendía expresar como miembro de la Comisión de Agricultura.



Estimo que lo más importante del proyecto, además de lo afirmado en la Sala, dice relación a que busca aumentar la productividad de la tierra y, por lo tanto, a que sea indiferente quién es el beneficiario aparente, como persona -en realidad, técnicamente, lo denominaríamos un subsidio real: es a la cosa, no a la persona, porque puede solicitarlo el propietario o, con el consentimiento de este, el arrendatario-; y, en lo fundamental, a que las obras deben permanecer en el terreno durante un plazo de diez años. No importa, entonces, que incluso cambie el propietario, porque el nuevo adquirente deberá respetar el aumento de productividad a que dio lugar la obra de riego, efecto en el que ha participado el subsidio del Estado.



De allí, señor Presidente, que la iniciativa presente la gran ventaja, la gran utilidad y, sobre todo, la gran visión de entender el proceso productivo agrario, más que el beneficio particular de un propietario o un arrendatario.



Como resulta obvio, es preciso proteger a quien realiza la inversión, que al menos debe ascender a 25 por ciento del costo, así como también al propietario, porque este puede concluir que le están gravando el predio con aquello que no le interesa, por lo que se requiere su aprobación cuando no es quien solicita el subsidio.



Pero, obviamente, proyectos de esta naturaleza aumentan el rendimiento de la tierra y permiten nuevos cultivos, así como, por consiguiente, el desarrollo del agro, de modo que votaré que sí.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, todo lo que vaya por la vía de generar una mayor eficiencia en la productividad agrícola, bienvenido sea. Y, por cierto, contará con nuestros pronunciamientos favorables.



En cuanto a lo dicho sobre la construcción de embalses y, particularmente, la aplicación de políticas de riego, solo deseo observar que, en definitiva, al menos en la Región del Biobío, con el canal Laja-Diguillín, que tuvo un costo de más de 140 millones de dólares, las expectativas de captación de agua desde el lago Laja han variado en forma sustantiva y que los agricultores potencialmente beneficiarios van a la baja, habiéndose registrado venta de terrenos. Es decir, tierras que han logrado una mayor plusvalía debido a que cuentan con riego, dejan de estar en manos de pequeños propietarios y son adquiridas por medianos o grandes empresarios, quienes usan una infraestructura de un costo millonario en dólares que estaba destinada particularmente a los primeros.



Al aprobar el proyecto de ley -como lo voy a hacer-, espero que los campesinos no se conviertan en eternos arrendadores de sus tierras, sino que las hagan producir.



Si la tendencia que marcará una iniciativa de esta naturaleza es que resulta más eficiente sobrevivir cediéndolas en arriendo y no haciéndolas producir, significará un giro, por cierto, y el fin del pequeño propietario, del pequeño campesino.



Entiendo que la política que se persigue apunta a un claro objetivo, en consecuencia, y que existen otras, desde el Ministerio de Agricultura, tendientes a fortalecer la sobrevivencia y desarrollo de los pequeños propietarios campesinos, para que del negocio de la agricultura no pasen al negocio inmobiliario, es decir, a vivir de la renta del arriendo de tierras y no de hacerlas producir.



Esa es una posibilidad cierta al aprobarse el texto en estudio.



Estimo factible una corrección en cuanto a los subsidios y la supervisión, para que se trate de una práctica -como lo establece la iniciativa- por uno o dos años y no más allá de diez, y que en definitiva haya rotación. De lo contrario, una iniciativa como la que nos ocupa, que tiene el claro objetivo de apoyar el desarrollo de los pequeños propietarios campesinos, puede terminar siendo el principio del fin de ese sector.



Voto en la convicción de que, al aprobar el Ministerio de Agricultura la iniciativa y contar esta con el patrocinio del Ejecutivo, existe una clara convicción de que Chile requiere, dentro de su política agroalimentaria, mantener a los productores, y particularmente a los pequeños, para la diversidad del mercado.



No quiero, en el ámbito de la agricultura, la concentración en grandes productores, sino un equilibrio adecuado de pequeños, medianos y grandes. Y si el presente texto contribuye en esa línea, le doy mi voto favorable.



Espero que dicha Secretaría de Estado -y se lo haremos saber a la señora Ministra- aplique las políticas necesarias para evitar cualquier desviación del sentido que he expresado.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos favorables) y, a solicitud del Senador señor Coloma, se fija plazo para presentar indicaciones el 19 de mayo, a las 12.



Votaron los señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Girardi, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES


MEDIDAS ANTE ERUPCIÓN DE VOLCÁN CHAITÉN.


FUSIÓN DE PROYECTOS DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde ocuparse de tres proyectos de acuerdo, presentados por diversos señores Senadores, respecto de la situación provocada por la erupción del volcán Chaitén, Décima Región.


--Los antecedentes sobre los proyectos de acuerdo(S 1066-12, S 1067-12 y S 1068-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se dan cuenta en sesión 17ª, en 6 de mayo de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- De conformidad con la resolución unánime de los Comités, deben votarse los siguientes proyectos de acuerdo: 



1) El de los Senadores señores Kuschel y Prokurica, cuyo propósito es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de diversas medidas en favor de las personas afectadas por la erupción del volcán Chaitén, incluido el inicio, a la brevedad, de los trabajos para concluir el tramo de la Ruta 7 que unirá, sin trasbordo, Puerto Montt y Chaitén.



2) El de los Honorables señores Zaldívar y Horvath, que tiene por objeto pedir a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de un conjunto de medidas para poner fin al aislamiento de la provincia de Palena.



3) El del Senador señor Escalona, cuya finalidad es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República la utilización del mecanismo del dos por ciento constitucional para enfrentar la situación de la comuna de Chaitén y las localidades afectadas de la provincia de Palena.



Cabe destacar que, en virtud del acuerdo adoptado por los Comités en el día de hoy, si dichos proyectos son aprobados se refundirán en un solo texto, para ser comunicados -ojalá hoy día mismo- a la Primera Mandataria.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobarán.



--Se aprueban por unanimidad los proyectos de acuerdo.

VII. INCIDENTES


PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



Al señor Director General de la Policía de Investigaciones, con el objeto de remitirle ANTECEDENTES SOBRE PRESUNTAS IRREGULARIDADES EN POLICÍA CIVIL; a la señora Directora Ejecutiva de Fundación Integra, enviándole CORREO ELECTRÓNICO DE SEÑOR JAIME LAVÍN SANDOVAL, y al señor Gerente General de Aguas Araucanía S.A., demandando una solución para SITUACIÓN DE SEÑORA MARIELA INOSTROZA CATILAO A RAÍZ DE DESBORDE DE AGUAS SERVIDAS EN SECTOR VILLA FLORENCIA, COMUNA DE TRAIGUÉN.

)------------------(
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En Incidentes, conforme a lo resuelto por los Comités, tiene la palabra el Honorable señor Escalona para entregar la fundamentación de la aprobación de un proyecto de acuerdo sobre la situación en Chaitén.


FUNDAMENTACIÓN DE PROYECTO DE ACUERDO


ANTE ERUPCIÓN DE VOLCÁN CHAITÉN

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, agradezco la disposición de la Sala para aprobar, por unanimidad, los tres proyectos de acuerdo planteados sobre la emergencia registrada en la Décima Región, enteramente coincidentes en su propósito. 



El presentado por el Senador que habla persigue como objetivo que se atiendan, desde el punto de vista económico, los enormes requerimientos que surgen a raíz de la erupción del volcán Chaitén, y expresar el respaldo del Senado ante una eventual decisión de la Presidenta de la República en orden a utilizar, en caso de ser indispensable, el mecanismo del dos por ciento constitucional. 



No estamos pensando en que ello obligariamente sucederá, pero el desarrollo de los acontecimientos en las últimas horas indica que, lamentablemente, la situación se agrava en lugar de mejorar. 



En consecuencia, podría ocurrir, por ejemplo, que el volumen de recursos necesarios para resolver deudas de pequeños agricultores, de pequeños comerciantes, vaya mucho más allá de los asignados a los diferentes ministerios o reparticiones en el Presupuesto de la Nación. Ello podría significar, a lo mejor, la adopción de medidas y decisiones de emergencia que exigirían la aplicación del dos por ciento constitucional, para ir en ayuda de las familias y los pueblos y ciudades afectados por la erupción volcánica del complejo denominado “Chaitén”, en particular de la localidad del mismo nombre y del conjunto de la provincia de Palena.



Deseo, al mismo tiempo, señalar que estamos en presencia de un fenómeno natural que una vez más vuelve a sorprender al país. Tal vez, el hecho más similar, por su magnitud, no sea la erupción del volcán Hudson, ocurrida hace algunos años, sino más bien la tremenda catástrofe causada por el terremoto de Valdivia, en cuanto al impacto de la acción de la naturaleza sobre centenares de kilómetros cuadrados, afectando profundamente el ecosistema.



Los especialistas, los ingenieros de suelos, plantean que la recuperación de las tierras, en el caso de la provincia de Palena, podría tardar, no dos ni tres años, como en el caso del volcán Hudson, sino décadas, para que pudieran ser utilizadas nuevamente. Y ello, aunque el ser humano participe activamente, con medios tecnológicos, científicos y químicos, en la superación del efecto de las toneladas de cenizas que en este momento están cayendo sobre los predios y dañando la actividad agrícola.



Lo mismo sucede con la ganadería: no será posible recuperarla si no media una diligente actuación del Estado.



Quisiera también suscribir la preocupación vinculada con la necesidad de que el Ministerio de Bienes Nacionales participe activamente en la adquisición de aquellos predios que vean disminuido en exceso su valor -es altamente posible que ello ocurra-, porque sería por completo contraproducente para el país la concentración de la propiedad en una sola mano o en una sola persona. 



Por eso, dicho Ministerio debería procurar la compra de esos terrenos por lo menos al valor del avalúo fiscal que tenían antes de que la catástrofe se produjera, porque, sin duda, su devaluación afectará severamente a los propietarios. En consecuencia, también debiera haber una acción del Estado en esa dirección.



Asimismo, comparto el proyecto de acuerdo en el sentido de asegurar un camino que permita unir, ininterrumpidamente, la provincia de Palena con el territorio nacional en su conjunto. Para ello, a corto plazo habría que llevar a cabo las expropiaciones necesarias a fin de que ese anhelo se transformara en un hecho concreto y real, porque la experiencia, una vez más, ha demostrado que el traslado por vía marítima es insuficiente desde el punto de vista de la integración de esa parte del país al desarrollo nacional. 



Sin embargo, decir que el transporte marítimo es insuficiente no significa, señor Presidente, no valorar altamente la acción realizada por la Armada de Chile para el desplazamiento de las personas y las familias afectadas. Se está realizando un trabajo profesional de primera calidad, con una eficiencia encomiable -es una demostración de la capacidad del Estado de Chile-, en el cual participan también Carabineros, la Fuerza Aérea y el Ejército, labor que se une a la acción de la Intendencia y otras autoridades, así como de la empresa privada, que ha colaborado activamente para poder garantizar la evacuación de miles de personas en muy difíciles condiciones, por la violencia que ha tenido la erupción volcánica.



Del mismo modo, quiero sumarme a la decisión -acaba de publicarla la prensa- de la Presidenta Bachelet de nombrar como Ministro en campaña al titular de Defensa, don José Goñi. Yo citaba el caso del terremoto y posterior maremoto de Valdivia en los años 60, cuando se utilizó una figura similar y se designó al ingeniero Raúl Sáez como una especie de -utilizando el lenguaje actual- Ministro en campaña, capaz de dirigir en terreno la acción que requiere impulsar el Estado para hacer frente a las consecuencias de una catástrofe.



Para terminar, señor Presidente, vuelvo a agradecer a la Sala del Senado su disposición a aprobar por unanimidad estos proyectos de acuerdo, cuyos contenidos se pueden perfectamente refundir, porque son por completo convergentes.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR.- Señor Presidente, quiero llamar la atención de la Sala sobre algunos asuntos. 



Por cierto, los proyectos de acuerdo se pueden refundir, de manera que haya una sola voluntad, que es, sin duda, la que existe a lo largo de todo Chile. Nosotros reflejamos la solidaridad que hoy siente toda la nación con los chilenos que han sido víctimas, una vez más, de un hecho imprevisible; en esta ocasión, un cataclismo.



También sería bueno que a raíz de este tipo de situaciones, que no son ocasionales y ocurren cada cierto tiempo en nuestro país, se tomara conciencia de la necesidad de que la sociedad en general las enfrente como corresponde. 



Con esto no quiero decir que no haya habido una pronta actuación y una buena coordinación de parte de las autoridades; porque la ha habido, en particular de Carabineros y de las Fuerzas Armadas.



Sin embargo, varias de las situaciones ocurridas en los últimos años nos muestran la conveniencia de perfeccionar algunas cosas para que siempre se preste una rápida y urgente ayuda, e incluso, para que se puedan prevenir ciertos hechos. 



El último problema grave ocurrido en la Undécima Región -el terremoto en el fiordo de Aisén- era absolutamente previsible. El Ministro del Interior de la época, quien entendió que catástrofes de esa naturaleza podían repetirse en el futuro -han ocurrido y seguirán ocurriendo, dadas las características de nuestra geografía-, obtuvo que en una partida del Presupuesto se incluyera un significativo aporte para contar con mecanismos, como sensores altamente calificados, que permitieran prevenir desastres similares al que hoy estamos comentando.



Lamentablemente, señor Presidente, creo que en esa materia no se ha hecho todo lo posible.



Por eso, en esta oportunidad quiero insistir en ello y pedir a las autoridades que concreten el proyecto que llevó adelante el Ministro del Interior señor Belisario Velasco. Es fundamental que se concrete. Chile tiene una formación territorial muy especial que hace que cada cierto tiempo debamos sufrir grandes calamidades.



Además, señor Presidente, deseo hacer otro alcance. 



Con el Honorable señor Horvath hemos concurrido con un proyecto de acuerdo -quiero decir desde ya que considero perfectamente factible fusionarlo con los presentados por los Senadores señores Escalona y Kuschel- porque estimamos primordial que se tome conciencia ahora de lo que los habitantes de la Undécima Región y de la provincia de Palena vienen reclamando desde hace años: la conectividad territorial, que hoy no existe.



En ese aspecto, había en el país una voluntad prácticamente abrumadora en cuanto a concretar la conectividad terrestre. Sin embargo, hace dos años, cuando dicha iniciativa estaba a punto de concretarse, algunos se las arreglaron para que tal decisión no se materializara. 



Y aquí quiero ser muy claro. 



En nuestro país existe un extranjero que posee extensas tierras en la provincia de Palena y en otras zonas aledañas, y su acción, junto a la de otros, ha sido permanente para lograr que, de una forma u otra, proyectos como ese se vayan posponiendo. 



Hoy reclamo ante el Senado y ante la nación, porque tales iniciativas no se deben seguir postergando. No puede ser que la integridad territorial de Chile -bien superior que debemos preservar por sobre cualquier otra cosa- se halle en la situación en que está, y que compatriotas nuestros hayan debido sufrir lo indecible, e incluso, ver expuesta su seguridad por no existir una continuidad territorial como corresponde. Y esto, por la acción de quienes creen que su situación propietaria puede retardar o posponer los intereses del bien común.



Por eso estos proyectos de acuerdo que hoy aprueba el Senado por unanimidad tienen tanto sentido, pues con ellos se cautela el bien común y, por cierto, el de los esforzados chilenos que viven en comunidades apartadas, como Chaitén, Palena, Futaleufú y las ubicadas en la parte norte de la Undécima Región, las que, una vez más, se ven afectadas por inclemencias de la naturaleza que no tendrían cómo enfrentar si no fuera por la ayuda de terceros, que, gracias a Dios, en esta oportunidad ha llegado a tiempo, merced a que la autoridad ha actuado en forma responsable y seria. Pero, de no ser así, la vida y la integridad física de esos pobladores, de sus familias y de sus hijos y la seguridad de sus propiedades habrían quedado expuestas al no existir una conexión geográfica como corresponde. 



De ahí que con el Senador señor Horvath queremos que hoy el Senado, a través del proyecto de acuerdo que presentamos, respalde decididamente lo que viene clamando nuestra Región de Aisén: estar integrada en buena forma al territorio nacional y no seguir siendo el patio trasero del país, de modo que sus habitantes y también los de la provincia de Palena disfruten de la seguridad que deben tener todos los chilenos.



Por ello, señor Presidente, concurro con mi voto favorable a la aprobación de los tres proyectos de acuerdo, en la forma planteada por el Senador señor Escalona, porque queremos lo mejor para la gente de nuestra Región y seguridad para cada uno de nuestros connacionales.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero agradecer la voluntad unánime del Senado para refundir las tres iniciativas presentadas, que persiguen un solo propósito: colaborar con los habitantes de las comunas de Chaitén, Futaleufú, y, en general, de la provincia de Palena, porque ahora, si cambia el viento, puede que haya otras zonas afectadas, como la localidad de Ayacara, que ha estado fuera de la preocupación de las autoridades, al igual que otros lugares. 



Entonces, la idea es ayudar a esas personas, abandonadas de la preocupación de los Gobiernos durante tantos años. Se han interrumpido trabajos comenzados con anterioridad; se retiró el Cuerpo Militar del Trabajo, que volvió hace poco. Con un abandono así, la gente perdió el entusiasmo patriótico que siempre había demostrado y ha vendido sus terrenos a un solo comprador. ¡Y ahora lloramos aquí sobre la leche derramada! 



Creo que tal situación debería hacernos reflexionar acerca de la necesidad de terminar la construcción del camino tal como se venía realizando y no continuar con cotizaciones y estudios interminables, reiterativos, que no conducen a nada, pues estamos a la mitad del actual Gobierno y la obra aún no se concreta. 



Pero más preciso que eso, en este momento, es el desarraigo de la gente, que ha sido llevada a distintos lugares por motivos de fuerza mayor, produciéndose su dispersión. 



Nosotros pedimos, específicamente, que se condonen las multas y los intereses de las deudas que estas personas no puedan cumplir por razones de fuerza mayor, y que también, en lo posible, se conmuten o se perdonen algunas obligaciones de tipo tributario, como contribuciones u otros gravámenes, porque, por ejemplo, la gente de Chaitén y de Futaleufú no va a poder pagar el IVA el día 12 de este mes. 



En igual situación de incumplimiento se encontrarán los pobladores que adquirieron compromisos comerciales con bancos; también los que deben pagar mensualidades de colegios y universidades, los que tienen créditos hipotecarios. 



Por lo tanto, me gustaría aterrizar todos estos discursos que se han hecho en propuestas más concretas que vayan en ayuda de los habitantes de las ciudades que hemos mencionado, como asimismo de quienes viven en el campo de zonas que se encuentran bajo las cenizas. Los animales allí están muriendo. 



Y así como están muriendo los animales, también están muriendo otras fuentes de recursos. El que oficiaba de gásfiter en Chaitén, el que era profesor, el enfermero, ya no podrán trabajar y quedarán sin ingresos. De siete salmoneras, cuatro están cerrando. 



¿De qué va a vivir esa gente?



Se trata de una situación de fuerza mayor que provoca problemas sociales graves. 



Por otro lado, también pedimos que se considere una solución especial para los servicios de agua, luz, gas, telefonía, cuando corresponda, pues las cuentas están próximas a vencer y los pobladores, obviamente, no podrán pagarlas. Algunos están en Quellón; otros, en Queilén, en Chonchi, en Castro, en Ancud, en Dalcahue, en Puerto Montt e igualmente en Osorno. 



Por eso, estamos solicitando el otorgamiento de beneficios sociales y subsidios mientras dure la emergencia. 



Pero, ¿adónde se van a entregar esos beneficios si los afectados se encuentran dispersos entre las provincias de Chiloé, Llanquihue y Osorno? Ello, por ahora. Es la información que poseo en este minuto. En algunos albergues había, en conjunto, 500 personas; ahora quedan 300. En Quellón había 80, ahora quedan 28. ¿Dónde está el resto? ¿Cómo las vamos a ayudar?



Me parece excelente la idea planteada acá en cuanto a destinar el 2 por ciento constitucional y la aprobamos. 



Quiero insistir, una vez más -como lo he hecho tantas veces en esta Cámara-, en la necesidad de terminar la construcción del referido camino -del cual solo restan 64 kilómetros- sin mayores estudios. Ese camino hay que concretarlo al margen del resultado que aquellos arrojen. Sabemos que hay que hacer repisas en la piedra. Bueno, habrá que hacerlas, como se hizo la pista de aterrizaje en la Antártica, que, decían, era una pista imposible. Pero ahí está. Y la construyó Chile, no otros países que tenían interés en llevarla a cabo. 



Nosotros somos capaces y podemos. ¡Qué estamos esperando!



Por último, a través del Senado quiero solicitar que se mande una nota a los alcaldes, concejales y concejos comunales de la zona afectada, expresándoles nuestro apoyo y nuestra disposición a colaborar en la medida en que nos hagan llegar sus preocupaciones y anhelos en este momento de tanta dificultad y dolor. 



Gracias, señor Presidente. 

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis. 

El señor ORPIS.- Señor Presidente, he querido intervenir esta tarde para expresar, en primer lugar, mi completa solidaridad con las familias afectadas por la catástrofe que, desgraciadamente, ha golpeado la zona de Chaitén. 



Y he querido hacerlo porque de manera habitual son las desgracias naturales las que dejan en evidencia nuestras debilidades, que, en el caso en comento, es la falta de conectividad en el país. 



Al respecto, debo señalar con mucha fuerza -pues me ha tocado participar de manera directa en el tema, particularmente desde principios de los años 90- que Chile ha estado sometido a un verdadero chantaje por parte de un extranjero con visa de turista, lo cual resulta inaceptable. 



A fin de dejar constancia en la Versión Taquigráfica, debo hacer presente que, a comienzos de 1990, encontrándonos en la zona de Hornopirén, fuimos embarcados en la lancha “Teniente Merino”, de Carabineros de Chile, con dirección a Huinay, donde se encontraban reunidos todos los colonos de la zona, quienes nos pidieron protección por las presiones a que estaban sometidos para que vendieran sus tierras a un conocido empresario norteamericano, denuncia que pudimos comprobar en terreno. Se trataba de personas modestas que estaban haciendo patria



Después de toda la lucha que dimos, señor Presidente, logramos salvar a Huinay. Dicha localidad representaba un símbolo en la zona, porque el referido empresario norteamericano había adquirido el parque Pumalín, que se extiende de cordillera a mar partiendo nuestro país, y el único terreno que lo dividía era precisamente un campo de la Universidad Católica de Valparaíso ubicado allí, que estuvo a punto de ser vendido a esta persona y que, por fortuna, logramos salvar y hoy día se encuentra en manos chilenas. 



Pero, profundizando el tema, se puede decir que respecto a la pregunta de por qué no se ha construido el citado camino, las respuestas son dos. 



En primer término, debo señalar que soy absolutamente tolerante con los distintos movimientos filosóficos, los cuales siempre tienen consecuencias. 



¿Cuál es la consecuencia, en este caso? 



El empresario norteamericano es representante del movimiento ecológico más radical que existe en el mundo: el de la ecología profunda (deep ecology). Esta filosofía no es neutral, porque en ella prevalecen los derechos de la naturaleza por sobre los de la persona; o, al revés, estima que la superpoblación es la que ha deteriorado al planeta, a nuestro continente, y que, por lo tanto, es válido intentar su disminución para preservar la naturaleza a ultranza, como un fin en sí misma. 



Eso se pretende con el parque Pumalín, cuyo dueño representa -como ya dije- a la “ecología profunda”, que -repito- no es neutral.



En segundo lugar -a lo mejor el Honorable señor Zaldívar, Presidente del Senado, no lo recuerda, pero yo sí-, cuando estuvimos en Estados Unidos con motivo de la votación del fast track pude advertir una segunda consecuencia del chantaje que nos hace este extranjero, y es respecto de la conectividad.



En esa oportunidad, cuando Chile perdió el fast track, un funcionario de la Embajada no nos quiso entregar una carta que ejerció una influencia muy directa en el rechazo de la propuesta, como ocurrió en definitiva.



¿Qué quiero decir con esto, señor Presidente? Que no nos debemos equivocar, pues estamos en presencia de una persona que representa la ecología profunda y que, además, es tremendamente influyente en el mundo americano. Por tanto, cuando el Estado chileno enfrenta a Douglas Tompkins, lo hace también respecto del Gobierno norteamericano. Y eso no es neutral.



Por ese chantaje, hoy día estamos sufriendo las consecuencias de tener un país dividido y no totalmente conectado.



Sobre la base de catástrofes como la de Chaitén, deseo que tomemos conciencia de que no podemos seguir aceptando que un extranjero con visa de turista no entregue una franja de territorio para poder construir un camino de 64 kilómetros, sin el cual estamos divididos. Esa es una mezquindad sin límite. Al mismo tiempo, resulta inadmisible que después de 10 ó 12 años no esté definido el trazado. Mientras tanto, el país continúa cortado.



Señor Presidente, la consecuencia política más importante que debiera producirse a raíz de esta catástrofe, luego de ayudar prioritariamente a los damnificados, es que la construcción del camino parta mañana. Y si al señor Tompkins no le gusta, se va del país. Porque Chile no puede seguir aceptando un chantaje de esta naturaleza.



De una vez por todas, tenemos que tomar conciencia de esto.



La Presidenta de la República seguramente contará con el respaldo unánime del país, ya que hoy ha quedado en evidencia que para poder salir de Chaitén hay que pasar por Argentina, en un viaje terrestre que demora siete a ocho horas y que representa un alto costo para gente modesta que vive de actividades productivas, o se debe navegar ocho a nueve horas en barcaza. Eso es inaceptable, porque no estamos hablando ni del fin del mundo ni de la Villa O’Higgins en la Antártica, sino de una zona ubicada apenas a 100, 120, ó 130 kilómetros de Puerto Montt; es decir, bastante cercana.



Por lo tanto, la gran lección que deja esta catástrofe, que nadie quiere, es que ella no sea en vano y que inmediatamente comience la construcción de la mencionada e indispensable ruta, para así poner término, de una vez por todas, al chantaje de un extranjero con visa de turista, quien ha impedido, a través del tiempo, que una obra tan imprescindible para el desarrollo de Chile se materialice, por distintas circunstancias e influencias, y por los obstáculos permanentes que ha puesto para que el camino pase por el Parque Pumalín.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, me sorprende la línea de argumentación que hemos escuchado aquí, porque pareciera que ahora Douglas Tompkins fuera culpable de la erupción del volcán Chaitén en la provincia de Palena.

El señor ORPIS.- ¡No, del camino!

El señor LETELIER.- Y que todos los males que están sufriendo miles de familias son de su responsabilidad.

El señor ORPIS.- ¡Así es!

El señor LETELIER.- A mí me enseñaron que la ignorancia es un mal que se cura, de modo que uno no está condenado a ella. También aprendí que somos responsables de advertir el error a una persona ignorante, a fin de que pueda corregir su andar.



Cabe señalar que algunos de los comentarios formulados en la Sala no hacen más que ocultar información o distorsionarla.



El Senador señor Escalona ha planteado un asunto de gran trascendencia. Aquí se trata de una emergencia de proporciones pocas veces conocida en Chile, y para enfrentarla se necesita una política de Estado, de país.



En ese contexto, deseo sumarme a las felicitaciones a las Fuerzas Armadas por el profesionalismo con que operaron para evacuar a la población de Chaitén; resguardar vidas humanas, y actuar en forma extraordinaria durante las primeras 48 horas de la emergencia. 



Y las personas que aún permanecen allí lo hacen por su propia decisión; de modo que, las consecuencias que sufran serán por no aceptar la ayuda que los Institutos Castrenses y  el Estado pusieron a su disposición para abandonar la zona.



Lo planteado por el Senador señor Escalona dice referencia a la importancia de tener los recursos disponibles para hacerse cargo de la crisis que se está viviendo. Y a ese tema, me sumo con plenitud.



Sin embargo, el camino no tiene nada que ver con la emergencia. 

El señor ORPIS.- ¡Por supuesto!

El señor LETELIER.- La dictadura no construyó el camino de Chaitén al norte, no porque no lo haya estudiado, sino debido a que, en ese momento de nuestra historia, optó por otras obras y prefirió hacer la carretera Austral, que va de Chaitén al sur.



A mi juicio, más allá de la manera como se hizo, dañando excesivamente cierto patrimonio en la zona, causando perjuicios innecesarios, dejando pozos lastres, la carretera Austral ha sido una de las principales obras de infraestructura en nuestro país en los últimos 20 años. Y no voy a ponerle la connotación política de que, por haber sido realizada durante la dictadura, es mala. ¡Absurdo! Es un buen camino, tomando en consideración que, en términos de calidad de construcción, hoy se aplican otras tecnologías y técnicas.



Pero todos sabemos, por el debate que se abrió en el país sobre un camino hacia el norte de Chaitén, que este demoraría no menos de 15 años, según lo informado por el Ministerio de Obras Públicas y por los encargados de la zona del Cuerpo Militar del Trabajo.



Cuando los miembros de la Comisión de Obras Públicas -de la cual soy miembro, presidida en ese tiempo por el Senador señor Kuschel- fuimos a Futaleufú con el Cuerpo Militar del Trabajo, los ingenieros nos plantearon que el camino de Chaitén al norte no se construiría en un plazo menor al señalado. Esa fue su opinión. Yo no soy ingeniero. Y así quedó establecido en el informe que el órgano técnico entregó a esta Corporación.



Pueden restarse uno o  cinco años; pero lo cierto es que esa obra se halla planificada, tanto en la elaboración de ingeniería, como en la proyección futura. Y durante la Administración  del Presidente Frei, se fijaron los criterios para asegurar, mediante el convenio firmado entre el Gobierno y la Fundación Pumalín, que habría una franja de terreno para construir esa carretera. ¡Eso no está en debate! Pero aquí, ante una emergencia, se traen a discusión asuntos absolutamente distintos.



Por consiguiente, va a haber carretera.



También se debate si habrá otros caminos. Yo he planteado que es muy importante hacer una ruta costera para dar conectividad a más de 4 mil personas que hoy viven en una península, quienes están absolutamente desatendidas y abandonadas, pues en la mayor parte del año no tienen trasbordadores que las atiendan. Por ello, ahí debería haber  conectividad.



La materia que nos ocupa no tiene nada que ver con el camino por el interior de Chile o desde Chaitén hacia el norte. Esos son asuntos distintos.



Por otra parte, señor Presidente, me sorprende cuando en la discusión se evidencia una xenofobia trasnochada. Y digo “trasnochada”, porque, si uno piensa en el interés de los chilenos y chilenas comunes, los terrenos que hoy son propiedad del señor Tompkins antes lo fueron de un ciudadano chileno. Y algunos de esos predios iban de cordillera al mar. Y si son de una persona con apellido latino o anglosajón, en términos prácticos, ante la ley chilena nada cambia. Absolutamente nada.



Y el hecho de que hoy ENDESA sea propietaria, a través de su Fundación Huinay, de un territorio donde hubo un conflicto con los colonos -como nos relató antes un señor Senador- y que va de cordillera al mar, ¿qué importancia tiene? ¿ENDESA es de propiedad chilena? ¿No? Parece que no. También es de capitales extranjeros.



Señor Presidente aquí hay una xenofobia distorsionada. Y, en ese contexto, si queremos discutir temas de conectividad del país y de cuáles son los proyectos estratégicos de mayor importancia, soy partidario de un debate a fondo sobre la materia, pues, sin duda, el país tiene una mirada equívoca respecto a ciertas obras.



A mi juicio, en términos estratégicos, para Chile revisten importancia otras faenas de infraestructura distintas de las mencionadas antes. Por ejemplo, perforar la cordillera y construir un túnel a baja altura, como el paso Las Leñas, que permita tener conectividad los doce meses del año entre Chile y Argentina, y de allí hacia Brasil y el resto de América Latina. Hoy no estamos conectados todo el año, porque durante 31 días, como promedio, el tránsito permanece cortado. Ello, sin duda, causa un impacto social, político y económico tremendo.



Lo único que pido es que ese debate lo efectuemos de manera informada.



Ahora nos preocupa la emergencia en Palena. Tengamos la altura de miras para entender que es necesario respaldar lo que realizan el Gobierno y las Fuerzas Armadas en ayuda de las personas que permanecen en una situación crítica, cuyo desenlace aún desconocemos.



En tal contexto, si se desea entrar en otro asunto, hagámoslo. Pero tratemos de descargarnos de cierta xenofobia que lo contamina. Si a alguien no le gusta que se pueda ingresar y salir de nuestro país con visa de turista, que presente una ley para evitarlo. No es la única persona que ha entrado de esa manera durante los últimos 14 años; hay quienes lo han hecho durante 30. Por ejemplo, el señor Paulmann ingresaba y salía de Chile mediante esa forma hasta que se le otorgó la nacionalidad por especial gracia.



Nos sorprendería saber cuántos empresarios extranjeros que realizan grandes inversiones en el país utilizan el mismo procedimiento. Y lo mismo podría ocurrirnos al conocer cuántos chilenos de gran renombre usan resquicios inmigratorios en Londres para evitar el pago de impuestos.



Por ende, resulta factible llevar a cabo un debate sobre tal situación, pero creo que él nada tiene que ver con la tragedia que viven hoy los habitantes de Palena.



En verdad, deberíamos respaldar lo que propuso el Senador señor Escalona, en orden a entender que necesitamos mantener una actitud solidaria y planificar lo que significará la reubicación de miles de personas que posiblemente perderán sus casas, su forma de vida. Estas tendrán que ser relocalizadas, probablemente en otra provincia, lo cual requerirá el uso de recursos extraordinarios.

El señor NAVARRO.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo manifestar mi solidaridad con los habitantes de Chaitén y Futaleufú, y con los esforzados colonos del valle El Frío y de la villa Santa Lucía.



Tuve oportunidad de conocer esas localidades allá por la década del ochenta, cuando durante muchos meses participé en el movimiento de tierras de las empresas que trazaron la Carretera Austral Presidente Pinochet. Y puedo relatar mis experiencias de efectuar caminatas de 40 kilómetros para arribar a mi lugar de trabajo; de compartir el calor de una fogata durante toda la noche debido a que no había forma de regresar a los albergues; de laborar bajo la lluvia, y de construir un camino a dinamitazos sin que una sola voz se alzara en protección del medio ambiente.



Señor Presidente, trabajé duramente en esas zonas. En mis recuerdos tengo grabadas en particular las largas noches cuando se acababa el petróleo y debíamos esperar durante días su reposición para poder continuar con las obras a cargo del Cuerpo Militar del Trabajo.



En verdad, los colonos decían: “Aquí nos han abandonado”. ¡Desde siempre! No solo en este Gobierno, sino desde que el Ministerio de Tierras y Colonización de la época les permitió instalarse en esos suelos agrestes, en los cuales no era posible hacer soberanía ni patria sin el apoyo permanente del Estado. Pero este luego los abandonó. Quienes se quedaron fueron los valientes, quienes sacrificaron sus familias, sus vidas y las de sus hijos para hacer soberanía, sin contar con el apoyo de ningún Gobierno: ni el de la Dictadura, ni de los posteriores ni tampoco del actual.



Esa es la queja permanente de los habitantes de esos sectores.



Entonces, si producto del peor error en la política pública nacional vamos a gastar 20 mil millones de pesos mensuales en el Transantiago para subsidiar la megalópolis, en verdad el Senado debe aprobar todos los recursos pertinentes para crear la nueva ciudad donde habrán de instalarse los habitantes de Chaitén, que no desean ser desarraigados.



Por consiguiente, el tema de fondo es cómo actuamos, cuáles deben ser las principales preocupaciones del Ministerio de Vivienda.



Se nos ha informado que se pretende ampliar el radio urbano de la Región Metropolitana en 9 mil 266 hectáreas. Con ello, el costo del metro cuadrado de terreno ascenderá de 0,5 unidades de fomento a entre 1,5 y 3, dependiendo de si el valor de la vivienda oscila de 1.500 a 3.000 UF. Es decir, por tercera vez, después de la anexión de la provincia de Chacabuco, se busca extender el territorio urbano de la Capital sobre suelos agrícolas.



La preocupación del Ministerio de Vivienda -me consta porque su titular, Patricia Poblete, posee sentimientos y capacidad- va a realizar un viraje respecto de cómo resolver el problema de las inmobiliarias en la Región Metropolitana para seguir construyendo viviendas en terrenos disponibles. Y se trasladará a la Décima Región, para desarrollar una política pública con planificación urbana.



La primera pregunta que cabría formularse es qué hacer para que la gente sufra menos, en cuanto a los albergues, por ejemplo. 



Aprovecho de enviar un saludo a las Fuerzas Armadas -en especial, a la Armada-, por estar siempre disponibles.



Sin embargo, la interrogante de fondo surge por el hecho de que Chile es un país volcánico. Si hay alguna crítica, ella no debe dirigirse a Tompkins. Podremos diferir respecto de temas relativos a la ecología, pero la verdad es que tenemos que hacernos una autocrítica acerca de por qué permitimos que las ciudades se sigan emplazando en el círculo de peligro crítico alrededor de los volcanes.



Por cierto, en Chaitén se han invertido miles de millones en infraestructura pública, liceos, alcantarillado, agua potable, mejoras de los servicios básicos, etcétera. Sin embargo, ¿nadie pensó que a diez kilómetros de ella existía un volcán que podría acarrear las consecuencias que hoy se observan? ¿Cuántas ciudades del país están en la misma condición de riesgo? ¿Qué estamos haciendo para anticiparnos a eventos críticos de tal naturaleza?



Ello requiere una planificación. Lo hemos repetido hasta el cansancio. Necesitamos desarrollar la energía geotérmica. Chile es un país volcánico. No necesitamos importar petróleo ni gas desde Indonesia, sino explotar los recursos naturales, que hoy se vuelcan como un infierno, pero que son una fuente eterna de energía limpia.



En tal sentido, espero que los encargados del diseño urbano se dediquen a planificar -como en el caso de Brasilia- dónde reconstruiremos Chaitén o Futaleufú, o si se decide retornar a tales localidades.



La disyuntiva en cuanto a si se insiste en su emplazamiento o se  busca una relocalización es difícil. La gente quiere tener certidumbre. Aquellos que están albergados con sus familias en Chiloé, en Puerto Montt, en Osorno, no solo desconocen dónde continuarán estudiando sus hijos, ni cómo sobrevivirán, sino también qué va a ser de sus vidas. El desarraigo equivale al exilio y quienes han vivido este último saben cuánto se sufre. Es como el ostracismo de los griegos.



Por ende, el diseño de una política de reasentamiento, de relocalización constituye un desafío tremendo, quizás el mayor en términos de planificación y emplazamiento territorial de viviendas urbanas y rurales. No se trata de residentes de ciudades; es decir, no podemos entregarles viviendas básicas, pues no podrían habitarlas debido a que tienen una cultura diferente y otra forma de ganarse la vida. Y ese es el desafío.



Por otra parte, lo señalado en cuanto al dilema del camino es falso, es mentira. Y quiero informar al señor Senador que manifestó que Tompkins se negaba a otorgar una franja de aquél, que ello refleja que no se han leído los acuerdos. ¡Jamás ha estado en cuestión la franja! El tema es por dónde pasa -por el centro o la costa- y qué trazado causa menor impacto medioambiental.



También es mentira lo relacionado con el desalojo. Lo afirmo con mucha fuerza, porque estuve en Huinay, como Presidente de la Comisión de Medio Ambiente de la Cámara de Diputados, y conversé con los pobladores. ¿Saben Sus Señorías qué organismo pidió expulsarlos? ¡La Universidad Católica de Valparaíso, dueña y propietaria de Huinay! ¡Esta casa de estudios le vendió sus terrenos a ENDESA! ¡No eran de Tompkins! Y ello consta en los procesos judiciales.



En verdad, si algunos colonos se han asentado es porque efectivamente el único que ha provocado desarrollo armónico productivo con cuidado de la naturaleza es Douglas Tompkins.



En tal sentido, odio y rechazo el doble estándar. Porque, en definitiva, ENDESA tiene el 87 por ciento de las aguas. ¡Este es un país loco! ¡El 87 por ciento de toda la riqueza hídrica de Chile está en manos de una empresa extranjera, y nadie dice nada!



Cabe tener presente que, como señalan los especialistas, el agua es el petróleo del futuro y, por ser el bien más escaso, desencadenará guerras. Además, solo el 1 por ciento del agua sobre la tierra está en condiciones de ser potabilizada, y ese porcentaje es cada vez más reducido debido al cambio climático.



Repito: ¡el 87 por ciento de la riqueza hídrica de Chile está en manos de los españoles! Yo emplazo al Senador Orpis a que nacionalicemos el agua. Hagamos lo que Allende logró con el cobre, que es hoy el sueldo de Chile. El agua lo será el día de mañana, pero ahora está en manos foráneas. Y yo no quiero que continúe en poder de extranjeros. Por tanto, hay que nacionalizar el agua. Voy a empeñar mis próximos seis años como Senador en alcanzar tal objetivo: emplazaré a mi Gobierno y a la Oposición para que ello se concrete.



Por último, señor Presidente, claramente la preocupación central son los refugiados, la gente que hoy día está sufriendo, incluso en la Región que usted representa, porque este fenómeno natural no solo ha afectado a la Décima Región, sino también a la del General Carlos Ibáñez del Campo. El problema va mucho más allá de una Región.



En ese sentido, debemos estar disponibles para debatir y hacer las cosas bien a fin de atender las inquietudes de las demás ciudades ubicadas en las cercanías de volcanes. En la Región del Biobío tenemos varias en esas condiciones. Y en ellas se observa preocupación.



La gente que vive a quince kilómetros de un volcán, cuando ve lo sucedido en Chaitén, se hace preguntas: “¿Cómo está mi seguridad aquí? ¿Cuál es el plan de contingencia? ¿Cómo debo actuar ante una emergencia? ¿Invierto, o no, en programas de desarrollo para establecerme en este lugar?”.



Estamos ante un problema nacional: hay centenares de volcanes en Chile, activos e inactivos, y el Chaitén pone en cuestión la política de ordenamiento territorial del desarrollo urbano y productivo.



El Senado debiera encarar un debate en ese sentido a la hora de aprobar los recursos para el Presupuesto de 2009, con el objeto de abordar algo que hemos eludido por muchos años: no reconocer que nuestro país es volcánico, que va de cordillera a mar, y que, por ende, requiere una política de ordenamiento territorial que permita que los volcanes sirvan para el desarrollo y no se conviertan en una tormenta.



He dicho.

 El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si nadie más desea intervenir para referirse a los proyectos de acuerdo, que fueron aprobados por unanimidad, continuará el curso regular de la hora de Incidentes.



Aprovecho de felicitar al Senador señor Escalona por su iniciativa.



En el tiempo del Comité Mixto, tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, adhiero a las muestras de apoyo para todas las familias de la provincia de Palena, en especial, de Futaleufú y las zonas aledañas al volcán Chaitén, las cuales quiero mucho, porque las he visitado y sé lo hermosas que son. 



Lamento, además, que por demasiado tiempo tengamos que ver allí solo tierras yermas.



Ahora me referiré a un asunto totalmente distinto.

PROBLEMAS EN SERVICIO DE URGENCIA Y PSIQUIÁTRICO DE HOSPITAL DE NOVENA REGIÓN. OFICIO



En el diario Austral de La Araucanía, el domingo recién pasado apareció un reportaje sobre la mala atención en el servicio de urgencia del Hospital Hernán Henríquez, el principal de la Región.



Se publicó también la explicación dada por el Seremi del ramo, quien dijo que el colapso se debía a que los usuarios no concurrían a los consultorios de menor complejidad para atender sus dolencias.



Por otra parte, la periodista a cargo del artículo informó que, en el sector destinado a la atención de enfermos siquiátricos, se encontraban recluidas seis personas condenadas o imputadas por delitos. En ese lugar, la comida era pésima y, además, los internos debían dormir en el suelo.



Señor Presidente, me parece que tal situación excede los límites tolerables considerando las necesidades de salud.



No quiero ahondar mayormente en un problema que considero absolutamente inaceptable.



Al día siguiente de ese reportaje, el lunes pasado, se publicaron declaraciones mías y del Honorable señor Espina. 



Tengo en mi poder los recortes de prensa respectivos, que pongo a disposición de la Mesa para que se los remita, en mi nombre, a la señora Ministra de Salud con el objeto de que adopte las más drásticas medidas tendientes a corregir las dificultades, a fin de que tengamos una salud digna para los chilenos.



No es posible que sigamos colocando fondos para la salud y que solo recibamos explicaciones respecto de por qué esta no mejora. 



Definitivamente, el Ministerio de Salud debe llevar adelante las medidas necesarias para que el sistema de redes asistenciales funcione adecuadamente y para que las autoridades a cargo de ese tipo de servicios se hagan responsables de las graves situaciones que vivimos día a día.



En consecuencia, señor Presidente, por su intermedio, pido oficiar a la titular de dicha Cartera, remitiéndole las publicaciones de prensa referidas, para que adopte las medidas correspondientes a la brevedad.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Los Comités Unión Demócrata Independiente, Renovación Nacional e Independientes no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me referiré a diversas materias.

EFECTOS NEGATIVOS DE EXPANSIÓN DE SANTIAGO. OFICIOS



Hay una mala noticia para los santiaguinos y para la gente de Regiones, una pésima noticia para los regionalistas de corazón, no para los de baquelita, quienes suman y suman votos cuando tienen que hablar de regionalización y descentralización, pero siguen fortaleciendo a Santiago a la hora de votar y tomar decisiones.



Lo que era un rumor en febrero parece ya convertirse en realidad. Entonces se lo consulté a la Ministra de Vivienda y me dijo: “Ese no es un tema que tengamos presente”. Pero algo yo sabía en febrero de 2008.



Toda la información de prensa confirmaba el dicho: “Cuando el río suena es porque piedras trae”. 



En un medio escrito se publicó: “En la primera quincena de marzo, el Ministerio de Vivienda entregará al Consejo Regional su propuesta para modificar el Plano Regulador Metropolitano”. Tal cambio es el más importante desde 1994, pues intenta sumar 9.266 hectáreas al suelo urbano de dicha megalópolis. 



“Una nueva Las Condes”, dicen algunos. En efecto, la superficie de esa comuna es equivalente a la que hoy día se quiere ampliar para edificar.



Mil hectáreas consume cada año la industria inmobiliaria en la Capital, y 2.595 millones de dólares sumaron las ventas inmobiliarias en el Gran Santiago en 2007. Es un negocio interesante.



Señor Presidente, todo indica que se avanza hacia una nueva distribución del suelo urbano. El costo de ello es que los terrenos agrícolas, tipo I y II -los mejores del país-, atraviesan una situación muy compleja.



No hay acuerdo entre los urbanistas en torno a si la densificación urbana debe hacer crecer las ciudades hacia arriba o hacia los lados. Lo concreto es que Santiago lo ha hecho hacia los lados: la gente prefiere casas, no departamentos.



A consecuencia de ello, el nuevo territorio urbano permitirá, si se aprueba la propuesta, construir 163 mil nuevas viviendas para 652 mil habitantes.



Se han entregado algunas explicaciones respecto de por qué se pretende expandir dicha megalópolis, que ya bordea los 6 millones de santiaguinos.



El señor Carlos Estévez, Seremi Metropolitano de Vivienda y Urbanismo, tiene una versión interesante. Yo la paso a exponer. Para justificar las casi 10 mil nuevas hectáreas, dice: “Cinco millones y medio de personas se reproducen”. Argumenta que el fenómeno migratorio de otras Regiones a Santiago es un factor marginal, a la gente ya no le interesa venirse a la Capital. El problema, a mi juicio, es la tasa de natalidad. Y continúa diciendo que la migración “ocurrió hace ochenta años, ahora no. Aquí el tema es que nuestros hijos y los hijos de quienes viven en Cerro Navia, Maipú y Quilicura y en comunas que no tienen disponibilidad de viviendas, se están yendo porque hay una importante escasez de suelo. No escasez para hoy o mañana, sino para 20 ó 30 años más”. Es decir, la expansión de Santiago está pensada para dar viviendas a los hijos de los actuales capitalinos. ¡Curiosa afirmación del Seremi que valdría la pena estudiar, pues hemos abandonado la investigación sociológica de las tribus urbanas acerca de cómo se comportan aquellos que viven dentro de la ciudad!



Sin embargo, el argumento de que las viviendas serán ocupadas solo por santiaguinos contrasta con los datos internacionales que maneja la OMS y con otros estudios, los cuales aseveran que la tasa de natalidad en Chile se halla levemente por encima de la de mortalidad. ¡Tenemos la natalidad más baja de América Latina! Y todo hace prever que, de no mediar un fuerte incentivo a la protección de la maternidad, Chile se convertirá en un país de viejos donde, de aquí al año 2030, más del 45 por ciento de la población superará los 55 años, lo cual requerirá una enorme inmigración de mano de obra, como ha ocurrido en otras naciones.



Todo indica que Santiago y el resto del país han llevado un proceso de crecimiento por debajo de lo esperado y, por tanto, la información no parece adecuada.



Más bien, yo tiendo a creer que aquellos que propician esta reforma únicamente se preocupan de la plusvalía de los terrenos, no de las viviendas para nuestros futuros hijos. Piensan solamente en que si hoy día tienen mil millones de pesos en terrenos, cuyo valor subirá seis veces, en 24 horas podrían contar con seis mil millones de pesos para depositar en el banco como garantía de nuevas transacciones financieras. Eso pasó en Chacabuco.



Asimismo, la prensa informa -y es un tema que vale la pena aclarar- quiénes son los propietarios de tales terrenos: la familia Pérez Yoma, Daniel Yarur, Andrés Allamand -ignoro si será nuestro colega Senador-, Agrícola del Monte. Esos suelos permanecieron dentro del nuevo radio de la ciudad. Y los propietarios de los predios que quedaron fuera acusan que la propuesta es poco transparente, mientras el Seremi asegura que fue hecha sobre bases objetivas.



Es posible que los valores de los suelos rurales que pasarán a ser urbanos se multipliquen por seis. Cada metro cuadrado, que hoy vale 0,5 UF, pasaría a costar entre 1,5 y 3 UF. Los especialistas inmobiliarios dicen que “El terreno cuesta lo que puedes construir ahí. El precio dependerá de qué construcciones hay en torno al terreno que se declararía urbano. Un terreno donde pueden construirse viviendas de 1.500 UF cuesta en promedio 1,5 UF el metro cuadrado, mientras que donde pueden hacer casas de 3.000 UF, el metro cuadrado de terreno vale 3 UF”.



Sin embargo, el problema no radica solo en que algunos van a ganar mucho dinero sin mover un dedo. El negocio inmobiliario parece ser, por cierto, extraordinariamente potente. Los efectos de la expansión que albergará a 625 mil nuevas familias será un gran incentivo para venirse a la metrópolis.



Ello es un atentado directo al corazón del crecimiento de la Región del Biobío. O sea, las oportunidades están en Santiago, no solo mayores sueldos por igual trabajo, sino también mejores condiciones: subsidios a la vivienda, a la electricidad, al transporte. Es decir, la gente debe irse a la Capital. “¡Si quieres ser feliz, ven a la Región Metropolitana; si quieres pagar menos y ahorrar más, ven a la Región Metropolitana!”. Eso le estamos diciendo al 60 por ciento de la población que vive en el 98 por ciento del territorio nacional. ¡Solo el dos por ciento del territorio nacional alberga al 40 por ciento de la población chilena!



Por eso, señor Presidente,  no resulta comprensible que en el Plan Regulador Metropolitano de Santiago de noviembre de 1994 se diga que la Capital debe crecer hacia adentro. Por ello, se estableció un aumento de la densidad habitacional, de modo que al año 2020 debíamos llegar a los 150 habitantes por hectárea. En el Plan de Prevención y Descontaminación Atmosférica de mayo de 1998 se prohibió de manera expresa tal expansión por razones de orden ambiental.



Señor Presidente, presidí la Comisión de Medio Ambiente en la Cámara de Diputados. Hicimos una investigación que duró un año y medio. ¡Concurrieron setenta instituciones de la más variada naturaleza, desde representantes de las Fuerzas Armadas hasta expertos de la Universidad de Chile! ¡El consenso fue absoluto: Santiago debe congelar su crecimiento, por cuanto es una ciudad que no acepta mayor expansión! Eso es lo que piden a gritos los especialistas.



Sin embargo, ¿qué hacemos?  Contribuimos a que la Capital se siga expandiendo. Existen profundos problemas sanitarios en Santiago derivados de la calidad del aire. El doctor Andrei Tchernitchin, toxicólogo y profesor de la Escuela de Medicina de la Universidad de Chile, afirma que los cambios urbanos deben supeditarse a la mejoría de la calidad del aire metropolitano. De lo contrario, estaremos invitando a medio millón de familias a compartir parte del esmog que ya respiran los santiaguinos.



Por otro lado, la tasa automotriz es una locura. ¡247 mil nuevos automóviles el año pasado! El 45 por ciento de ellos se queda en Santiago  y el mercado de vehículos usados alcanzó a 520 mil transacciones. La tasa vehicular en la Región Metropolitana crece al 15 por ciento anual y las inversiones para el Plan de Descontaminación no garantizan que los santiaguinos podrán respirar un aire limpio, si no se toman medidas de fondo.



Entonces, deberemos volver a leer -ya lo hicimos en aquella época- el informe del científico Luis Cifuentes de la Pontificia Universidad Católica, a través del cual nos informa que en esta megalópolis mueren alrededor de cuatro mil personas cada año como consecuencia de la lacra tóxica en la cual estamos inmersos. Todos los estudios indican que en Santiago fallecen personas por esa causa y nos hemos aburrido de reiterarlo.



Sin embargo, señor Presidente, no solamente se ven comprometidos la producción agraria o el medioambiente.



Con esta medida, sin duda, las autoridades dan la señal de que el Estado se encuentra más preocupado del desarrollo inmobiliario que del crecimiento armónico del país.



En este sentido, la localización de los habitantes más pobres, que en rigor es infraurbana, no se halla garantizada. Nos dicen que habrá más viviendas para los pobres. La verdad es que en Chacabuco y en Chicureo no se construyeron casas para ellos, sino para los más ricos, los que tienen la capacidad de pagar. Dejando atrás la farsa de la Ficha CAS que no respondía a los ingresos reales de las familias, las políticas habitacionales -que otorgan subsidios directos a la compra de viviendas- nos han demostrado que la gente no quiere casas en “Chuchunco” ni en un radio urbano donde aumenta el número de viajes y colapsa el tránsito del transporte público y privado, sino que lo que se precisa es densificación. Todos los estudios urbanos y científicos sobre la materia apuntan en esa línea.



Por ello, no logro comprender cuál es la política que está detrás de esta decisión.



En razón de todos estos argumentos, solicito que se oficie al Ministerio de la Vivienda, al MIDEPLAN. También, al Ministerio de Obras Públicas para que nos dé cuenta de todas las inversiones proyectadas en esas áreas, porque, ¿sabe, señor Presidente?, uno comienza a ponerse desconfiado. Se fijan proyecciones de inversión en desarrollo urbano, se hacen gastos millonarios en obras públicas en ciertos puntos de la capital y, luego, esos terrenos suben su plusvalía por el cambio de características.



Me gustaría saber qué inversiones se han hecho durante los últimos quince años en la zona de crecimiento que se ha proyectado; quién tuvo la bola de cristal para anticiparse a las inversiones, compró barato y ahora puede vender muy caro, por cuanto esos suelos van a requerir mucha inversión pública y gran desarrollo urbano.



Todas las organizaciones medioambientalistas, con mucha razón, se hallan en pie de guerra. Además, los especialistas urbanos han sostenido que esta decisión es increíble.



Se originaron los Proyectos de Desarrollo Urbano Condicionado. ¡Ninguno ha sido aprobado! O sea, las normas que despacha el Congreso Nacional  después se borran. Aquí dijimos que podía admitirse algún grado de expansión, pero condicionada. Por eso voté favorablemente tal proyecto  en la Cámara de Diputados. El entonces Ministro Jaime Ravinet nos convenció de que esos proyectos eran la mejor fórmula para evitar este crecimiento. Sin embargo, todos ellos han sido rechazados y ahora se nos propone que la Capital siga creciendo.



En consecuencia, solicito que se oficie también al Ministerio de Agricultura para que entregue una evaluación económica real respecto del tipo de suelo a reemplazar, porque se trata de terrenos de primera, segunda y tercera categoría. ¡Los más ricos del país! Millones de años ha demorado formar una capa de humus de cinco centímetros. ¡Esos suelos son irremplazables!



Además, se requiere un informe del Ministerio de Transportes. Porque, señor Presidente, nos van a decir después que será necesario cambiar el Transantiago debido a que no estaba considerado ese crecimiento de 600 mil viviendas. Si no, nos van a manifestar que, a los 40 millones de dólares mensuales que hay que subsidiar, cuando se encuentre consolidado el nuevo plan de transporte público -y existe gente que va a ganar mucha plata- el Estado va a tener que agregar cada mes 20 millones de dólares a raíz del crecimiento en cuestión.



A este respecto no puede haber una disgregación, sino una integración de políticas públicas.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

MAYOR PROTECCIÓN A MATERNIDAD EN ÓRGANOS DE ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO. OFICIOS



Señor Presidente, durante los últimos meses, a través de los medios de prensa se ha informado de diversos casos de trabajadoras del sector público que, pese a encontrarse amparadas por la garantía del fuero maternal, han sido desvinculadas de él con desconocimiento a normas básicas de protección a la maternidad y a instrumentos internacionales sobre la materia firmados por Chile.



En efecto, la ex Capitana Lorena Tapia fue notificada de su calificación en lista 4 y despedida no obstante encontrarse embarazada, entendiendo Carabineros que el caso no estaba regulado por el Código del Trabajo sino por su Reglamento de Selección y Ascensos. 



Situación similar sucedió con la jueza Elizabeth Galaz Cuadra, quien, por fallo dividido de la Corte Suprema, fue removida de su cargo pese a su estado de embarazo y al hecho de hallarse próxima a dar inicio al descanso prenatal.



Asimismo, durante marzo del presente año la Corte Suprema, por voto de mayoría, validó el despido, durante el período de fuero, de la arquitecta María Solange Etchepare por parte de la Alcaldesa de Concepción.



Los casos citados dan cuenta de la discriminación arbitraria que están enfrentando las mujeres del sector público, quienes, no obstante el mandato legal de amparo a la maternidad, se encuentran desprotegidas.



En general, toda mujer adscrita a algún sistema previsional debiera -y este es el principio cautelar que ha sustentado el Gobierno de la Presidenta Bachelet- estar resguardadas a aquel respecto. 



La garantía de autorización judicial previa al despido en el caso de las trabajadoras y trabajadores sujetos a fuero se consagra en el Título V del Libro I del Código Laboral, relativo al término del contrato de trabajo y a la estabilidad en el empleo.



En mi concepto, es necesario reforzar su aplicación incorporando disposiciones expresas sobre protección a la maternidad.



La maternidad constituye un bien jurídico universal básico en la sociedad.



¡No comprendo cómo empresarios que van a misa todos los domingos y que siguen al Padre Hurtado, quien decía “Hay que dar hasta que duela”, no trepidan en despedir a las mujeres trabajadoras cuando se embarazan!



Por tales razones, señor Presidente, le he pedido al Ejecutivo patrocinar una iniciativa de ley que nos permita ser coherentes en la protección a la maternidad. Y aquí no vale quién la presenta.



Fui autor del proyecto relativo al amamantamiento. ¡Once años y medio nos costó aprobarlo! Ahí está. Lo trabajamos duramente. Lo aprobó este Gobierno. Yo estoy contento. Pero, al final, las leyes las firman solo el Presidente de la República y los Ministros respectivos. ¡Los parlamentarios no existimos! 



Por eso la gente a veces nos detesta, pues no sabe lo que hacemos.



¡Once años y medio de trabajo, y en la ley no se incluye ni una sola nota acerca del parlamentario autor de la moción pertinente!



Por consiguiente, solicito al señor Ministro del Trabajo que tenga a bien recoger la propuesta a que me refiero.



En primer término, mediante ella se plantea sustituir el inciso primero del artículo 194 del Código del Trabajo por el siguiente: “La protección a la maternidad se regirá por las disposiciones del presente título y quedan sujetos a ellas las funcionarias y funcionarios de la Administración del Estado, centralizada y descentralizada, el Congreso Nacional, Poder Judicial, Tribunal Constitucional, Ministerio Público, Contraloría General de la República, Banco Central, Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, Municipalidades y todos los servicios y establecimientos, cooperativas o empresas industriales, extractivas, agrícolas o comerciales, sean de propiedad fiscal, semifiscal, de administración autónoma o independiente, municipal o particular o perteneciente a una corporación de derecho público o privado.”. 



Se trata de proteger, al menos en una etapa inicial, a las mujeres trabajadoras dentro del aparato público.



El que predica y no practica se vuelve poco creíble. Si eso lo hace el Estado, la gente empieza a detestarlo; y por cierto, también al Gobierno.



A través de la siguiente enmienda se reemplaza el inciso primero del artículo 201 del Código del Trabajo por el que se indica a continuación: “Durante el período de maternidad y hasta un año después de expirado el descanso de maternidad, ninguna trabajadora, cualquiera sea su empleador, sea del sector público o privado, podrá ser despedida sin autorización judicial previa.”.



Es lo mínimo que podemos hacer para proteger la vida del que está por nacer. El niño nada tiene que ver con la índole del contrato laboral de su madre. Es un principio básico. Lo establece en su número 1° el artículo 19 de la Constitución Política.



Podrá gustarnos o no el Texto Fundamental. Nosotros queremos cambiarlo. Pero con la norma sobre protección a la vida del que está por nacer estamos de acuerdo. Ese es un principio que no puede ser regulado por determinado tipo de contrato de trabajo. Por lo tanto, es deber del Estado otorgar el debido resguardo.



En consecuencia, señor Presidente, solicito que se oficie al Ministro del Trabajo y a la Ministra Directora de SERNAM para requerir su opinión sobre esa propuesta.



Asimismo, pido que el SERNAM y la Dirección del Trabajo nos informen de todos los casos de despidos arbitrarios con violación a las disposiciones sobre protección a la maternidad registrados en los últimos diez años, incluyendo pormenorizadamente todas las denuncias y estadísticas, en forma de saber dónde se están produciendo los mayores abusos, trátese del ámbito público o del privado.



Igualmente, solicito que el SERNAM precise con qué mecanismos va a proteger a las trabajadoras involucradas.



He conversado con la Ministra Directora. Ella está plenamente de acuerdo en aumentar las medidas de resguardo. El SERNAM es incansable para trabajar en esa dirección. Pero esto va más allá de dicho Servicio y del Ministro del Trabajo: se requiere una decisión política. Los Ministros sectoriales tienen que hacer la evaluación técnica; pero -seamos claros- la decisión es política.



Yo confío en que este Gobierno apoyará la iniciativa descrita, o una mejorada, para proteger a las mujeres trabajadoras que van a traer un hijo a este Chile que envejece cada día y donde más niños, sin duda, serán bienvenidos.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:46.









Manuel Ocaña Vergara,









Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S

DOCUMENTOS

1

OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR A DON SERGIO PULIDO ROCATAGLIATA COMO CONSEJERO DEL CONSEJO NACIONAL DE PESCA

(S 1065-05)

DE
:
PRESIDENTA DE LA REPUBLICA

A
:
PRESIDENTE DEL H. SENADO
1.
De conformidad con el artículo 146 Nº 5 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, corresponde que siete de los consejeros del Consejo Nacional de Pesca, sean nominados por el Presidente de la República, en representación del sector público, con el acuerdo de los tres quintos del Senado.

2.
De conformidad a lo anterior, los Decretos Supremos Nº 208, Nº 308 y Nº 344, todos del 2005, oficializaron la nominación de seis de los consejeros designados por el Presidente de la República, faltando a la fecha uno por designar. Cabe señalar que este consejero faltante debe cumplir con los requisitos señalados en el Nº 5 del artículo 146 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

3.
El nombramiento de este consejero faltante, es imprescindible para el correcto funcionamiento del Consejo Nacional de Pesca, y para hacer efectiva la participación de todos los agentes del sector pesquero nacional en las políticas de pesca y acuicultura.

4.
En mérito de lo anterior, solicito el acuerdo de ese H. Senado para designar a don SERGIO PULIDO ROCATAGLIATA, como integrante del Consejo Nacional de Pesca, en calidad de consejero representante del Sector Público.

5.
Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del Nº 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.885, REFERIDA A DONACIONES CON BENEFICIOS TRIBUTARIOS 

(5315-05)



Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Introdúcense en la ley Nº 19.885, las siguientes modificaciones:

1) Sustitúyese su epígrafe por el que se indica a continuación: “INCENTIVA Y NORMA EL BUEN USO DE DONACIONES QUE DAN ORIGEN A BENEFICIOS TRIBUTARIOS Y LOS EXTIENDE A OTROS FINES SOCIALES Y PUBLICOS”.

2) En el encabezado de su Título I, intercálase, entre las expresiones “para” y “entidades”, la expresión “personas y”.

3) Sustitúyense todas las veces que aparecen en el texto, las expresiones “discapacitadas” y “discapacitados”, por la siguiente “con discapacidad”.

4) Sustitúyese el artículo 1°, por el siguiente:

“Artículo 1°.- Los contribuyentes del impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1º del decreto ley Nº 824, de 1974, que declaren su renta efectiva sobre la base de contabilidad completa y que no sean empresas del Estado o en la que éste o sus instituciones participen, así como los contribuyentes del impuesto Global Complementario que declaren sobre la base de renta efectiva, que efectúen donaciones en dinero directamente a instituciones señaladas en el artículo 2º o al fondo establecido en el artículo 3º, en adelante “el Fondo”, podrán deducir de los impuestos indicados los créditos que más adelante se señalan; todo ello de acuerdo a los procedimientos, requisitos y condiciones que a continuación se establecen:

1.- Las donaciones no podrán efectuarse a instituciones en cuyo directorio participen el donante, su cónyuge o parientes consanguíneos hasta el segundo grado. En caso que el donante sea una persona jurídica, no podrá efectuar donaciones a instituciones en cuyo directorio participen sus socios o directores o los accionistas que posean el 10% o más del capital social, además de los cónyuges o parientes consanguíneos hasta el segundo grado de todos los anteriores. 

2.- No tendrán derecho al crédito tributario a que se refiere este artículo, las donaciones realizadas por candidatos a cargos de elección popular a instituciones que efectúen su labor en los territorios donde hubiesen presentado sus candidaturas desde seis meses antes de la fecha de inscripción de su postulación ante el Servicio Electoral y hasta seis meses después de realizada la elección de que se trate. Tampoco tendrán derecho al crédito tributario establecido en esta ley aquellas donaciones que efectuadas dentro del período de tiempo indicado, fueran realizadas a instituciones en cuyo directorio participen dichos candidatos ni las efectuadas por personas jurídicas donantes en cuyos directorios participen los señalados candidatos.

3.- El monto total de las donaciones que den derecho a este beneficio será el señalado en el artículo 10 de esta ley.

4.- Estas donaciones se liberarán del trámite de la insinuación y se eximirán del Impuesto a las Herencias y Donaciones establecido en la ley Nº 16.271.

5.- Los donantes deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, el monto de las donaciones, el domicilio, el RUT y la identidad del donatario en la forma y plazos que dicho Servicio determine. La información que se proporcione en cumplimiento de lo prescrito en este número, se amparará en el secreto establecido en el artículo 35 del Código Tributario. Las instituciones y el Fondo, como donatarios, deberán dar cuenta de haber recibido la donación mediante un certificado que se extenderá al donante, conforme a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos.

6.- El donatario que otorgue certificados por donaciones que no cumplan las condiciones establecidas en esta ley o que destine dinero de las donaciones a fines no comprendidos en el proyecto respectivo o a un proyecto distinto de aquél al que se efectuó la donación, deberá pagar al Fisco el impuesto equivalente al crédito utilizado por el donante de buena fe. Los administradores o representantes del donatario serán solidariamente responsables del pago de dicho tributo y de los reajustes, intereses y multas que se determinen, a menos que demuestren haberse opuesto a los actos que dan motivo a esta sanción o que no tuvieron conocimiento de ellos.

7.- Las donaciones de un monto inferior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales efectuadas directamente a instituciones señaladas en el artículo 2º o al Fondo, tendrán derecho a un crédito equivalente al 50% de tales donaciones contra los impuestos indicados en el inciso primero.

8.- Las donaciones de un monto igual o superior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales, en que al menos el 33% del total haya sido efectuado al Fondo, pudiendo el donante proponer el área de proyectos o programas a que se destinará ese porcentaje en la forma que establezca el reglamento a que se refiere el artículo 6°, tendrán derecho a un crédito equivalente al 50% del monto de la donación. Las donaciones de un monto igual o superior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales, en que un porcentaje inferior al 33% del total haya sido efectuado al Fondo, tendrán derecho a un crédito equivalente al 35% del monto de la donación.

9.- Para efecto de lo señalado en los números anteriores, todas las donaciones de un monto inferior a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales realizadas por un donante en forma íntegra a cualquier institución de aquellas señaladas en el artículo 2º, en el mismo año calendario, serán consideradas una única donación por el monto total donado en dicho período para efecto de calcular el crédito tributario.

10.- No obstante lo señalado en los números anteriores, las donaciones efectuadas por los contribuyentes del impuesto de Primera Categoría referidos precedentemente, que financien proyectos o programas destinados a la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas, certificados de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5°, en que al menos el 25% del total de la donación haya sido efectuado al Fondo, tendrán derecho a un crédito equivalente al 50% del monto de la donación. Si no se aportare al Fondo o el aporte fuere inferior al 25%, el crédito equivaldrá al 40% del monto de la donación. En caso de efectuar donaciones al Fondo, el donante podrá proponer el área de proyectos o programas a que se destinará su donación, en la forma que establezca el reglamento a que se refiere el artículo 6°.

11.- El crédito de que trata este artículo sólo podrá ser deducido si la donación se encuentra incluida en la base de los respectivos impuestos correspondientes a las rentas del año en que se efectúo materialmente la donación.

12.- En ningún caso, el crédito por el total de las donaciones de un mismo contribuyente podrá exceder del 2% de la renta líquida imponible del año o del 2% de la renta imponible del impuesto Global Complementario, y tampoco podrá exceder del monto equivalente a 14.000 Unidades Tributarias Mensuales al año.

13.- Las donaciones de que trata este artículo, en aquella parte que den derecho al crédito, se reajustarán en la forma establecida para los pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta, a contar de la fecha en que se incurra en el desembolso efectivo.

14.- Aquella parte de las donaciones que no pueda ser utilizada como crédito, se considerará un gasto necesario para producir la renta, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.”.

5) Modifícase el artículo 2°, en el siguiente sentido:

a) Modifícase el inciso primero, del siguiente modo:

i) Intercálase, entre la voz “reglamento” y el punto seguido que le sucede, las expresiones “y haber sido calificado como de  interés social por el consejo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4°. Además, podrán recibir estas donaciones los establecimientos educacionales que tengan proyectos destinados a la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas, para sus alumnos y, o apoderados”, reemplazando la conjunción “y” que sigue a la palabra “discapacitadas”, por una coma.


ii) Reemplázase en el número 3), la frase “la rehabilitación de drogadictos” por la siguiente: “la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas”.

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“Para los efectos de acreditar el buen uso de las donaciones a que se refiere el artículo 1°, la institución donataria deberá llevar un Libro de Donaciones, de acuerdo a lo que señale el reglamento a que se refiere el artículo 6°. En todo caso, el Libro referido deberá señalar, por cada donación, a lo menos, el nombre del donante, número de certificado emitido, monto total de la donación y destino de la misma. Asimismo, deberá elaborar anualmente un informe del estado de los ingresos provenientes de las donaciones y del uso detallado de dichos recursos, de acuerdo a los contenidos que establezca el Servicio de Impuestos Internos, el cual deberá ser remitido a ese Servicio dentro de los tres primeros meses de cada año. El incumplimiento de lo dispuesto en este inciso será sancionado en la forma prescrita en el número 2) del artículo 97 del Código Tributario, siendo solidariamente responsables del pago de la multa respectiva los administradores o representantes legales del donatario.”.

6) Modifícase el artículo 3°, en el siguiente sentido:

a) En su inciso segundo, sustitúyese la expresión “el número 2” por “los números 7 y 8”.

b) En su inciso tercero, agrégase a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, lo siguiente: “La determinación del 5% del Fondo, antes indicado, se realizará en la forma que indique el reglamento.”.

7) Modifícase el artículo 4°, de la manera siguiente:

a) Introdúcense en el inciso primero, las siguientes enmiendas: 

i) Intercálase a continuación de la expresión “Confederación de la Producción y del Comercio o su representante”, la siguiente frase, precedida por una coma (,): “un representante de las organizaciones comunitarias territoriales y funcionales constituidas de conformidad con la ley N° 19.418, designado en la forma que establezca el reglamento”.

ii) Sustitúyese la expresión “tres” por “cuatro”, la primera vez que aparece en el texto.

b) Intercálase en el inciso quinto, en el número 3.-, entre la coma que sigue a la expresión “título” y la conjunción “y”, la siguiente oración: “calificar su interés social, considerando las actividades sociales específicas que el beneficiario se propone realizar dentro de un período determinado”.

8) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:

a) En su inciso segundo, reemplázase la expresión “los dos años” por “un año” y agrégase a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Tratándose de donaciones que financien proyectos o programas destinados a la prevención o rehabilitación de adicciones de alcohol o drogas, dichos proyectos o programas deberán, además, estar certificados por el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, según los criterios técnicos que se establezcan en el reglamento a que se refiere el artículo 6°.”.

 b) Reemplázase en su inciso tercero, la oración “La ejecución de dichos proyectos y programas no podrá superar un período de tres años.”, por la siguiente frase: “La ejecución de dichos proyectos y programas no podrá considerar un plazo inferior a seis meses ni superar un período de tres años.”.

c) Reemplázase su inciso cuarto, por los siguientes dos incisos, pasando el actual inciso quinto a ser inciso sexto:

“El Ministerio de Planificación, mediante resolución fundada, podrá eliminar del registro a aquellas instituciones que hayan incurrido en las siguientes conductas:

a) No haber cumplido las obligaciones impuestas por la donación recibida.

b) Haber destinado dinero de la donación a fines no comprendidos en el proyecto o programa respectivo o a uno distinto de aquel al que se efectuó la donación.

c) Haber incurrido en alguna de las conductas tipificadas en los artículos 11 y 13 de esta ley y en el artículo 97, N° 24, del Código Tributario.

d) Haber sido sancionado por tribunal competente, por denegación arbitraria de atención a beneficiarios del proyecto o programa respectivo, o de otros programas o prestaciones sociales que la entidad beneficiaria administre.

Las instituciones cuya eliminación del registro haya sido declarada por primera vez, no podrán incorporarse nuevamente a éste ni presentar nuevos proyectos o programas a financiamiento de donaciones de que trata esta ley ni a financiamiento de los recursos del Fondo, dentro del plazo de tres años contado desde la fecha de la resolución que aplicó dicha sanción. En caso de declararse nuevamente la eliminación del Registro de dicha entidad, se le aplicará la misma sanción, pero por un plazo de seis años.”.

9) Modifícase el artículo 10, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“El conjunto de las donaciones efectuadas por los contribuyentes del impuesto de Primera Categoría y por los contribuyentes del impuesto Global Complementario de la Ley sobre Impuesto a la Renta contenida en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974, sea para los fines que señala el artículo 2º de esta ley o para los establecidos en el artículo 69 de la ley Nº 18.681; artículo 8º de la ley Nº 18.985; artículo 3º de la ley Nº 19.247; ley Nº 19.712; artículo 46 del decreto ley Nº 3.063, de 1979; decreto ley Nº 45, de 1973; artículo 46 de la ley Nº 18.899, y en el Nº 7 del artículo 31º de la Ley sobre Impuesto a la Renta, así como para los que se establezcan en otras normas legales que se dicten para otorgar beneficios tributarios a donaciones, tendrán como límite global absoluto el equivalente al 5% de la renta líquida imponible. Dicho límite se aplicará ya sea que el beneficio tributario consista en un crédito contra el impuesto de Primera Categoría o  contra el impuesto Global Complementario, según corresponda, o bien en la posibilidad de deducir como gasto la donación. Sin embargo, en este límite no se incluirá aquel a que se refiere el artículo 8º. Para la determinación de este límite se deducirán de la renta líquida imponible las donaciones a las entidades señaladas en el artículo 2º.”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:

“Con todo, los contribuyentes afectos al impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta señalados en el artículo 1°, podrán efectuar donaciones irrevocables de largo plazo a las instituciones señaladas en el artículo 2º o al fondo establecido en el artículo 3º, hasta por el equivalente a 1,6 por mil de su capital propio tributario, con un máximo de 14.000 Unidades Tributarias Mensuales al año, cualquiera sea la renta imponible del ejercicio respectivo o cuando tengan pérdidas. En tal caso, si en alguno de los ejercicios correspondiente a la duración de la donación, el contribuyente registra una renta líquida imponible tal, que el 2% de ella sea inferior al monto de las cuotas de dicha donación que han vencido y han sido pagadas en el ejercicio, el contribuyente no tendrá derecho al crédito que se indica en el artículo 1° por las cuotas indicadas, pero podrá deducirlas totalmente como gasto aceptado. Las donaciones a que se refiere este inciso son aquéllas en que la donación se efectúa irrevocablemente mediante una escritura pública, no sujeta a modo o condición, estableciendo pagos futuros en cuotas anuales y fijas, expresadas en unidades de fomento y por períodos no inferiores a cuatro ejercicios comerciales.”.

10) Sustitúyese el artículo 11 por el siguiente:

“Artículo 11.- Las instituciones que reciban donaciones acogidas a la presente ley o a otras que otorguen un beneficio tributario al donante, no podrán efectuar ninguna prestación en favor de éste, directa o indirectamente, en forma exclusiva, en condiciones especiales o exigiendo menos requisitos que los que exijan en general. Tampoco podrán efectuar dichas prestaciones en favor de los empleados del donante, de sus directores, o del cónyuge o los parientes consanguíneos, hasta el segundo grado, de todos éstos, ya sea  directamente o a través de entidades relacionadas en los términos señalados en el artículo 100 de la ley N° 18.045. Esta prohibición, regirá durante los seis meses anteriores y los veinticuatro meses posteriores a la fecha en que se efectúe la donación. Se encuentran en esta situación, entre otras,  las siguientes prestaciones: otorgar becas de estudio, cursos de capacitación u otros;  traspasar bienes o prestar servicios financiados con la donación; entregar la comercialización o distribución de tales bienes o servicios, en ambos casos cuando dichos bienes o servicios, o la operación encomendada, formen parte de la actividad económica del donante; efectuar publicidad, más allá de un razonable reconocimiento, cuando ésta signifique beneficios propios de una contraprestación bajo contratos remunerados y realizar cualquier mención en dicha publicidad, salvo el nombre y logo del donante, de los productos y, o servicios que éste comercializa o presta, o entregar bienes o prestar servicios financiados con las donaciones, cuando signifique beneficios propios de una contraprestación bajo contratos remunerados.

Con todo, lo dispuesto en este artículo no se aplicará cuando las prestaciones efectuadas por el donatario o terceros relacionados o contratados por éste, en favor del donante, tengan un valor que no supere el 10% del monto donado, con un máximo de 15 Unidades Tributarias Mensuales en el año, considerando para este efecto los valores corrientes en plaza de los respectivos bienes o servicios.

El incumplimiento de lo previsto en este artículo hará perder el beneficio al donante y lo obligará a restituir aquella parte del impuesto que hubiere dejado de pagar, con los recargos y sanciones pecuniarias que correspondan de acuerdo al Código Tributario. Para este efecto, se considerará que el impuesto se encuentra en mora desde el término del período de pago correspondiente al año tributario en que debió haberse pagado el impuesto respectivo de no mediar el beneficio tributario.

Asimismo, el donante y el donatario que no cumplan con lo dispuesto en este artículo serán sancionados con una multa del cincuenta por ciento al trescientos por ciento del impuesto que hubiere dejado de pagar el donante con ocasión de la donación. La aplicación de esta sanción se sujetará al procedimiento establecido en el número 2° del artículo 165 del Código Tributario.

El Ministerio de Planificación, en conjunto con el Ministerio de Hacienda, informará una vez al año al Congreso Nacional sobre el funcionamiento de esta  ley.

Artículo 2º.- Sustitúyese el número 24° del artículo 97, del Código Tributario, por el siguiente:

“24°.- Los contribuyentes de los impuestos establecidos en la Ley sobre Impuesto a la Renta, que dolosamente reciban contraprestaciones de las instituciones a las cuales efectúen donaciones, sea en beneficio propio o en beneficio personal de sus socios, directores o empleados, o del cónyuge o de los parientes consanguíneos hasta el segundo grado, de cualquiera de los nombrados, o simulen una donación, en ambos casos, de aquellas que otorgan algún tipo de beneficio tributario que implique en definitiva un menor pago de algunos de los impuestos referidos, serán sancionados con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio.

Para los efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, se entenderá que existe una contraprestación cuando en el lapso que media entre los seis meses anteriores a la fecha de materializarse la donación y los veinticuatro  meses siguientes a esa data, el donatario entregue o se obligue a entregar una suma de dinero o especies o preste o se obligue a prestar servicios, cualquiera de ellos avaluados en una suma superior al 10% del monto donado o superior a 15 Unidades Tributarias Mensuales en el año a cualquiera de los nombrados en dicho inciso.

El que dolosamente destine o utilice donaciones de aquellas que las leyes permiten rebajar de la base imponible afecta a los impuestos de la Ley sobre Impuesto a la Renta o que otorgan crédito en contra de dichos impuestos, a fines distintos de los que corresponden a la entidad donataria de acuerdo a sus estatutos, serán sancionados con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.

Los contribuyentes del impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que dolosamente y en forma reiterada, deduzcan como gasto de la base imponible de dicho impuesto donaciones que las leyes no permiten rebajar, serán sancionados con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio.”.

Artículo 1° transitorio.- Dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la presente ley, el reglamento a que se refiere el artículo 6° de la ley N° 19.885 deberá ser modificado, adecuándolo a lo establecido en esta ley.

Artículo 2° transitorio.- La presente ley entrará en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de la modificación al reglamento a que se refiere el artículo precedente, con excepción de las modificaciones introducidas en el número 9) del artículo 1° de esta ley, las que regirán desde el 1 de enero del año siguiente al de su entrada en vigencia.”.

***

Hago presente a V.E. que el número 5.- del artículo 1° fue aprobado en general y en particular con el voto favorable de 83 Diputados, en ambos casos de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE CHILE Y MÉXICO PARA OTORGAMIENTO RECÍPROCO DE PERMISOS DE TRABAJO A FAVOR DE DEPENDIENTES DEL PERSONAL DIPLOMÁTICO, CONSULAR, ADMINISTRATIVO Y TÉCNICO DE MISIONES DIPLOMÁTICAS Y CONSULARES 

(5607-10)





Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébanse el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos para el Otorgamiento Recíproco de Permisos de Trabajo a Favor de los Dependientes de Agentes Diplomáticos, Funcionarios Consulares y Personal Técnico Administrativo de Misiones Diplomáticas y Consulares Acreditados en el otro País”, suscrito en Santiago el 15 de mayo de 2007, y el Acuerdo que lo corrige, adoptado por Cambio de Notas fechadas en Santiago, el 24 de mayo y el 20 de septiembre de 2007.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
4

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE CHILE Y GUATEMALA SOBRE RECIPROCIDAD EN LIBRE EJERCICIO DE ACTIVIDADES REMUNERADAS PARA FAMILIARES DEPENDIENTES DEL PERSONAL DIPLOMÁTICO, CONSULAR, ADMINISTRATIVO Y TÉCNICO DE MISIONES DIPLOMÁTICAS Y CONSULARES

(5608-10)



Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Guatemala sobre Reciprocidad en el Libre Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de Misiones Diplomáticas y Consulares”, suscrito en Ciudad de Guatemala, el 30 de agosto de 2007.”. 


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): JUAN BUSTOS RAMÍREZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LAS COMISIONES DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, DE MINERÍA Y ENERGÍA Y ESPECIAL DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA EL FONDO DE INNOVACIÓN PARA LA COMPETITIVIDAD

(3588-08)

Honorable Senado:


Las Comisiones  de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, de Minería y Energía y Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación, Unidas,  tienen el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


Se deja constancia que, en conformidad con el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento del Senado, la Comisión discutió el proyecto en general.


A algunas de las sesiones en que vuestras Comisiones Unidas trataron este proyecto asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet y señores Antonio Horvath Kiss y Jaime Gazmuri Mujica. 


En representación del Ejecutivo, concurrieron:


Del Ministerio de Hacienda: la Subsecretaria, señora María Olivia Recart y los asesores, señores David Noé y Cristóbal Marshall, y el Abogado, señor Adrián Fuentes Campos; de la Dirección de Presupuestos: el abogado del Departamento de Estudios, señor Hernán Moya.


Del Ministerio de Economía: el Ministro, señor Hugo Lavados; su antecesor en el cargo, señor Alejandro Ferreiro; el asesor jurídico, señor Carlos Rubio; el Subsecretario de Economía, señor Jean Jacques Duhart, la  ex Subsecretaria, señora Ana María Correa, el asesor de la Subsecretaría, señor Mario López; el Jefe de la División de Innovación de la época, señor Inti Núñez, el actual Jefe de la División, señor Orlando Jiménez y el Jefe de la División Jurídica, señor Eduardo Escalona.


Del Ministerio de Educación: la Subsecretaria de la época, señora Pilar Romaguera; el asesor jurídico, señor Cristián Inzulza, y el Jefe de la División de Educación Superior, señor Julio Castro.


De la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica: el Director del Departamento de Estudios, don Javier González; del Instituto Nacional de Investigaciones Agropecuarias (INIA): el Director Nacional, don Leopoldo Sánchez y el Subdirector de Investigación y Desarrollo señor Guido Herrera, y el Secretario Técnico señor Mauricio Daza; de la Fundación para la Innovación Agraria (FIA): el Director, señor  Rodrigo Vega, el Jefe de la Unidad Estratégica de Desarrollo Estratégico, señor Ricardo Isla, y el Jefe de la Unidad de Programas y Proyectos, señor Mauricio Cañoles; del Instituto de Fomento Pesquero: la Jefa del Departamento de Planificación y Gestión Estratégica, señora Viviana Soto; de INNOVA Chile CORFO: el ex Director, señor Jean Jacques Duhart; y la Subdirectora, señora Patricia Noda; del Centro de Investigación Minera y Metalúrgica (CIMM): el Director Ejecutivo, señor Sergio Villegas, y la Directora de Sustentabilidad Industrial, señora Claudia Peña. 

Del Ministerio de Defensa Nacional: el asesor legislativo del Ministro, señor Ricardo Rincón; del Ejército de Chile: el General de División señor Jorge Fuenzalida; el Coronel señor Antonio Yaksic; el coronel señor Sergio Quijada. De la Armada de Chile: el Contralmirante señor Jorge Davanzo; el Contralmirante señor Federico Niemann y el Capitán de Navío señor Pablo Lubascher. De la Fuerza Aérea de Chile: El General de Brigada Aérea (A) Director de Racionalización y Desarrollo, señor Luis Ili Salgado,  y el Coronel de Aviación (A) Director del Servicio Aerofotogramétrico, señor Rolando Mercado. De Carabineros de Chile: el General señor Gerardo González; el Coronel señor Jorge Villarroel. De la Policía de Investigaciones de Chile: el Jefe del Departamento de Planificación, Comisario señor Cristián Lucero.


Del Consejo de Rectores: El Vicepresidente Ejecutivo, Rector de la Universidad de Chile, señor Víctor Pérez y el Rector de la Universidad de la Frontera, señor Sergio Bravo, 



De la Fundación Chile: el Presidente, señor Oscar Guillermo Garretón,  y el Gerente General, señor Marcos Kulka.
- - -

ANTECEDENTES

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Ley N° 18.575 Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado consta en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


b) Ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo cuyo texto refundido, sistematizado y coordinado consta en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, del año 2000.


c) Decreto Ley N° 1.263 de 1975 que fija la Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado y establece otras normas sobre administración presupuestaria y de personal.


d) Ley N° 19.175 Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado consta en el decreto supremo N° 291. del Ministerio del Interior del año 1993.


e) Ley N° 20.026 que establece un Impuesto Específico a la Actividad Minera.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO



Con fecha 6 de julio de 2004 ingresó a la Honorable Cámara de Diputados el Mensaje N° 126-351 de S. E. el Presidente de la República, en el que sometía a la consideración del Congreso Nacional un proyecto de ley que establecía una regalía minera y creaba el Fondo de Innovación para la Competitividad. 



El proyecto proponía el establecimiento de una obligación impuesta por las concesiones mineras de explotación, consistente en el pago de una regalía ad valorem al Estado, por la explotación de recursos mineros, aplicable a toda la minería. Dicha nueva obligación se incorporaría en la Ley Orgánica Constitucional sobre Concesiones Mineras,  N° 18.097.


Por otra parte, la mencionada iniciativa creaba un Fondo de Innovación para la Competitividad, cuyo objeto sería financiar las iniciativas de innovación destinadas a incrementar la competitividad del país. Los recursos del Fondo se aplicarían a la ciencia y la tecnología, así como también a apoyar la innovación.



El proyecto de ley, en lo atinente a las normas de carácter orgánico constitucional correspondientes al establecimiento de una obligación impuesta por las concesiones mineras de explotación, consistente en el pago de una regalía ad valorem al Estado, por la explotación de recursos mineros, aplicable a toda la minería, fue desechado en general por la Cámara de Diputados, por no reunirse el quórum constitucional exigido para su aprobación. Sin embargo, allí se aprobó el resto del articulado, correspondiente a las normas que creaban un Fondo de Innovación para la Competitividad, y que se aplicarían a la ciencia y a la tecnología.



Su Excelencia el Presidente de la República, mediante Oficio N° 257-351, de 4 de agosto de 2004, solicitó a la Honorable Cámara de Diputados el envío de este proyecto de ley al Honorable Senado, para los efectos del artículo 65 (actual artículo 68) de la Constitución Política de la República. 



El Presidente de la República expresó que el rechazo en general de la iniciativa por la Cámara de Diputados despojó totalmente de sentido a este proyecto, al romper su carácter de un todo armónico y sistemático entre la parte rechazada y la aprobada.  Agregó que el artículo 65 (actual artículo 68) de la Carta Fundamental no distingue si se trata del rechazo del proyecto en su totalidad o de una parte de él, y que tampoco se precisa la oportunidad para ejercer la potestad contenida en dicha norma constitucional.



La aprobación en general del Senado debía contar con el voto conforme de los dos tercios de sus miembros presentes.


El Senado no reunió el quórum exigido por el artículo 65 (actual artículo 68) de la Constitución Política de la República, para aprobar en general la disposición pertinente del proyecto de ley originado en el Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República Nº 126-351, de 5 de Julio de 2.004, sobre el establecimiento de una regalía minera ad-valorem y la creación del Fondo de Innovación para la Competitividad, correspondiente al Boletín Nº 3.588-08 y en sesión de 3 de agosto de 2004, acordó remitir el proyecto a la Comisión de Educación y a la de Hacienda, en su caso, por el hecho de que las normas aprobadas se referían a la creación de un Fondo de Innovación para la Ciencia y la Tecnología.


Con fecha   14 de diciembre de 2005 la Sala inició el estudio del informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y, posteriormente, el 9 de mayo de 2006, acordó  enviarlo a una Comisión Especial, para que emitiera un nuevo primer informe.


Enseguida, el 16 de mayo de 2007, la Sala modificó el trámite dispuesto anteriormente, a solicitud del Honorable Senador señor Vásquez, y acordó que las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, de Minería y Energía, y Especial de Ciencia, Tecnología e Innovación funcionaran unidas para el tratamiento de esta iniciativa.


Las Comisiones Unidas, en virtud del mandato de la Sala, iniciaron el estudio de la iniciativa el 14 de junio de 2007, abocándose al estudio en general del proyecto despachado en el primer informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

CONTENIDO DE LA INICIATIVA


A continuación se efectuará una síntesis de los principales aspectos que considera el proyecto, en atención a que la descripción detallada del mismo se encuentra en el primer informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

El proyecto consta de 15 artículos permanentes y 6 transitorios, y considera los siguientes aspectos:


El Título I sobre la Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad se refiere a la elaboración y contenidos de la Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad, la que deberá ser formulada por el Presidente de la República, debiendo abarcar todos los campos de la ciencia, tecnología y recursos humanos, teniendo como base la propuesta formulada por el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad.



Asimismo, dispone que las estrategias se formularán por un período a largo plazo, de doce años, haciéndose obligatoria su revisión y actualización cada cuatro años.


A su vez, el Título II considera la creación del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, que tiene por objeto asesorar al Presidente de la República en todos aquellos aspectos relacionados con las políticas en dicho ámbito, incluyendo los campos de la ciencia, la formación de recursos humanos especializados y el desarrollo, transferencia, y difusión de tecnología.

Además, este Consejo se constituirá como una instancia de coordinación de las instituciones y de las políticas públicas de innovación para la competitividad.


El artículo 5° contempla las principales funciones del mismo, a saber.


a) proponer, cada 12 años, una Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad;


b) proponer anualmente los usos del Fondo de Innovación para la Competitividad, las asignaciones presupuestarias para los restantes fondos públicos orientados al fomento de la innovación, y las transferencias fiscales directas a las instituciones públicas y privadas en dicho ámbito; 


c) proponer iniciativas legales o administrativas orientadas a elevar la efectividad de las políticas públicas de innovación para la competitividad;


d) proponer programas y acciones orientados a fortalecer las capacidades regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad, y


e) proponer acciones para difundir la ciencia, la tecnología y la innovación. 


Por otra parte, el artículo 6° establece la composición del Consejo.

A continuación, el Párrafo 2° del Título II,  crea la Secretaría Ejecutiva del Consejo, la que servirá de apoyo técnico y administrativo al mismo.


El Título III, establece la creación del Fondo de Innovación para la Competitividad, el que tendrá por objeto financiar las iniciativas de innovación destinadas a incrementar la competitividad del país y de sus regiones, de manera consistente con la Estrategia Nacional de Innovación que se encuentre vigente. 


Agrega que este Fondo se constituirá como un elemento ordenador de los restantes programas públicos en el ámbito de la innovación. Para cumplir este rol, se espera incorporar paulatinamente la totalidad de los recursos públicos de fomento a la innovación, para que bajo su alero cada programa sea evaluado y reciba recursos acorde a su eficiencia y a la prioridad que le asigne la Estrategia de Innovación vigente.


El artículo 14 señala que los recursos del Fondo serán los que contemple anualmente la Ley de Presupuestos, a sugerencia del Consejo, y los recursos aportados por personas naturales o jurídicas u organismos internacionales que sean recibidos a cualquier título.  Agrega la disposición que durante los primeros ocho años de vigencia del Fondo se asegura un mínimo de recursos igual a la recaudación esperada del Impuesto Específico a la Minería.


La administración del Fondo, conforme lo señala el artículo 15, corresponderá a la Subsecretaría de Economía, en su calidad de Secretaría Ejecutiva del Consejo. 


En la misma disposición se contemplan los procedimientos y los criterios de distribución del señalado Fondo, particularmente su distribución a nivel nacional y regional, estableciendo que:


Un 60% de ellos deberá distribuirse entre aquellas regiones que tengan una participación mayor al 1% en la actividad minera nacional, excluyendo la minería del carbón, petróleo y gas natural. 



El 40% restante deberá distribuirse entre aquellas regiones no incluidas en la hipótesis anterior.


Las variables ya señaladas serán determinadas cada año por el Ministerio de Hacienda y un reglamento establecerá el procedimiento para la determinación de las variables y su difusión.

DISCUSIÓN GENERAL


Al inicio de la discusión del proyecto, el  Ministro de Economía de la época, señor Alejandro Ferreiro, expresó que a los representantes del Ejecutivo les anima la intención de llegar a un acuerdo respecto de alguna Indicación Sustitutiva que concite el consenso de la mayoría de los Senadores, de modo de poder destrabar la tramitación legislativa de un proyecto de ley que considera prioritario.


Continuó el señor Ministro afirmando que si bien ha habido retrasos y responsabilidades, que no es del caso analizar ahora, lo que importa es intentar explorar fórmulas de acuerdo que permitan redactar la Indicación Sustitutiva, de modo de satisfacer tanto la expectativa de generar una institucionalidad  robusta para el sistema de innovación en Chile, como llegar a un acuerdo político que satisfaga la expectativa de los representantes, fundamentalmente, de regiones.


Asimismo, el Secretario de Estado afirmó que la información respecto de la forma de ejecución de las inversiones está disponible, señalando que es posible profundizar respecto de ella. Añadió que en el curso de la discusión habrá claridad acerca de cuál ha sido la recaudación bruta por concepto del impuesto, y se explicará qué se entiende por recaudación neta estructural de largo plazo.


Luego señaló que nuestro país tiene un Sistema Nacional de Innovación para la Competitividad, que va más allá de los recursos del Fondo de Innovación para la Competitividad (FIC). Agregó que desde hace un tiempo Chile cuenta con instancias, programas e instituciones potenciadas en materia de innovación


Refirió que la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO), y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONYCYT) son los agentes principales en la materia; en tanto que los Ministerios responsables son el de Economía, Minería, Defensa, Agricultura, Educación, Planificación y  Relaciones Exteriores. 


Destacó que al sumar la innovación en Chile aparece claro que ésta es más que el FIC, y que éste último representa un esfuerzo adicional a lo que ha sido la trayectoria permanente en el Estado de Chile.


Añadió que conforme a lo autorizado en la Ley de Presupuestos para el año 2007, se asignaron US$ 470.000.000 (cuatrocientos setenta millones de dólares) al Sistema Nacional de Innovación.


Ante la pregunta del Honorable Senador señor Vásquez, acerca de si está considerado el Fondo de Innovación para Competitividad (FIC) en la referida cantidad, el señor Ministro expresó que sí está contemplado el FIC, agregando que un quinto del total de los recursos asignados el año 2006, corresponde a los recursos aportados por el Fondo de Innovación para la Competitividad con cargo a los recursos derivados del Impuesto Específico a la Minería.


Precisó que el monto asignado presupuestariamente al Sistema Nacional de Innovación para la Competitividad FIC, con cargo a los recursos derivados de la minería, ascendió el año 2006 a la suma de US$ 82.000.000 (ochenta y dos millones de dólares) y en el año 2007, alcanza la cantidad de  US$ 98.000.000 (noventa y ocho millones de dólares), añadiendo que informará sobre el monto de  la recaudación efectiva por este concepto.


Enseguida, aludió a la proyección para el año 2012, conforme a lo diseñado en la Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad. 


Destacó el compromiso de crecimiento del porcentaje del monto del PIB que se destina a investigación y desarrollo, el que hoy asciende al  0,7% aproximadamente, y que para el año 2012 se estima que aumentará al 1,2% del PIB, y para el año 2025, será de un 2,5%;  lo anterior, aseveró el señor Ministro, significa cambiar la estrategia, pasando de una economía que está basada, prioritariamente, en la explotación de los recursos naturales a una economía que tienda a sustentarse principalmente en el conocimiento.


Añadió el señor Ministro que la proyección con la tasa de crecimiento de la inversión privada es significativa, dentro de lo cual cumplirá un rol importante el proyecto de ley que establece un Incentivo Tributario a la Inversión Privada en Investigación y Desarrollo,
 el que otorga un subsidio a la investigación y el desarrollo, que determina que aproximadamente un 47% a un 50% del monto invertido por una empresa chilena, sujeta al Impuesto de Primera Categoría, en un contrato de investigación y desarrollo, suscrito por un centro de investigación o una universidad privada, cuente con un beneficio fiscal de ese monto. 


Destacó enseguida que lo anterior es importante, toda vez que los países desarrollados en la materia, no sólo gastan más, sino que el gasto en investigación y desarrollo se encuentra mayormente asociado a la inversión privada. En Chile, añadió, existe una muy baja participación de la inversión privada en I+D, y esto es un elemento que hay que corregir.


Continuó refiriendo que la inversión pública aparece constante, pero ello ocurre porque crece estructuralmente conforme crece también el producto del país.


Enseguida, se refirió a los pilares de una Política de Innovación y al  destino de los recursos que se orientan a innovación, los cuales consideran la investigación, el desarrollo y el emprendimiento; así como la infraestructura para la competitividad; las tecnologías de información, comunicaciones, financieras, de energía, entre otras, y al capital humano especializado.


Refirió que los señalados elementos globales trascienden el Sistema Nacional de Innovación para la Competitividad FIC, y pueden encontrarse  en diversas áreas, como las tareas que realiza el Ministerio de Obras Públicas, el de Educación y el de Telecomunicaciones, entre otros. 


Luego aludió a los ejes de la Indicación Sustitutiva que el Ejecutivo está considerando, y que se pretende consensuar:


1.- El Consejo y su Institucionalidad: tiene un carácter asesor, con un rol distinto al del Ejecutivo, éste último implementa la Estrategia Nacional de Innovación. Destacó que el Consejo cuenta entre sus atribuciones, la de advertir respecto a las eventuales desviaciones de la Estrategia en que pueda incurrir el Ejecutivo. 


2.- Respecto a la distribución de los recursos para innovación, y con prescindencia de la distribución territorial, se procura resguardar el concepto de innovación, y en cuanto a la distribución regional,  considera la participación que tendrían las denominadas regiones mineras y las que no tienen dicho carácter.


3.- La neutralidad versus la selectividad en el esfuerzo de innovación.


Destacó que la evidencia acumulada, indica  que la Innovación no consiste, únicamente, en un esfuerzo para crear condiciones neutras de competitividad, sino que debe existir un alto grado de selectividad respecto de aquellos sectores que se deban potenciar y privilegiar. 


Agregó que la Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad, efectúa una descripción de la metodología a través de la cual se llega a la identificación de aquellos sectores productivos promisorios, y en los cuales se debe considerar una mayor rentabilidad social en el esfuerzo de innovación.


El señor Ministro manifestó que el Consejo de Innovación para la Competitividad es un ente asesor, cuya función principal es la de proponer al Presidente de la República una Estrategia Nacional de Innovación, actualizarla periódicamente, proponer al Ejecutivo una estructura de asignación de los recursos destinados al FIC. Asimismo, le corresponde sugerir iniciativas orientadas a aumentar la efectividad de las políticas de innovación, de las agencias ejecutoras, de CORFO y de CONICYT, fortalecer las capacidades regionales en innovación, e informar al Congreso Nacional y al público en general acerca del seguimiento y control de la estrategia. 


Concluyó afirmando que el Consejo  cumple un rol tendiente a favorecer el alineamiento entre la  actividad concreta del Ejecutivo, y la Estrategia previamente definida, a fin de reducir el riesgo de desviación o captura de fondos.


Enseguida se refirió a los integrantes del Consejo, y a las características y calidades que éstos deben reunir, aseverando que no es deseable que el Consejo incluya representantes del Ejecutivo, ya que éste tiene la función de ejecución, lo que no es compatible con una función de control.


Añadió que es inconveniente la presencia de representantes sectoriales en el Consejo, toda vez que éstos tendrán interés respecto de la distribución de los recursos destinados a la innovación. Del mismo modo, aseveró, que no es deseable que los beneficiarios últimos o sus representantes tengan un rol en el Consejo, toda vez que ello  conlleva un riesgo de captura de los recursos.


Continuó señalando que se propondría un Consejo de aproximadamente siete miembros, que básicamente representa a personas de valoración nacional que no respondan a un interés sectorial  y que tengan la capacidad, la solvencia  moral y política para plantear al Ejecutivo las eventuales desviaciones que hubieren entre lo que plantea la estrategia y la ejecución concreta.


A su vez, la Subsecretaria de Hacienda, señora María Olivia Recart se refirió a la distribución de los recursos que  se propondrían en la Indicación Sustitutiva ya anunciada.


Respecto a la distribución de los fondos para regiones, señaló que el 15% del FIC debería  destinarse a  Regiones Mineras, y el 10% a Regiones No Mineras, añadiendo que estos fondos deberán ser decididos y ejecutados en regiones, y que su objetivo principal debiera enfocarse a las áreas de apoyo al financiamiento de programas o proyectos en los siguientes pilares: investigación, desarrollo, emprendimiento, capital humano especializado, tecnologías habilitantes en programas específicos que contribuyan regionalmente, además de la difusión y transferencia de tecnología, todo lo cual tiende al fortalecimiento de las  capacidades regionales en el ámbito de la innovación.


Luego la señora Subsecretaria destacó que actualmente  los recursos se canalizan a través del Fondo Nacional de Desarrollo Regional en dos modalidades: una, en que el FNDR se asigna vía Ley de Presupuestos para la innovación, y otra, en la que los Gobiernos Regionales decidirán la respectiva asignación.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Vásquez acerca de si habría una posibilidad que el FNDR traspasara fondos de un año a otro, ya que actualmente los fondos que no se ocupan al 31 de diciembre, no se traspasan al año siguiente, la Subsecretaria expresó  que la innovación es de largo plazo, por lo tanto los compromisos de innovación siempre tienen arrastre, y se deben transferir de un año a otro, expresando que los compromisos de innovación contienen grados de riesgo e incertidumbre, por lo cual siempre se requiere efectuar ajustes en el tiempo.


Enseguida, la señora Subsecretaria acotó que la propuesta que efectuará el Ministerio, dispondrá que la forma de operación de los recursos esté vinculada a las Agencias Regionales de Desarrollo |Productivo, las que tienen una mesa público-privada, encargada de armar la estrategia regional de desarrollo.


Añadió que las Agencias Regionales de Desarrollo Productivo contemplarán  elementos de
 innovación y de producción, agregando que la vinculación de la agenda de las señaladas Agencias  con la innovación redundará en una  sinergia del todo positiva.


Reiteró la importancia que le asigna a la circunstancia que sean los Gobiernos Regionales quienes suscriban los convenios, puesto que estos dineros son de ellos, aseverando, finalmente, que la responsabilidad por el uso, destino e impacto de los recursos será del respectivo  Intendente Regional. 


El Honorable Senador señor Prokurica expresó su opinión positiva respecto a la posibilidad que éstos recursos vayan también al FNDR, ya que constituye un contrasentido que aquéllas Regiones que más aportan recursos por concepto del Impuesto Específico, sean las mismas,  que a la vez, presentan los peores índices en educación, salud e infraestructura en el país.


Citó como ejemplo a las  Regiones Primera, Segunda y Tercera, que son las únicas que no tienen caminos con doble vía, y, sin embargo, aportan el 80% o 90% de los recursos que se recaudan por concepto del Impuesto Específico. Refirió que en la Región de Atacama una persona que necesita un tratamiento oncológico debe viajar 800 kilómetros en bus, agregando que hace sólo cinco meses que existe scanner, preguntando si a la luz de estos antecedentes se puede hablar a la población de innovación tecnológica.


Añadió que es posible que se opine que ésta no es la discusión del proyecto, afirmando que cree que sí lo es, solicitando al Ejecutivo que un porcentaje de estos recursos, a través de un procedimiento que propuso en una indicación durante la tramitación del proyecto que establecía una regalía ad valorem, pueda destinarse a infraestructura.


Por lo anterior, propuso que algunos de los proyectos destinados a infraestructura, que son priorizados por el Consejo Regional de Desarrollo, puedan ser financiados en todo o en parte por las empresas que están afectas a este impuesto, imputando el gasto al pago que tienen que hacer por concepto del Impuesto Específico.


Continuó la señora Subsecretaria de Hacienda afirmando que el Estado ha sido  aséptico en relación a la manera como operan las fuerzas del mercado en el tema de la innovación, añadió que en  países de Asia y  Europa se observa que han hecho una combinación de neutralidad con selectividad. 


Aseveró que la selectividad se traduce en una apuesta, señalando que los clusters de la acuicultura, del turismo de intereses especiales, o de la minería tienen potencial, no sólo dentro del país, sino también en el desarrollo de proveedores de esos mismos clusters, para exportación de sus tecnologías.


Lo anterior, arguyó, implica que  las agencias del Estado y las instituciones públicas, van a tener que transformar su rol de meros receptores de proyectos, al de buscadores de oportunidades, y que en ese cambio habrá que  hacer un esfuerzo global para reformular estas instituciones en aras de la innovación.


Enseguida, la Subsecretaria de Hacienda se refirió a los recursos totales, expresando que hay que considerar los siguientes aspectos:


En primer término, se debe tener presente que la innovación es de largo plazo, por lo tanto, hay que considerar que los recursos totales no admiten una mirada temporal, se trata de tener una visión ínter temporal, puesto que si el país quiere alcanzar el año 2025, un 2,5% del PIB en gastos de innovación, significa que al año 2012 se tiene que duplicar el porcentaje actual, todo lo cual implica mirar la innovación en una perspectiva de 20 ó 30 años.


Enseguida, manifestó que el Ejecutivo estima que  es importante que el Fondo de Innovación para la Competitividad FIC, crezca de acuerdo a los recursos de largo plazo, y para ello es necesario ahorrar en aquellos años que hay capacidad y, de esta manera, suplementar los años en que la situación es inversa. Señaló que aquellos recursos que se ahorren, serán depositados en el Fondo de Estabilización Económico y Social, lo que permite aprovechar las economías de escala. 


Continuó afirmando que hay que efectuar tres definiciones previas que son importantes, a saber:


a) recaudación bruta: este concepto corresponde a lo que las empresas pagan por concepto del Impuesto Específico a la Minería.


b) recaudación neta: es la recaudación incremental que recibe el Estado por concepto del Impuesto Específico a la Minería, vale decir hay que pensar  con y  sin impuesto específico. Situarse en lo que pasaba antes del impuesto y lo que pasa a partir de la existencia del Impuesto Específico. Ese delta, ese valor marginal agregado es lo que se llama recaudación neta incremental.


c) recaudación estructural: es lo que se hubiera recaudado si el precio del cobre hubiese sido el precio de largo plazo del mineral.


A este respecto, enfatizó que el año 2006 se identifican los conceptos de recaudación bruta y recaudación neta, añadiendo que el mismo año la recaudación bruta, que corresponde a las sumas efectivamente pagadas por concepto de Impuesto Específico alcanzó los US$ 750.000.000 (setecientos  cincuenta millones de dólares). 


Explicitó que si se observa cuál es la recaudación neta, es decir lo incremental para el Estado, lo que el Estado efectivamente recibe como delta, asciende a US$ 237.000.000 (doscientos treinta y siete millones de dólares), debido a que deben efectuarse una serie de ajustes, relacionados con aquélla recaudación que el Estado no recibe, o percibiría de todas maneras sin la existencia del Impuesto Específico.


Enfatizó que si el Impuesto Específico no existiera, el Fisco percibiría la misma cantidad por especificidades del tema tributario, mencionando como primer ajuste el relativo al 49% de propiedad del Mineral El Abra, de CODELCO-CHILE, que se descuenta porque de todas maneras el Fisco lo hubiera recibido; luego se descuenta el 50% de crédito en Impuesto de Primera Categoría debido a la facultad que la ley otorga hasta el año 2008, de modo que aún cuando las empresas pagan la recaudación bruta, posteriormente descuentan ese 50%. 


Luego mencionó el tercer efecto que se produce por las especificidades del tema tributario, señalando el de menor pago por el Impuesto de Primera Categoría, ya que al  cargar a gastos parte del Impuesto Específico las empresas disminuyen la base imponible,  y por ese concepto el Estado deja de percibir US$ 128.000.000 (ciento veintiocho millones de dólares). 


Señaló que en un año de recaudación neta, que es variable en el tiempo, la renta incremental para el Estado depende de múltiples factores que tienen que ver con la Empresa, ingresos operacionales, el precio del cobre y factores productivos y de mercados, y por lo tanto, la recaudación neta va variando en el tiempo.


A su vez, la recaudación estructural también va cambiando en el tiempo, algunos años permiten el ahorro fiscal y en otros años es necesario suplementar, precisamente porque lo deseable es que los recursos asignados al FIC sean equivalentes a los recursos de la recaudación estructural, y por lo tanto para mantener esta tendencia de crecimiento, es preciso tener una visión de largo plazo del crecimiento en el área de innovación.


A continuación, el Honorable Senador señor Gómez expresó que tiene la impresión que esta conversación ya se ha sostenido en varias oportunidades, sin que hasta la fecha se haya podido concretar el tema.


Respecto a la conformación del Consejo, agregó que mientras éste tenga un carácter centralista, con asiento en Santiago, no estará conforme, agregando que debe haber Consejos Regionales, ojalá macro regiones en que estén las Regiones Primera, Segunda y Tercera, coincidiendo con lo planteado por el Honorable Senador señor Prokurica, en orden a que si no existe una relación unida de estas Regiones, nunca tendrán dobles carreteras y eso, a su juicio,  es parte de la innovación, concluyendo que para que exista  desarrollo se necesita tener visión regional.


Continuó aseverando que cuando fue Ministro de Estado, tomó decisiones desde Santiago para la Segunda Región, reconociendo que a veces se equivocó, de modo que puede sostener que debe corregirse la adopción de decisiones, enfocándolas desde el punto de vista regional y no con carácter centralista como ocurre con el Consejo que establece el proyecto de ley en estudio.


Respecto de los recursos, aseveró que existe un protocolo firmado en la Cámara de Diputados, en el cual se estableció un criterio de asignación del 15% para las Regiones, afirmando que no se ha cumplido con el criterio establecido, y expresando sus dudas acerca de si en el futuro se respetará tal criterio. Por ello, consultó  que significa ese 15% y cual es la propuesta que el Ejecutivo pretende efectuar para la distribución del 15% en el caso de las regiones mineras, y del 10% en el caso de las no mineras.


A continuación señaló que hay Senadores que denominan a sus Regiones como agrícolas y mineras, aseverando que el aporte que por concepto de Impuesto Específico efectúa cada una de las Regiones es el siguiente: la Región Primera, aporta un 11,6%; la Región Segunda aporta un 55,3%; la Tercera Región aporta un  8,2%; la Cuarta Región aporta un 7,1%; la Quinta Región aporta un 6,4%; la Sexta Región aporta un 8,6%; la Región Metropolitana aporta un 2,8% y las restantes Regiones, 0%.


Planteó que lo anterior es importante para las Regiones, porque lo que se pretende es que se efectúe una distribución regional que también favorezca a las demás regiones y que no sea exclusiva de las regiones mineras.


Enseguida se refirió a las agencias regionales de desarrollo productivo en la cual hay una mesa publico-privada, afirmando que al menos en la Segunda Región se trata solamente de un funcionario con una secretaria, en una oficina, y que cita a los miembros de esta mesa publico - privado cada cierto tiempo, pero que no tiene posibilidad de nada, concluyendo que es preciso aterrizar estos conceptos que nada tienen que ver con la realidad.


Enfatizó el Honorable Senador señor Gómez, que cuando se hace un discurso de legado y de oportunidad, que, a su juicio, es un legado para 20 años, no se puede olvidar los problemas actuales, razón por la cual los Senadores que representan a las Regiones Mineras piden que parte de estos recursos, que en este caso ascienden al 30% de la recaudación, se distribuya a Regiones, para que en un fondo especial del FNDR, se utilice un fondo de desarrollo productivo y social, ya que los problemas de innovación, de calidad de vida y de desarrollo, ocurren hoy día, de lo que se infiere que  los fondos regionales, o no son suficientes, o bien, existe ineficiencia en el uso de los mismos.


Señaló, que como estos son recursos especiales, lo que se solicita es crear un Fondo Especial, estableciendo estructuras regionales, a objeto de invertir en el  desarrollo de la región,  que ciertamente tiene que ver con la innovación a largo plazo, agregando que es vital iniciar el proceso hoy, y no dentro de  20 años.


Añadió que si se observa la información proporcionada por el Ejecutivo, queda de manifiesto que la política reseñada no se ha cumplido, expresando su interés en colaborar y trabajar con el Gobierno, pero tomando decisiones prácticas que solucionen los problemas actuales.


Luego, el Honorable Senador señor Núñez, señaló que extrañó dos aspectos en la presentación del Ejecutivo.


En primer término, afirmó, que no divisa una estrategia nacional de desarrollo en materia de innovación a  quince o veinte años plazo, agregando que debido a los ingresos que produce el cobre se abren posibilidades, y dado que Chile tiene el 38% de las riquezas mundiales de este mineral, que es una industria altamente competitiva en el mundo, el país tiene asegurado para los próximos 50 años grandes recursos provenientes de ese metal. Añadió que no advierte ninguna posibilidad de que el cobre pueda ser sustituido por el aluminio, ni menos por la fibra óptica, manifestando que esta riqueza debe aprovecharse en función de una estrategia de desarrollo y crecimiento, como lo hicieran  en su momento países de Asia, que lo hicieron a partir de un proceso de industrialización muy rápido .



El cobre nos asegura ingresos para los próximos 50 años, por lo que cabe preguntarse qué le falta al país para lograr una visión de lo que queremos hacer, considerando esta enorme riqueza, sumada a los otros recursos que el Estado y el sector privado pudieran generar. 


Y por el contrario, agregó, se observa un país asolado en el norte por falta de agua, despoblado, porque la gente siempre está de  paso en el norte, añadiendo que todas las grandes riquezas que se generaron en el norte, incluyendo la de las familias  Edwards, Lyon y otras, favorecieron la centralización y no contribuyeron, en definitiva, al progreso de esa zona.


Refirió que tanto él como el Honorable Senador señor Prokurica conocen bien la realidad de Atacama, donde no existe una universidad a la altura de los desafíos de la Región, aseverando que es la primera región del mundo, en 500 años, a la que se le seca un río, y en el país no ocurre nada y el Gobierno no entrega recursos adicionales para poder investigar este fenómeno.


En segundo lugar, afirmó, que no concuerda con la institucionalidad propuesta, agregando que este es el momento para comenzar a  hablar de una nueva institucionalidad. Se refirió a CONICYT, CORFO, INNOVA, FUNDACIÓN CHILE, preguntándose cual es el motivo por el cual no se estudia una nueva institucionalidad a partir de la experiencia que tenemos en esas cuatro instituciones.


Luego, señaló que en la práctica las Agencias de Desarrollo Regional no existen, arguyendo que, en definitiva, serán los empresarios quienes resolverán sobre el asunto.


Aseveró que la propuesta para el FNDR, le parece adecuada, no obstante que cada año debe pedirse a la Subsecretaría de Desarrollo Regional, la que ha restado permanentemente los fondos derivados de las patentes mineras. 


Continuó el Honorable señor Senador Núñez señalando que prefiere que exista un Fondo Adicional Regional de Innovación, en el  que converjan los principales empresarios y científicos. 


Concluyó afirmando que no se entendió la filosofía del Protocolo que se firmó para llegar a acuerdo respecto del Impuesto Específico a la Minería, agregando que si se hubiera  aprobado el proyecto original no existiría esta discusión, puesto que el mismo permitía saber con exactitud el aporte de cada una de las empresas en función de la tributación que se le exigía.


El Protocolo pretendía resarcir a las Regiones Mineras, y es por ello que la cifra del 15% que establece este proyecto la considera insuficiente, ya que lo que se propuso inicialmente fue usar un criterio de discriminación positiva, es decir que aquellas  Regiones Mineras que tuvieran algún indicador de subdesarrollo en materia de innovación, ciencia y tecnología, debieran recibir más para los efectos de mejorar el capital humano. A vía de ejemplo señaló que no es lo mismo entregar igual cantidad de recursos a la Octava Región, que cuenta con cuatro universidades, que a  la Región de Atacama que carece de estos centros de investigación.


El Honorable Senador señor Flores, expresó que entre estas Comisiones Unidas y la Comisión Especial que presidió, advierte un cambio de óptica del Gobierno y, además, de interlocutor, puesto que la Comisión Especial interactuaba con el Ministro de Hacienda, en tanto que estas Comisiones Unidas lo hacen con el Ministro de Economía.


Manifestó su coincidencia con lo aseverado por la señora Subsecretaria de Hacienda, en orden a que el país debe ser selectivo,  y que no es suficiente continuar en esta lógica de libre mercado.


Sin embargo, la selección se está efectuando  entre cuatro paredes, y expresó su aprensión por la asesoría que está realizando el Boston Consulting Group para el Consejo de Innovación en el tema de los clusters, ya que le parece que ello no debe ocurrir de manera reservada, y que debe tratarse de una discusión a la luz de la opinión pública.


Enseguida, señaló que es común identificar la expresión innovación con ciencia y tecnología, y que la experiencia ha demostrado que ello no es así, citando a vía de ejemplo lo ocurrido en China, quién hizo su transformación de una manera distinta, ya que realizó una opción de tipo manufacturera.


Agregó que históricamente la innovación se ha  asociado al concepto de ciencia y tecnología, pero que no se puede confiar solamente en ello, ya que así el país no saldrá adelante.


Luego refirió que la innovación se caracteriza porque lo marginal surge hacia delante, es decir lo que antes no se hacía, en un momento determinado pasa a ser primordial, agregando que, normalmente, las empresas grandes no realizan lo nuevo. 


La lógica de lo dominante excluye lo nuevo, y es por eso, arguyó, que se requiere fomento en las regiones y capacidad para traer gente de otros países.


Citó el caso de Sebastián Bernales, jóven de 28 años, doctorado en biología molecular en la Universidad de San Francisco, quién desde Santiago y con personal chileno dirige empresas en la India, Francia e Israel, agregando que ello es así porque los venture capital confían en él.


Enseguida agregó que la institucionalidad propuesta es anticuada y que, además, carece de una estrategia regional.


Agregó el Honorable Senador señor Flores que en conversaciones sostenidas con el Ministro de Hacienda, abogó para  que el porcentaje del Fondo que se destinará a las regiones sea mayor, y, particularmente para las Regiones Mineras.


Refirió que también coincidieron en la idea de establecer Consejos Regionales a nivel de macroregiones, ya que el capital privado no tomará los  riesgos ni realizará inversiones, y por lo tanto no va a actuar.


A su vez, el Honorable Senador señor Gazmuri  manifestó que como país se ha perdido un tiempo valioso y agregó que existe un pecado original al haber vinculado tan directamente la Estrategia Nacional de Desarrollo e Innovación con el tema de las mal denominadas regalías mineras y con las Regiones Mineras, puesto que se trata de cosas distintas.


En su concepto hay algo absurdo al hablar de una regalía que no es tal, y también considera errado afirmar que debido a que los recursos naturales no renovables se agotan, se debe compensar, le parece una noción un poco anticuada.


Ante la afirmación del Honorable Senador señor Prokurica referida a la pobreza de las Regiones Mineras, el Honorable Senador señor Gazmuri, expresó que es necesario buscar una fórmula, que indudablemente será destinar un porcentaje, obviamente mayor para las regiones mineras, y la otra discusión deviene en determinar si los recursos son para infraestructura o para innovación.


De lo anterior colige que en esto hay que buscar una formula de compromiso, porque la lógica no es sólo de innovación y desarrollo, sino que también hay una lógica de distribución regional y de recursos, y por lo tanto tiene una dimensión muy política y es preferible abordarlo como realmente es.



Expresó, además, que los clusters productivos y sus necesidades de innovación no deben ser el único criterio para desarrollar una política de innovación, ya que se omitirían ciertos temas transversales, citando, a vía de ejemplo, la energía y los recursos hídricos que son temas muy relevantes y en los cuales se requiere ciencia y tecnología para su desarrollo.


Aseveró que es fundamental efectuar una discusión sobre los porcentajes del PIB que se pretenden destinar a la innovación en el corto y en el largo plazo, puesto que los países exitosos en el tema han hecho esfuerzos mayores en tiempos más breves.


Enseguida, señaló que este tema es tan central que constituye una obligación establecer una vara alta, sobre todo en la parte institucional, ya que la carencia de institucionalidad es compleja, y ya se ha percibido en ciertas regiones las dificultades que existen para invertir los dineros del FNDR.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó que se debe definir ciertos elementos mínimos.


En primer término, qué es lo que se quiere para nuestro país, puesto que no corresponde poner el énfasis en un proceso de innovación para dos décadas más, sin tener, previamente, una noción clara de lo que se quiere para el país el día de hoy.


Luego, señaló que es preciso redefinir las necesidades de cada Región, antes de determinar qué es lo que el país necesita, preguntándose cómo se hace innovación en lugares en los cuales los niños no saben leer o ciertos sectores no pueden satisfacer sus necesidades mínimas.


Una vez resuelto lo anterior, aseveró, se podrá debatir qué es lo que se quiere para nuestro país en 20 años más, agregando que el desarrollo de la riqueza siempre va a ser desigual en cada una de las regiones, pero en todos los casos se trata de un problema nacional.


Asimismo, señaló que si continúan coexistiendo siete o más instituciones ejecutoras, es difícil resolver los asuntos y evitar la duplicidad de sus esfuerzos.


En definitiva, recapituló, que lo primero es efectuar el diagnóstico de Chile, luego visualizar la tarea que se hará en innovación,  y, posteriormente, determinar  la cantidad de recursos que se entregará a las regiones más pobres.


El Honorable Senador señor Prokurica señaló que se sabe poco del tema de la innovación, razón por la cual solicitó a la señora Subsecretaria de Hacienda exponga sobre el tema y la manera como los países que han sido exitosos han llevado a cabo el proceso.


Agregó que detrás de la innovación hay un tema geopolítico, de desarrollo y estrategia del país, afirmando que si bien es cierto todas las regiones tienen necesidades, hay algunas que tienen más derecho a que éstas se satisfagan antes puesto que aportan más al país.


Luego señaló que hay regiones que luchan contra un país que es monoproductor, y en el cual la innovación tecnológica es muy importante para aquello y también lidian contra el subcentralismo, afirmando que a la Región que representa no le ha quedado nada y que el cobre puede que dure poco, ya que cualquier innovación tecnológica lo puede sustituir.


Finalmente, se refirió al rol que desempeñó la Oficina de Planificación Nacional, ODEPLAN, que se creó para coordinar y planificar a los Ministerios y que, MIDEPLAN, como continuadora de esa entidad se ha llenado de tareas que además son realizadas también por otros servicios, siendo de vital importancia que MIDEPLAN retome sus funciones de coordinador y planificador.


El Honorable Senador señor Gómez solicitó que el Ejecutivo se comprometa a que, previo al análisis del tema de la innovación, se aclaren los montos de los fondos del FNDR asignados por regiones para determinar en que se está gastando los recursos, asimismo solicitó información sobre el gasto sectorial  en cada Región. Señaló que en la ciudad de Calama aún no se han entregado recursos para tener una planta de tratamiento de aguas servidas, evidenciando con ello la dicotomía entre la innovación y el aseguramiento de condiciones sanitarias y sociales mínimas, reiterando la necesidad de resolver prontamente esta ecuación.


A su vez, el Honorable Senador señor Vásquez expresó que si hablamos de innovación y desarrollo, necesariamente tenemos que hablar de la calidad de vida de todo el país, afirmando que debiera considerarse un acápite para mejorar las condiciones ambientales de la Novena y de la Región Metropolitana, ya que ambas adolecen de una mala calidad del aire.


El Ministro de Economía de entonces, señor Alejandro Ferreiro, se refirió a los elementos de la estrategia, a la institucionalidad y a ciertos elementos que explican el porqué el Ejecutivo tiene una opción preferente para que los recursos que están asociados a la innovación se gasten preferentemente en ello.


Señaló que la estrategia supone pasar de la neutralidad a la selectividad, sin que, por cierto, ello signifique excluir el apoyo a asuntos de competitividad transversal, citando a vía de ejemplo la enseñanza del inglés, temas de energías, etc., agregando que la selectividad debe efectuarse con una metodología objetiva que minimice el riesgo de captura.  Para tal propósito, se ha considerado una asesoría internacional de alto nivel, que ya ha efectuado su labor en países como Nueva Zelandia, India y Kuwait, la cual deberá ser estudiada por  el Ejecutivo, el Legislativo y la sociedad como un todo.


Explicó que esa  metodología consiste en identificar aquellos sectores con mayor perspectiva de crecimiento en el largo plazo, analizado respecto de cuál es el esfuerzo adicional que tiene que hacer el país para jugar un rol relevante en aquellos sectores.


Agregó que los sectores seleccionados por la consultora internacional señalada recibirán el 70% del gasto de los recursos provenientes del Impuesto Específico.


A continuación señaló que el 25% restante se destinará a regiones, y la propuesta es que ese porcentaje vaya preferentemente a innovación para la competitividad, porque de otra manera las regiones reproducirían la incapacidad institucional de hacer innovación, concluyendo que la propuesta es generar capacidad institucional en regiones para hacer innovación, ya sea universidades en las regiones, diseños, esfuerzos de investigación y desarrollo, vinculación empresa universidad, etc.


Lo anterior, agregó, no significa que no se deba atender necesidades sociales de las regiones, añadiendo que hay que considerar la magnitud de los recursos involucrados, a saber: el 25% del Fondo de Innovación para la Competitividad es equivalente al 6% del FNDR, agregando que los problemas de la región se resuelven mejor por la vía  del total de los recursos involucrados en el FNDR que en el 6% marginal. Si no se destina ese 6% a innovación, en las regiones esa palabra no se conocerá.


Enseguida se refirió a la institucionalidad señalando que existirá un Consejo Asesor, con capacidad para efectuar propuestas sólidas, de envergadura y con mirada regional, conformado de manera tal que se pueda defender de los riesgos de captura.


Agregó el Ministro de la época, señor Ferreiro que en la Indicación Sustitutiva se considerará un Consejo de Ministros, presidido por el Ministro de Economía , en el que participan los Ministros que tienen que ver con el Sistema Nacional de Innovación para la Competitividad, este Consejo  valida la estrategia y establece programas de mejoramiento de la competitividad respecto de los clusters seleccionados, y verifica que los recursos que se asignan –bajo convenios de desempeño- con cada una de las agencias  ejecutoras cumplan con la hoja de ruta.


Agregó que el Consejo se encuentra trabajando en una propuesta de arreglo institucional, de verificación del funcionamiento de las Agencias de  CORFO y CONICYT.


Además del Consejo que propone y le señala al país las desviaciones de su propuesta, está el responsable de la ejecución que es el Ejecutivo, tanto a nivel político como a nivel de las agencias ejecutoras, mediante la suscripción de convenios de desempeño con estas agencias ejecutoras para asegurar que se realice lo propuesto en la estrategia.


Relevó la importancia de que los recursos regionales se preserven al máximo para el propósito de la innovación en el sentido amplio, si ello no ocurre jamás llegaremos a las metas programadas para los años 2012 y 2025, respectivamente.


En relación a las Agencias Regionales de Desarrollo Productivo, manifestó que están en la fase de instalación, de definición de sus agendas, hay subcomités de innovación, añadiendo que la intención del Ejecutivo es que éstas cumplan un rol importante en la materia – no para la ejecución del gasto-,  sino que para preservar la consistencia entre la manera que se gasta en innovación y la agenda regional de desarrollo.


Concluyó señalando que existe urgencia para  lograr un acuerdo, por cuanto la innovación requiere de una  estrategia a largo plazo, acuerdos amplios, y políticas de Estado.


Enseguida, la señora Subsecretaria de Hacienda, se refirió al concepto de innovación, distinguiendo dentro del mismo, al proceso, al producto y al sistema.


Precisó que la innovación entendida como un proceso presenta una continuidad, que se inicia con la identificación de una oportunidad, y concluye con la creación de una nueva empresa. Agregó, que se identifica una oportunidad, luego se hace Innovación + Desarrollo, esto es transferencia tecnológica, luego un preescalamiento comercial, luego se presenta un crecimiento temprano, y finalmente nos encontramos con una empresa madura. 


Luego, la señora Subsecretaria, refirió que en el ciclo descrito hay distintos énfasis en el financiamiento público o privado, dependiendo de la etapa en que éste se encuentre. Añadió que es evidente  que en una etapa más temprana de la innovación se requiere un mayor financiamiento público, y en las etapas más tardías el financiamiento público debería desaparecer totalmente.


Si la innovación como proceso se observa desde el punto de vista de las políticas públicas y el rol que éstas últimas deben desempeñar, destacó, existe una etapa que los países nórdicos llaman  “el valle de la muerte”, que es aquélla en que los proyectos fracasan, y es por ello que en este punto del ciclo las políticas públicas deben ser más vigorosas.


Luego se refirió a la innovación como un producto, señalando que ésta considera un nuevo servicio o producto u otro nuevo o mejorado; la adopción de una nueva tecnología,  o el cambio en la forma de organizar un negocio.


A la tercera acepción a la que se refirió la señora Subsecretaria, fue aquélla que considera a la innovación como un sistema interconectado de organizaciones e instituciones  que comprende todo el aparato productivo, y que efectúa la intermediación entre la investigación y el sector privado, que cuenta con una infraestructura básica, tales como normas, capital semilla, créditos, etc.


Agregó que los elementos mencionados podrían darse sin conexión alguna o de manera fragmentada, y que en este punto es donde el Estado debe desempeñar un rol fundamental, cuál es el de articular el sistema, advirtiendo que se puede inferir que una adecuada institucionalidad es primordial en el sistema de innovación.

A continuación, señaló las características de los países que han tenido éxito en su estrategia de innovación, a saber:

· Alta inversión en I+ D.

· Países audaces que invirtieron fuertemente en I+D durante los últimos años.

· Alta participación del sector privado en inversión en I+D.

· Adecuada institucionalidad.


Luego mencionó las características de los países que presentan similitud con Chile, destacando:

· Países ricos en recursos naturales.

· Países de perfil exportador.


Dentro de los países exitosos en su estrategia de innovación puso de relieve a Finlandia, Nueva Zelandia, Singapur, Irlanda y Australia, aseverando que todos ellos cuentan con una institucionalidad para la innovación, con roles y funciones claramente establecidos.


Señaló que están dotados de un organismo que asesora a la Autoridad respecto de los planes y políticas en el área de la innovación, sus planes son de largo plazo y se actualizan periódicamente y, por cierto, no tienen un rol ejecutor. Refirió que la integración de estos Consejos es casi idéntica a la que se propone en la Indicación Sustitutiva que se presentará, vale decir en ella destacan la participación de Ministros de Estado, universidades, entre otros, añadiendo que sus funciones también son similares a las de los Organismos Asesores de los países ya mencionados, ya que fija la Estrategia de Innovación, siendo los Ministerios los organismos públicos encargados de la planificación y, además, cuentan con Agencias de Cooperación, a cargo de la ejecución de los planes. 


A continuación, el Honorable Senador señor Flores manifestó su extrañeza por cuanto no aparece en la institucionalidad propuesta un rol fuerte y definido para el sector privado.


Continuó la señora Subsecretaria afirmando que dentro de la institucionalidad hay dos fuerzas que deben participar, a saber la ciencia y el mercado.


La institucionalidad actual, agregó, es fragmentada, sin coordinación, carece de estrategia a largo plazo y sólo se cuenta con una proposición que aún no ha sido aprobada.


Refirió que la institucionalidad que se propondrá considera un Consejo Nacional de Innovación y una Secretaría Ejecutiva autónoma. Además, se incluye un Consejo de Ministros y se considera una estrategia de largo plazo, y una efectiva relación entre el Consejo y las Regiones, a través de las Agencias, que tienen un Consejo Público-Privado.


Agregó que hay conciencia en orden a buscar otras vías complementarias e instrumentos que consideren otras cosas factibles de realizar a nivel de micro regiones.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Flores expresó que es preciso consensuar en el Senado dos temas diversos que deben ser discutidos.


De una parte, existe un sector de Senadores que plantean que estos recursos deben ser destinados al desarrollo de Regiones Mineras, cuya posición está provocando una traba para el avance de la iniciativa.


También aludió a las comunidades científicas y tecnológicas, a las cuales no se les ha estado asignando recursos.


El Honorable senador señor Prokurica refirió que no le parece apropiado mirar a otros países, como tampoco vincular el tema de la innovación tecnológica a los recursos provenientes del Impuesto Específico a la Gran Minería.


Señaló que el Ministerio de Hacienda ha sido enfático en señalar que no debe vincularse ningún impuesto a actividades específicas, aseverando que la situación actual es injusta  y  no sólo para las Regiones Mineras, agregando que la circunstancia de establecer una dependencia entre la innovación y el precio del cobre  constituye un error. 


Enseguida, consultó si existe alguna posibilidad de que el Gobierno desvincule el tema de la innovación de los ingresos provenientes del Impuesto Específico.


Al respecto la Subsecretaria de Hacienda, afirmó que la Innovación no es sólo para las regiones mineras, sino que para todas las regiones del país.


Señaló que lo que se pretende con el crecimiento a largo plazo, significa darle un giro a la innovación, y a la formación en capital humano. Continuó reafirmando que si se hace una eficaz inversión en innovación y capital humano se asegura, en el largo plazo, un crecimiento sostenido. 


Respecto a la vinculación entre la innovación y el Impuesto Específico, señaló que no es tal, puesto que los impuestos no son afectables. Añadió que se está respetando un acuerdo adoptado cuando se negoció el Impuesto Específico, oportunidad en que se consensuó  que tales recursos se destinarían a innovación, lo que a su juicio es muy acertado, puesto que con ello se tendrá asegurado un piso mínimo  de inversión en innovación, que no estará sujeto a los vaivenes de un presupuesto cambiante.


Por su parte, el Honorable Senador señor Núñez afirmó que no corresponde efectuar tal afirmación, puesto que la historia del Impuesto Específico es otra, que data de hace 10 años, y que estuvo marcada por la idea de que nuestro país tiene una riqueza única y básica, que no es renovable y que, además, existe una mala distribución de la población en el territorio nacional
. Los factores señalados, se tuvieron presentes para orientar la riqueza de una manera distinta, que es la forma de recomponer un desarrollo anómalo del país.


Añadió que no quiere politizar el tema, sin embargo, afirmó que el gran error de la Alianza por Chile, radica en no haber aprobado el proyecto de ley original que tenía una afectación concreta, y que permitía saber automáticamente cuanto aportaba cada una de las grandes empresas de la minería.


El Honorable Senador señor Gazmuri planteó que el tema de las regiones se ha transformado en algo recurrente, afirmando que fue un error mezclar ambas cosas, y si eso no se resuelve continuaremos entrampados. Esta idea de las Regiones Mineras partió antes del denominado royalty, añadiendo que el primer error que se cometió ocurrió en la aprobación de las patentes mineras, ya que Hacienda destinó lo recaudado  al FNDR, y no a las señaladas regiones.


A vía de ejemplo, expresó que en casi todas las partes del mundo la regalía se vincula a la región, citando el caso de Santa Cruz en Bolivia y de San Luis en Argentina, sin embargo, se llegó al Impuesto Específico, que vincula  a las regiones con la innovación, sugiriendo se combinen ambas cosas, y dado que existe un Protocolo de Acuerdo que establece que el 25% de las cantidades percibidas se destinarán a regiones mineras, debiera  aprobarse esto,  previamente, para seguir avanzando.


Luego destacó que atendida la composición productiva del país, debe considerarse que del 75% restante, algo también debe ir a las otras regiones, siendo necesario cerrar el tema de las regiones no mineras, para luego avanzar en la innovación.


Enseguida el Honorable Senador señor Vásquez afirmó que se sostiene que el FIC asciende al 20% del total de los recursos que se invierten en innovación, en consecuencia  el 25% que se asigna a Regiones Mineras equivaldría al 5% del total de los recursos del Sistema de Innovación.


Agregó que entiende que el Sistema de Innovación es algo que no sólo se aplica al FIC, sino que a todos los recursos destinados a la investigación, expresando que ésta es la oportunidad para ordenar el sistema de asignación y entrega de los recursos públicos destinados a tal efecto, ya que la multiplicidad  de entidades que asignan fondos impide controlarlas y verificar la existencia de duplicidad de funciones, debiendo aspirar a conformar un sistema único, ordenado, eficiente y transparente.


La Honorable Senadora señora Matthei, afirmó que es imposible gastar esta cantidad de recursos sólo en desarrollo tecnológico, agregando que le parece inconveniente financiar cualquier proyecto de cualquier universidad y que, fundamentalmente, no hace ninguna diferencia en el futuro del país.


Señaló que si se observa cuales son los asuntos que hacen la diferencia en términos del futuro del país habrá que abordar primero el tema de la educación, ya que los resultados que arroja la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) son demoledores, puesto que el 80% de la población no entiende lo que lee.


Entonces, consultó de qué manera se utilizará la tecnología disponible para obtener la información, aseverando que es prioritario invertir parte de estos recursos en una educación que permita usar la tecnología, añadiendo que debe encontrarse un programa que posibilite acelerar en dos o tres años las capacidades de comprensión de lectura de los estudiantes.


Señaló que no niega la importancia de la investigación científica en las universidades, ya que existen algunas que son de mucho valor para el desarrollo, citó la investigación que se realiza en la Cuarta Región relativa a los recursos hídricos, cómo se optimizan y cuáles cultivos son los apropiados para una zona que es semidesértica.


El Honorable Senador señor Flores señaló que en el mes de enero de 2007, sostuvo una reunión con el Ministro de Hacienda, en el que se llegó a un acuerdo en orden a elevar el monto de 25% a 40% para las regiones, incorporando el concepto de macroregiones en investigación y desarrollo, agregando que a éstas se le destinarán los recursos para investigación y tecnología.


La Ministra de Hacienda, subrogante, señora María Olivia Recart afirmó que esa Cartera de Estado mantiene lo que ya se acordó en el Protocolo, aseverando que la discriminación positiva es buena, pero que en el mediano plazo puede jugar en contra.


Agregó que el mecanismo de distribución concebido originalmente está ligado a las siguientes variables: un porcentaje que depende del  PIB minero; otro de los recursos que se entregan a la región, a través del FNDR y, el último, referido a la equidad distributiva, esto es entregar un piso común a todas las regiones. 


La Honorable Senadora señora Matthei, señaló que en el norte del país existe una gran desazón, se sienten defraudados, agregando que en un principio se puede establecer el 40% para que estas regiones se equiparen, y luego comenzar una rebaja paulatina hasta que se llegue al 25%.


Respecto a lo aseverado por los Senadores señora Matthei y señor Flores, la Ministra subrogante de Hacienda afirmó que cuando se habló de innovación se dijo que tenía cuatro elementos: investigación y desarrollo, emprendimiento, capital humano y tecnología, entendiendo por ésta última a las tecnologías habilitantes tales como ingeniera financiera, energía, etc., concluyendo que siempre ha sostenido que innovación es mucho más que investigación y desarrollo.


El señor Ministro de Economía de la época, señor Ferreiro aseveró que el sector privado tendrá una incidencia fundamental en la estrategia  y en el despliegue de una política de innovación, en la medida que se apruebe el proyecto de ley que establece el subsidio a la investigación y desarrollo 
, ya que hay ahí un apalancamiento de recursos privados y públicos,  y la pertinencia de la investigación y desarrollo estará dada por el gasto parcial que asumirá la empresa al celebrar un contrato con alguna universidad o un centro de investigación.


Enseguida, señaló que al hablar de institucionalidad y de estrategia se hace referencia a algo que va más allá del FIC, se trata del Sistema Nacional de Innovación para la Competitividad, que permitirá ordenar una estrategia que oriente el trabajo de todas las instituciones que actualmente, con mayor o menor grado de fragmentación,  están operando.


Refirió que el tema de la innovación es como un siamés que es preciso separar, por un lado está el Impuesto Específico, con una lógica territorial minera, y por la otra, el tema de la innovación.


Agregó que es necesario separar ambos temas  para que algo sobreviva, trabajando en la innovación en un contexto de estrategia global, y que las regiones, y las  mineras en particular, cuenten con recursos derivados del Impuesto Específico.


Señaló que la Presidenta de la República encargó al Consejo de Innovación la formulación de una propuesta estratégica, que está contenida en el Libro Blanco, que sienta las bases y propone las metas globales, agregando que los objetivos estratégicos son distintos a los clusters tradicionales.

Aseveró que las bases analíticas se refieren a las fallas de mercado que impiden que la investigación y el desarrollo  alcancen los niveles socialmente necesarios, como también a las fallas del Estado que obligan al diseño de una institucionalidad en materia de innovación.


Se refirió, además, al bajo nivel de innovación de nuestro país, el que, en su opinión, obedece a diversos factores: insuficiente apropiabilidad de los esfuerzos privados, salvo cuando de ello derivan patentes industriales; deficiencias en la información ya que no se sabe cuál es el esfuerzo marginal que se debe hacer para lograr innovación, afirmando que el Estado debe proveer los antecedentes para que todos quienes trabajan en la materia sepan en que nivel estamos,  y adonde se llega con este esfuerzo marginal; no siempre existe el financiamiento privado; errores y falta de redes, añadiendo que incorporarse a las redes tiene costos, que no siempre puede sobrellevar el sector privado, aseverando que ahí el Estado tiene un rol importante.


Luego, afirmó que el alto componente de financiamiento público y el bajo aporte del sector privado en los esfuerzo de innovación, se traducen en que el Estado tiende a ser concentrado o capturado por aquéllas redes más cercanas al sector público, y dado que el sector público tiene poca vinculación con el mercado la rentabilidad social de la investigación básica en ciencia es poco rentable.


Como conclusión, afirmó que todos estos problemas justifican una intervención del Estado en orden a crear una institucionalidad y fijar una estrategia  que se haga cargo tanto de las deficiencias del mercado como de las del Estado.


También se refirió a la necesidad de separar el ciclo político del ciclo de la innovación, señalando que ello obliga a establecer una estrategia institucional que trascienda los plazos electorales, y es por eso que en cada uno de los países que han tenido éxito en la materia, existe un Consejo que fija la estrategia, y el actuar del Ejecutivo se ajusta a ella.


El Honorable Senador señor Vásquez  intervino señalando que no sólo hay que establecer una institucionalidad legal, sino que, además, ésta debe estar revestida de legitimidad, siendo necesario para ello que se llegue a un consenso o acuerdo de quienes participan en el proceso.


El ex Ministro señor Ferreiro coincidió con lo aseverado por el Honorable Senador señor Vásquez, agregando que la legitimidad también debe ser técnica,  y que a los integrantes del Consejo se les debe nombrar por un plazo largo.



Dentro de esta institucionalidad hay que considerar también la existencia de un Consejo al más alto nivel,  que verifique que aquello que hacen las agencias sea concordante con la estrategia definida.


El diseño institucional, agregó, tiene que ser una herramienta para acortar la brecha educacional, para lograr que el porcentaje del gasto privado en innovación aumente, para diversificar la canasta exportadora, que en la actualidad es muy pobre,  y para mejorar el capital humano.


Por su parte el Honorable Senador señor Flores expresó que para ser competitivo en innovación es imprescindible la infraestructura digital, agregando que Chile no invierte en líneas fijas desde el año 1990, y que si ese vacío no se subsana no es posible avanzar. Aseveró que este es un aspecto que no se puede eludir y que debe estar en el centro de la discusión.


El Ministro señor Ferreiro señaló que existe un conjunto de factores transversales de competitividad, mencionando la educación, el conocimiento del idioma inglés, y las tecnologías de información que serán debidamente consideradas. Luego señaló que si no se ha referido específicamente al tema digital, es porque nuestro país tiene un nivel de conectividad muy superior a otros países de América Latina, añadiendo que para el Gobierno es un tema relevante. 


La Honorable Senadora señora Matthei aseveró que no corresponde medir la brecha en relación a los países de América Latina, sino que debe hacerse en relación a países exitosos en el tema como lo es Singapur, agregando que Chile debe estar en la ola inicial o simplemente quedará rezagado, puesto que es ahí donde estarán las enormes ganancias que el país podría tener en términos de rentabilidad del factor.


El Honorable Senador señor Gazmuri, afirmó que durante el debate han surgido dos planos: por una parte, la institucionalidad y por la otra,  la estrategia de innovación, aseverando que entiende que las Comisiones Unidas tienen competencia para pronunciarse sobre la institucionalidad que crea el proyecto de ley en estudio, sin perjuicio de los aportes que se puedan realizar respecto a la estrategia.


A continuación aseveró que al menos hay que trabajar en tres aspectos: intentar un acuerdo  sobre el tema de la distribución regional, que es de incumbencia no sólo de las Regiones Mineras, sino que atañe a todas las regiones del país; efectuar la discusión sobre la Política y Estrategia que el Gobierno pretende implementar en materia de innovación; y, pronunciarse sobre el proyecto de ley que fija la institucionalidad en materia de innovación.


El Honorable Senador señor Núñez coincidió con el planteamiento del Senador señor Gazmuri, aseverando que es preciso ordenar el debate y que, previo a ello, se requiere contar con información  relativa a la manera cómo el país y las regiones participarán de esta gran estrategia, preguntando si el Gobierno tomará en consideración las opiniones surgidas al respecto. Finalizó señalando que es necesario fijar el marco dentro del cual las Comisiones Unidas analizarán  la propuesta del Ejecutivo.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Matthei, afirmó  que si no se discute hacia donde debe avanzar el país, no se puede discutir sobre la institucionalidad, ya que la construcción de una normativa legal se debe hacer en pos de un objetivo.


En la sesión siguiente, la ex Subsecretaria de Economía, señora Ana María Correa expuso acerca de la asignación de recursos del Fondo de Innovación para la Competitividad efectuado el año 2006.


Previo a ello, el Honorable Senador señor Orpis consultó acerca del motivo por el cual el Ministro de Economía señaló que la recaudación por concepto del Impuesto Específico alcanzó a $ 42.000 millones, en circunstancias, que el monto asciende a $ 300.000 millones, solicitando información por la diferencia de aproximadamente $270.000 millones que no se asignó en la Ley de Presupuestos para el año 2006.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Vásquez expresó que el sistema de asignación de recursos para el FIC considera un mecanismo similar al que se aplica para el cálculo del balance estructural, vale decir, se estima un precio real del cobre en el largo plazo y la estimación de los ingresos en el largo plazo, con ello se obtiene el precio real, que es el monto de lo que se recaudará por concepto de Impuesto Específico, destinándose una parte a una cuenta de ahorro.


Enseguida, la ex Subsecretaria de Economía señaló que la recaudación neta, a la que se le practican ciertos ajustes, alcanzó a  $ 237.000 millones, agregando que el Fondo de Innovación para la Competitividad recibió $43.000 millones, de los cuales $35.000 millones se destinaron a transferencias corrientes  y el resto a gastos asociados.


El monto de $35.000 millones asignados al FIC, prosiguió, es el que se destina a concretar proyectos, agregando que el Ministerio de Economía recibe los recursos a través de la Ley de Presupuestos, y los transfiere a las instituciones a través de convenios de desempeño, fijando indicadores y metas específicas.


Agregó que los criterios que se utilizaron el año 2005 para asignar los recursos fueron los siguientes:


-Fortalecimiento de Diagnóstico Base para la elaboración de la Estrategia.


-Expansión de  los criterios más eficientes.


Señaló que también se consideró $ 7.000 millones de asignación complementaria, que se asignaron conforme a los criterios fijados por la denominada Comisión Böeninger, de marzo de 2006.


A partir de tales premisas, se transfirieron recursos a los organismos previamente definidos, mediante la celebración de convenios de desempeño, que fijan indicadores y metas. Luego cada organismo ejecutor canaliza los recursos  a través de sus líneas regulares de trabajo, la mayoría de los cuales actúa a través de un comité público-privado, que propone la asignación de recursos. 


Agregó que los posibles beneficiarios o clientes de estos recursos se relacionan con el respectivo Comité público-privado a través de una de estas dos vías: a) ventanilla o presentación permanente, y b) a través de concursos con fechas determinadas y un cronograma preestablecido de postulación.


Luego señaló que las transferencias del Gobierno Central se efectúan, entre otras, a CONICYT, a INNOVA  y a otras entidades,  y que las mismas constituyen el 82,5% del monto asignado al FIC.


También señaló que se efectuó una transferencia de capital a la Fundación Chile de $ 5.400.000, y que $ 2.205.000 se destinaron a estudios de competitividad y gastos de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Nacional de Innovación. 


Agregó que estas transferencias corrientes se distribuyeron de la siguiente manera:


-Ejecución regionalizada: 7.375 millones de dólares.


-Recursos de asignación complementaria inicial: 7.102 millones de dólares.


-2 convenios con MINEDUC, uno, por 940 millones de dólares y el otro por 409 millones de dólares.


Enseguida, se refirió a la distribución regional del FIC, señalando lo siguiente:


Las Regiones I, II, III y IV, obtuvieron en conjunto el 14, 5% de los recursos.


Las Regiones V,  VI y VII, obtuvieron en conjunto un 22,2% de los recursos.


Las Regiones IX, X, XI y XII, en conjunto el 17, 1%, y


La Región Metropolitana el 39% del total de los recursos.


Aseveró que también hay proyectos multiregionales que ascienden a un 4%,  y otros de carácter nacional, con un monto de un 4% de los recursos, en tanto que el porcentaje de los fondos no asignados alcanzó al 1%.  


Luego, expresó que durante el año 2006, se efectuaron algunos  análisis acerca de la capacidad de las regiones para ejecutar innovación.


Respecto de la ejecución del presupuesto 2007,  señaló que se han incorporado mejoras en la fiscalización del mismo, se cuenta con una estrategia definida y, por lo tanto, se puede ordenar la asignación de los recursos en función de la estrategia aprobada. 
Se han determinado dos grandes focos, los clusters, y el desarrollo de condiciones que  promuevan la innovación en regiones, lo que está relacionado con el desarrollo de los  centros de investigación y otros a nivel regional.


También se consideran las experiencias y capacidades de las entidades que ejecutan los fondos al momento de decidir los caminos a seguir para la ejecución de los mismos, asimismo, se ha orientado la participación del sector privado en el financiamiento de las acciones de innovación, incentivando esa participación.


Continuó la ex Subsecretaría de Economía señalando que, además, se han establecido mejoras  en el sistema de control de la ejecución de los fondos, cada uno de los programas ha elaborado un marco, que ha sido revisado y aprobado por el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad y por el Ministerio de Economía.


Adicionalmente se ha establecido un sistema de información único para comparar los distintos desempeños entre agencias y programas.


Luego señaló que los recursos del FIC para el año 2007, alcanzaron  a la suma de 50.415 millones de dólares, agregando que sus líneas estratégicas son concordantes con lo aprobado por el Consejo, vale decir, formación en capacidades básicas y capital humano, fomento de la ciencia y la tecnología, y de la innovación empresarial.


Agregó que desde enero de 2007, el Ejecutivo dispone de  una Política de Estrategia Nacional de Innovación, además se constituyó el Comité de Ministros, habiendo dispuesto el Ejecutivo que el FIC actúe como catalizador de la estrategia definitiva, esto es, que promueva la mayor innovación que se adiciona a través del FIC, disponiendo de más recursos orientados a la innovación, el criterio influye en la asignación de los recursos y se asegura la transparencia.



El Honorable Senador señor Orpis se refirió al aporte de capital de $5.400 millones y a la asignación de $1.000 millones que se efectuó a la Fundación Chile, requiriendo información al respecto.


El ex  Ministro de Economía señor Ferreiro aseveró que el aporte de capital efectuado a la Fundación Chile corresponde a una estrategia que se basa en la  cooperación público-privada, y que, por lo tanto, requiere el concurso por partes iguales de ambos sectores, añadiendo que una Compañía Minera efectuó a la Fundación un aporte por 5.000 millones de dólares, lo que requiere de la correspondiente contrapartida pública, señalando, además, que esos recursos no se destinan a gastos operacionales, se depositan y el interés que produce es lo que permite el funcionamiento de la Fundación.


En cuanto a la asignación que se otorgó a la Fundación Chile, aseguró el ex Ministro, que la entidad accedió a través de concurso como cualquier otra institución.



El Honorable Senador señor Orpis manifestó no compartir los criterios del aporte de capital o de financiamiento establecidos para la Fundación Chile.


Luego afirmó que si se analiza el universo de proyectos seleccionados se constata que no hay un criterio respecto a la innovación, puesto que se ha financiado proyectos tales como la internacionalización de la revista  “Condorito”, el Centro Cultural Palacio de la Moneda, entre otros, en  circunstancias que estos recursos se deben orientar a crear actividades alternativas en las regiones mineras, para que no se repita lo ocurrido con la sustitución del salitre.


Enseguida, cuestionó el hecho que sólo se otorgue financiamiento a las universidades estatales y a la Universidad Católica, en circunstancias que  se debe privilegiar el mérito de los proyectos y no a la entidad que los presenta.


También observó la entrega de recursos a los centros tecnológicos sin que se pida algún tipo de garantía  o seguros, ya que no existe certeza alguna acerca de su éxito futuro.


Finalmente, señaló que buena parte de estos proyectos, requieren de un financiamiento plurianual, agregando que el comprometer recursos por varios años le resta libertad al Poder Legislativo en la aprobación del Presupuesto de la Nación.


Por su parte, el Honorable Senador señor Núñez insistió en la metodología de trabajo de las Comisiones Unidas, aseverando que están ante un proyecto de ley, que pueden aprobar o rechazar, y que adicionalmente le interesa conocer la Estrategia Nacional de Desarrollo, ilustrarse sobre lo que se ha efectuado y que, no obstante las sesiones realizadas, aún no se ha formado un juicio, puesto que todavía no se ha escuchado a CONICYT e INNOVA, agregando que mientras no se tenga claridad no se puede avanzar en el estudio del proyecto



Por su parte, el Honorable Senador señor Prokurica  afirmó que lo señalado por el Senador señor Núñez, no se contrapone con solicitar la información, la que se ha requerido también a través de la Comisión de Minería y que se ha entregado por parcialidades, agregando que saber cómo se han utilizado los recursos no es obstáculo para pronunciarse sobre el proyecto de ley.



El ex Ministro de Economía se refirió a los planteamientos anteriores, expresando que se ha avanzado al orientar los recursos hacia la innovación, agregando que considerar recursos plurianuales para determinados proyectos es de la esencia de la innovación, puesto que en la materia se trabaja a mediano y largo plazo. Añadió que el Sistema Nacional de Innovación es más amplio que el FIC, aseverando que éste último es un recurso catalizador adicional de la estrategia de innovación, y que no se le considera como un instrumento de financiamiento para gastos permanentes y que sería peligroso considerar solamente proyectos  anuales.


El Honorable Senador señor Gazmuri, reiteró que tiene inquietudes respecto de la institucionalidad, composición del Consejo y otras, añadiendo que, en su opinión, el proyecto es débil.



Agregó que si el Ejecutivo ha anunciado que formulará indicaciones, es porque ha reflexionado sobre el tema,  y a los miembros de estas Comisiones Unidas también les preocupa debatir el asunto.


Continuó aseverando que en el intertanto se presentará y aprobará el Presupuesto 2008, siendo necesario acordar un Protocolo, con cifras, el que podremos verificar en las Partidas en que está el Fondo de Innovación para la Competitividad, porque tal como lo expresó el Ministro este año no se cumplió el protocolo y sólo se invirtió ex post en ciertas regiones.


El Honorable Senador señor Gómez  manifestó que si bien coincide con la necesidad de crecimiento para 20 años más, asevera que actualmente existen problemas complejos y difíciles de abordar en las regiones, señalando el caso de niños que no saben leer, no tienen tecnología a su alcance, no disponen de lugares públicos para esparcimiento y condiciones que les permitan de aquí a 20 años ser actores de este desarrollo, en definitiva, el esfuerzo en innovación estará destinado a un sector de la sociedad que ya existe, pero no seremos capaces de sembrar de la manera que aquí se ha dicho.


Agregó que por ello ha planteado que un porcentaje de estos recursos- que en conjunto con otros Senadores- ha estimado en el 30%, sea distribuido de una manera distinta, de manera que éstos vayan a un Fondo de Desarrollo Regional, Social y Económico, que se destinarían a crear las bases sociales mínimas para un desarrollo a largo plazo,  y que un porcentaje del 70%   sea destinado a Innovación Científica y Tecnológica, máxime si se considera el monto de los recursos que hoy existen.


Luego, el Honorable señor Senador afirmó que también hay diferencias con el Ejecutivo acerca del monto estimado del FIC, puesto que el Ministro efectúa una proyección en base al precio del mediano  plazo para el cobre, en tanto que él se está refiriendo al total de los recursos que se han recaudado por concepto del Impuesto Específico, añadiendo que en base a ese monto debiera destinarse el porcentaje del 30% a que ha aludido.


Luego señaló que al observar el porcentaje que cada Región aporta en el producto bruto minero, tenemos lo siguiente:


I Región
 11,6%


II Región
 55,3%


III Región
   8,2%


IV Región
   7,1%


V Región
   6,4%


VI Región
   8,6%


R M

   2,8%, y las regiones restantes no aportan nada.


Luego refirió que la Constitución Política de la República, en el inciso segundo de su artículo 3° establece un criterio al señalar que: “Los órganos del Estado promoverán el fortalecimiento de la regionalización del país y el desarrollo equitativo y solidario entre las regiones, provincias y comunas del territorio nacional.”, consideración que no puede obviarse, ya que es de público conocimiento que las regiones mineras han experimentado dificultades para su desarrollo debido a que las empresas o personas que explotan sus recursos no renovables, emigran una vez que éstos se han agotado.


Por lo tanto, aseguró no lograr comprender los motivos por los cuáles el Gobierno no percibe en su magnitud este fenómeno, y sin embargo le ha dado especial consideración a la Región de Magallanes, dictando una legislación especial atendida sus particulares condiciones, lo cual evidencia una manifiesta desigualdad ante la ley, puesto que la mencionada Región presenta casi las mismas carencias y características que las regiones mineras.


Continuó aludiendo a la necesidad de que el Estado analice criterios particulares para las regiones, y que no hacerlo constituye un gran error, señalando que recientemente se ha solucionado los problemas del Transantiago con recursos que provienen exclusivamente del cobre y, sin embargo, se carece de visión acerca de esas regiones que merecen particular atención.


Enseguida, el Honorable Senador señor Prokurica afirmó que cuando concurrió con su voto en la aprobación de la ley que establece el Impuesto Específico no se planteó siquiera la existencia de este Fondo de Innovación.


Enseguida, planteó al Ministro de Economía y a la Subsecretaria de Hacienda algo que, en su opinión, ayudaría, se trata que el Gobierno se comprometa con cifras  respecto de los recursos que llegarán a las regiones, por cualquier vía, de manera que los representantes de las regiones mineras obvien el tema y se aboquen al tema de la innovación tecnológica.


Puso de relieve las dificultades que existen en las regiones, solicitó que el Gobierno evalúe no sólo el tema de infraestructura que ellas tienen para la innovación tecnológica, sino que también evalúe  el tema del agua, de la energía, temas en los que las regiones que más aportan son las que tienen mayores carencias, que les impiden ser atractivas  para desarrollar actividades  comerciales o productivas  y que podrían resolverse a través de la innovación tecnológica.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó que el origen de este debate está en el determinar qué hace un país con el ingreso de grandes sumas y que provienen de ciertas regiones, pero que, además, estos ingresos deben beneficiar a todo el país, ya que somos un Estado unitario y de otra manera tampoco funciona la equidad ni la solidaridad.


Al mismo tiempo, continuó, se debe dilucidar qué es primero o qué es lo indispensable, si la innovación tecnológica  o las condiciones básicas para que la sociedad pueda vivir en condiciones que permitan el desarrollo tecnológico.


Esta es la encrucijada que hay que resolver, distintos parámetros en los cuales fijarse, agregando que los criterios básicos están en el primer informe de la Comisión de Educación, a saber:

1) El objetivo central es la innovación tecnológica, cualquiera sea su definición.

2) Consecuencia de lo anterior, se presume que los fondos generales de la Nación son los que se destinarán a solucionar los problemas planteados por el Senador señor Prokurica.

3) Enseguida, dado que estos recursos provienen del cobre, deben ayudar a las regiones productivas, estableciéndose que las demás regiones no podían quedar fuera de la innovación tecnológica, ya que hay regiones extremadamente  ricas y otras muy pobres.


Luego señaló que es preciso hacer las siguientes correcciones:


1.- Determinar si las cifras permiten generar una cierta equidad en aquellas ciudades y regiones en que no hay cobre (no mineras), de manera que exista el derecho armónico de las regiones.


2.- Reestudiar la definición de los porcentajes entre regiones mineras y no mineras, aseverando que se puede hacer mucho  con la innovación tecnológica, pero si no hay un desarrollo básico nada se puede hacer. 


3.- En  la institucionalidad del Consejo se debe incorporar a las universidades.


Luego el Honorable Senador señor Gazmuri, propuso que para la próxima sesión se tratara el tema de la distribución regional.


Agregó que este Fondo, en lo fundamental, debiera ir a Innovación, añadiendo que las demás necesidades deben cubrirse con cargo a otros ítems del presupuesto, señalando como ejemplo que los US$ 300.000.000 (trescientos millones de dólares) adicionales que se entregarán al sector educación el año 2008, no podrían resolverse con cargo a este Fondo.


Continuó aseverando que la distribución equitativa es medular, ya que las regiones ricas en recursos naturales aprovechan su riqueza y ello se ve reflejado en el nivel de ingreso de sus trabajadores, afirmando que en la Primera Región, el promedio de sueldos triplica al de otras regiones, y que la ciudad de Copiapó disminuyó drásticamente la pobreza en los últimos años, y ha sido una región minera desde siempre,  pero dentro de un criterio de unidad.



Ante la afirmación anterior, el Honorable Senador señor Prokurica, aseveró que los servicios, arriendos y los productos básicos también triplican el valor en las Regiones Mineras.


Enseguida, el ex Ministro de Economía manifestó su disposición a discutir el Protocolo con los montos específicos, agregando que mientras no se disponga de la estimación de la proyección del cobre a largo plazo, y siguiendo la lógica que el  Gobierno ha utilizado en la ley de Presupuestos no es posible hoy tener las cifras concretas, reiterando la voluntad del Gobierno de despejar el tema de los dineros regionales, de modo de concentrarse en los aspectos institucionales.



Luego señaló que hay sectores partidarios de dar preferencias a las regiones mineras, sin embargo, reiteró, que el objetivo de la innovación tecnológica para la competitividad es completamente transversal, agregando que el riesgo de que ciertas actividades productivas que generan riqueza y empleo desaparezcan, no es sólo inherente a las regiones con actividades mineras, enfatizando que de hecho el salitre no se agotó y que lo que ahí ocurrió fue un problema mercantil, de precios y que lo mismo le puede suceder a la agricultura, a los servicios, etc.


Respecto a lo planteado por el Senador señor Orpis, acerca del inconveniente de continuar operando en base a las instituciones existentes, afirmó que el Gobierno está trabajando en el reforzamiento y mejoramiento de ellas, agregando que CORFO ha sido el gran agente productivo del país y que hoy tiene al componente de la innovación como un aspecto fundamental de su agenda, y que, a su vez, CONICYT tiene la función de la ciencia y tecnología, y que el gasto regional no se puede expresar de otra manera que no sea a través del presupuesto del FNDR.


Añadió que se debe realizar un mayor esfuerzo por mejorar la ejecución y la fiscalización, agregando que no es ésta la ocasión de innovar institucionalmente en materia de entes ejecutores, salvo en lo que atañe a las Agencias Regionales de Desarrollo Productivo.


El Honorable Senador señor Orpis, consultó sobre el motivo por el cual no se crean estas corporaciones por ley, como la que está establecida en la Ley Arica, puesto que, en su opinión, los gobiernos regionales son del nivel central ya que toda su estructura depende de los Ministerios, como ocurre con los SEREMIS, y están influidos por el Gobierno Central, agregando que en su concepto, los gobiernos regionales son una entelequia, que carecen de capacidad para tomar decisiones autónomas. 


Enseguida, el ex Ministro de Economía  se refirió a los planteamientos efectuados por el Senador señor Ruiz-Esquide, afirmando que lo que se debe hacer es focalizar los recursos destinados a regiones hacia la innovación,  ya que si éstos se diluyen pasarían a ser un componente más del FNDR, y la posibilidad de hacer innovación en regiones, consistente en crear capacidades y competencias institucionales en la materia, se perderá y si ello ocurre, la posibilidad de captar recursos de concursos nacionales, por un lado, o la de hacer innovación, que es lo deseable, se va a  diluir también. Insistió que se trata  de un porcentaje de recursos que equivale a un 6% o 7% de los recursos del FNDR, que se quiere orientar a innovación, en tanto sostuvo, que con el monto equivalente al resto del FNDR se resolverá el resto de los problemas sociales de cada región. 


Continuó el ex Ministro de Economía, reflexionando respecto a la necesidad que el tema de la innovación sea una estrategia de carácter nacional, no sólo en el aspecto político sino también desde la óptica de todos los actores relevantes para la estrategia de innovación, agregando que ello implica buscar un delicado equilibrio que evite el llamado “riesgo de captura”.


Añadió que la estrategia de innovación no requiere de adversarios, aseverando que el objetivo es que los Rectores se sientan representados en el diseño y en la implementación de la estrategia, por cuanto son un componente esencial de la formación de capital humano avanzado, concluyendo  que habrá que ver en la redacción  del proyecto de ley cómo se genera una representación lo menos corporativa posible.


Luego, mencionó el Financiamiento Basal  para Centros de Excelencia, que es el más grande de los programas financiados con cargo al FIC 2007, y es también  el programa cuyo análisis fue más pormenorizado en la discusión del Consejo Nacional de Innovación,  y que apunta a resolver una falencia  detectada, cual es la falta de apoyo a núcleos  de investigadores de excelencia,  que han destacado sobre el promedio de la investigación aplicada para resolver nuestras  actividades productivas.


Para ello se propuso un esquema distinto del financiamiento de un producto o de un concurso o de un estudio, ya que cuando se financia un estudio o se encarga a alguien un producto, se le compra el producto, sin importar cómo se hace. Aquí el gran cambio que se produce es que se financia la actividad, los gastos operacionales, se financia el ser y no el hacer, y cuando se financia un porcentaje de los gastos operacionales tiene  que  garantizarse que estos recursos no se diluyan, de otra manera se genera un subsidio cruzado a la docencia u otra actividad, para ello se establece que estos Centros de Investigación de Excelencia se constituyan como personas jurídicas distintas y se financian a éstas, que pueden estar insertas o no en una universidad.


Respondiendo a quienes afirman  que esta fórmula genera problemas administrativos, señaló que para ello se está puliendo la manera en que se preserve el objetivo y que estos recursos se concentren en la función de investigación de ciencia y tecnología de excelencia, afirmando que está dispuesto a evaluar el instrumento. Finalizó aseverando que este es un programa destinado a financiar durante 5 años un porcentaje de los gastos operacionales, más otros 5 años, si son bien evaluados, para quienes hoy están realizando investigación de punta, de manera que no se vean obligados a cambiar de línea de investigación, otorgando la seguridad económica de profundizar una línea y trabajar en ella en períodos de 5 y hasta 10 años.


Por su parte, la ex Subsecretaria de Educación señora Pilar Romaguera señaló que esta es una discusión muy profunda orientada a determinar cómo se financia una investigación, sobre todo la de largo plazo, agregando que existe un debate sobre lo que se financia en el mundo universitario, cuánto se financia la docencia y cuánto la investigación y, en consecuencia, coincide con el señor Ministro de Economía, en cuanto a que lo importante es buscar el objetivo y analizar el instrumento.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó que el tema de fondo en el debate es resolver la ecuación entre la innovación y el crecimiento del país, para lo cual debe existir una planificación mínima, sin que ello implique caer en el dirigismo o estatismo.


Reiteró que es preciso tener un mínimo debate acerca de la línea de acción, puesto que de lo contrario tendremos recursos que se podrán gastar indiscriminadamente, añadiendo, a vía de ejemplo, que en la década del 50 la ciudad de Concepción tuvo un auge como el que hoy experimenta la minería, y que los recursos se distribuyeron por entidades u organismos que poco entendían sobre la materia, perdiéndose así la oportunidad histórica de lograr un desarrollo adecuado y, por lo tanto, debe evitarse que al país le suceda lo mismo que le ocurrió a la Región del Bío Bío.


Concluyó señalando que si bien recoge las opiniones planteadas por el Senador señor Prokurica, definitivamente opta por el concepto de que estos recursos se destinen a la innovación, aseverando que se debe ampliar el porcentaje para regiones  no mineras, puesto que en esas regiones existen diversas universidades donde se puede hacer investigación y si se acoge un criterio muy estricto faltarán instrumentos para ello.


El ex Ministro de Economía señor Ferreiro reiteró que la inversión debe darse en función de una Estrategia Nacional de Innovación, y por lo tanto, no puede ser fragmentada, hay componentes que sí lo son porque provienen de las demandas de las empresas como los subsidios.


Agregó que la evidencia comparada muestra que la innovación no es un tópico pacífico para las universidades  y que, por el contrario, constituye un desafío y por lo tanto algún grado de conflicto es inevitable, el que debe procesarse adecuadamente con participación en un proceso legitimado y abierto para que  prevalezca el bien común sobre las legítimas aspiraciones iniciales de ese sector.

- - -

El Jefe del Departamento de Estudios y Planificación Estratégica de CONICYT, señor Javier González, expresó que deseaba indicar cuál es la estrategia de CONICYT y cómo se enmarca el uso de sus recursos.

Manifestó que el Consejo de Innovación determina la estrategia de innovación  y sus orientaciones, y las principales instituciones ejecutoras son CONICYT, que depende del Ministerio de Educación, y CORFO, dependiente del Ministerio de Economía.

Agregó que las tareas relevantes asignadas a CONICYT, son las de fomento a la Formación de Capital Humano Avanzado, y el Desarrollo y Fortalecimiento de la Base Científica y Tecnológica, propiamente tal.
Señaló enseguida que estos dos pilares se desarrollan con una lógica de circuito y, para estos efectos, se considera dos grandes etapas en la vida de un investigador. Una, es la etapa de formación que parte con el inicio del postgrado y, obviamente, la otra etapa que parte con el inicio de la vida laboral.

El señor Javier González, expresó luego que respecto a la formación del investigador se ejerce, principalmente, a través de becas de 4 años, doctorado nacional, pero también se ha puesto  un especial énfasis el último año con el doctorado internacional, en aquellas áreas donde no existen doctorados acreditados, por ejemplo, en el área de investigación y educación, agregando que en Chile sólo hay un postgrado acreditado.

Afirmó que se pretende un circuito que apoye un Doctorado o Tesis o Pasantías en el exterior, etc. Finalmente, y dado que en Chile la inversión de investigadores en la industria es sumamente baja, cercana al 11%  respecto de otros países del mundo, otros instrumentos recientes también han sido apoyados a través de los recursos del FIC.

En relación a la base científica y tecnológica, lo que se pretende es implementar un sistema articulado, incremental y gradual, en el que primen los montos de los subsidios que se otorgan a la investigación. Asimismo,  se busca incrementar la cantidad de investigadores involucrados en la iniciativa.

Existe un sistema escalonado, que se inicia con el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico (FONDECYT), que considera  proyectos de investigación individuales, de una duración aproximada de 3 años, tanto para investigación básica como aplicada;  y continúa con iniciativas de carácter asociativo, que agrupa a un conjunto de investigadores en un periodo más extenso y con financiamiento mayor; luego se consideran proyectos institucionalizados, por ejemplo, los centros regionales, los consorcios, los Fondos de Investigación Avanzada y Centros de Excelencia (FONDAP), que actualmente son siete, con un financiamiento de aproximadamente $600.000.000 anuales. 

Finalmente, está el recién creado concurso de financiamiento basal, destinado  a consolidar grupos de excelencia con una orientación hacia el sector productivo.

Puso de relieve que la misión y las actividades de CONICYT están orientadas, principalmente, al  financiamiento, articulación de actores y sensibilización de la comunidad, todo ello a favor de la creación de una cultura de innovación; asimismo, considera el desarrollo de marcos normativos, en áreas tales como la bioética u otras relacionadas.

Finalmente, el señor González expuso sobre los diferentes programas que desarrolla CONICYT, así como acerca del presupuesto de la entidad para el año recién pasado.


El Director de INNOVA-CHILE, de la época, señor Jean Jacques Duhart, inició su exposición señalando que el trabajo que realiza CORFO  en materia de innovación, se relaciona con los recursos que aporta el FIC, y apunta a reforzar el esfuerzo innovador del país, reconociendo que esta labor debe desarrollarse, en primer término, en el aumento  de las empresas que realizan procesos de innovación. Agregó que la última encuesta realizada, demuestra que sólo 9.000 empresas  -de un universo de 500.000 existentes en el país- están realizando  procesos de innovación conforme a estándares reconocidos internacionalmente.


El segundo objetivo, señaló,  es apoyar la creación de nuevas empresas de negocios innovadores con alto potencial de crecimiento, y, el tercero es promover la instalación en Chile de empresas internacionales intensivas en innovación o que puedan contribuir a ampliar la base innovadora, a través de la instalación de centros de investigación y desarrollo internacionales.


Luego expresó que INNOVA-CHILE es un Comité CORFO, creado hace 2 años, como resultado de la fusión de 2 fondos preexistentes, el FONTEC y el FDI, que responde a la idea de reforzar el rol de CORFO como una de las principales  agencias en el ámbito de la implementación de la política de innovación, cuya  misión se orienta a promover y facilitar la innovación a nivel de las empresas, estimular la creación de nuevas empresas en negocios innovadores, y mejorar las condiciones que permitan fortalecer los procesos de innovación, tales como el desarrollo de normas de sistemas de certificación y las capacidades tecnológicas.


Enseguida, se refirió a la definición  fundamental que considera CORFO en su trabajo, según la cual la  innovación es el proceso a través del cual se crea valor, mediante  la transformación de ideas o  conocimientos en nuevos bienes o servicios, procesos de producción, métodos de comercialización o métodos de organización.


Luego señaló que los usuarios son todas las empresas que operan en Chile, con independencia del origen de su capital y tamaño, aún cuando el 85% de los usuarios de INNOVA CHILE  son  micro y medianas empresas, además de los centros e instituciones tecnológicas y universidades que operan en el país.


Los servicios que provee INNOVA CHILE, son subsidios no reembolsables sobre la base de esfuerzos compartidos, y otorgados en función de criterios que evalúan  el nivel de riesgo, el examen de externalidades y el resultado de estos proyectos, brindando la asesoría pertinente a las empresas.


Agregó que INNOVA CHILE asigna los fondos por demanda de las empresas o centros de investigación, ya sea por ventanilla o concursos, bajo el sistema de costos compartidos, con un cofinanciamiento promedio de 50%, que varia según el riesgo; a mayor riesgo, mayor financiamiento y viceversa. 


Señaló que el proceso de evaluación es riguroso y se realiza por etapas, la decisión de adjudicación la adopta el Consejo Directivo que es un organismo público-privado colegiado, integrado por 21 miembros, expertos del ámbito de la investigación, agregando que los criterios de evaluación atienden al mérito innovador, presencia de riesgo, nivel de apropiabilidad, calidad técnica y viabilidad.


Respecto a las áreas de trabajo señaló lo siguiente:


1.- Apoyo a iniciativas o proyectos  en el ámbito de la investigación pre-competitiva, orientadas a producir impacto y a la generación de bienes públicos  para innovar (normas, estudios,  recursos naturales, normas de certificación, trazabilidad).


Estos proyectos, agregó, se caracterizan por su alto nivel de incertidumbre, riesgo tecnológico y baja apropiabilidad individual del resultado, lo cual incentiva  la colaboración en este ámbito.


2.- Apoyo  a la innovación empresarial propiamente tal en investigación y desarrollo  e introducción al mercado de nuevos productos y servicios.


3.- Apoyo a los procesos de difusión  y transferencia tecnológica, que es parte de la innovación, particularmente en países como el nuestro que están en un nivel de desarrollo intermedio, la adopción de nuevas tecnologías, conocimientos y mejores prácticas existentes en el mundo, lo que constituye una fuente muy valiosa de innovación, y


4. Apoyo al desarrollo de nuevas empresas en el ámbito de la  innovación, básicamente a través de apoyo  a incubadoras de negocios, al desarrollo de redes de inversionistas que se complementan con el desarrollo de inversiones de fondos de capital de riesgo.


Luego, el ex Director de INNOVA-CHILE se refirió a la creación de programas marcos que permiten utilizar los instrumentos  de que dispone INNOVA en torno a agendas  innovadoras consensuadas con empresas, y que se ajustan con las recomendaciones del Consejo Asesor para la Innovación, que permitirían trabajar de mejor manera las orientaciones que surjan de los estudios realizados sobre los clusters que el Consejo pretende desarrollar.


Respecto a los recursos provenientes del Fondo de Innovación para la Competitividad del año 2006, indicó que ascendieron al monto de $12.000 millones de dólares, agregando que el 56% de los recursos se destinaron a las regiones.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Horvath, relativa al seguimiento de los resultados de cada proyecto, el señor Director aseveró que INNOVA suscribe contratos con los beneficiarios y exige garantías para resguardar la obtención de resultados. 


Enseguida, el ex Director de INNOVA-CHILE se refirió a la distribución regional de los recursos del FIC, expresando que al conjunto de las regiones mineras se les asignó el 70% de los recursos, aclarando que tal porcentaje es sobre el 60% de los recursos que estaban previamente comprometidos.


El Honorable Senador señor Flores consultó acerca de los procesos que, a juicio del Director, funcionan deficientemente, y acerca de cuáles han experimentado una mejoría en su desempeño.


El ex Director  destacó como un elemento positivo de la labor de INNOVA-CHILE, el haber instalado el tema de la innovación, observándose un aumento de la demanda  en regiones, agregando que uno de los desafíos de la entidad es encontrar la forma de acelerar procesos para estrechar las brechas entre regiones, para lo cual, aseveró, los proyectos concursables no son los más adecuados.


Afirmó que se necesita un mayor nivel de proactividad, ya que es preciso pasar de una tradición que asignaba recursos en función de proyectos individuales y fragmentados a un proceso articulado,  con una visión sistémica  y estratégica, que es a lo que apunta el estudio de clusters que se está realizando, el cual considera un alto nivel participativo de diferentes actores tales como las universidades, empresas y entes de la administración.



La ex Subsecretaria de Economía, señora Correa se refirió a una consulta del Honorable Senador señor Orpis  relativa a los logros o resultados obtenidos por la asignación de estos recursos, señalando que aún no se conoce el impacto de los mismos, puesto que hay un proceso de maduración de los proyectos.

- - -


El día  16 de agosto de 2007, el Ejecutivo presentó en la Secretaría de las Comisiones Unidas una Indicación Sustitutiva del texto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en su Primer Informe, respecto del cual el entonces Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro, hizo una exposición. 


Para efectos reglamentarios, se deja constancia que las Comisiones Unidas no se pronunciaron sobre la referida Indicación, por cuanto la Sala del Senado acordó el tratamiento en general de la iniciativa en análisis. 
- - -


El ex Ministro de Economía manifestó que los componentes principales del proyecto de ley son los siguientes: la institucionalidad del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, cuyas funciones y orgánica se verán a continuación; y, luego, el Fondo de Innovación para la Competitividad, cómo se distribuyen sus recursos, cuál es el componente de destino regional y cuál es la forma de cálculo del mismo.


Expresó, enseguida, que el rol del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, es asesorar al Presidente de la República en todos aquellos aspectos relacionados con las políticas en el ámbito de la innovación. En materia de innovación, en otros países se observa una dualidad de roles, por una parte hay un ente que propone, asesora y sugiere estrategias y por otra parte, esa estrategia es validada e implementada por el Ejecutivo. 



El Honorable Senador señor Orpis hizo presente que en su concepto la propuesta para el Consejo tiene una debilidad ya que se trata de un órgano asesor que carece de atribuciones resolutivas.


El ex Ministro de Economía señaló que efectivamente es un órgano asesor, porque no puede reemplazar a las instituciones de la democracia representativa, por eso se indica que es una combinación, el Consejo que presta una asesoría que eleva el costo de la desviación de la estrategia, pero respeta a los órganos constitucionalmente llamados a tomar las decisiones.


Enseguida expresó que las líneas gruesas de la estrategia se proponen al Presidente de la República, cada doce años, añadiendo que la revisión de la misma se realiza cada cuatro años y se proponen  medidas para su actualización, considerando la evaluación de la estrategia realizada por organismos internacionales. 


Asimismo, señaló que se contempla que se formule una proposición anual para la asignación de los recursos del Fondo de Innovación para la Competitividad y una proposición, con un mayor grado de generalidad, respecto a la aplicación de los restantes fondos públicos orientados al fomento de la innovación; esto por cuanto el FIC es hoy responsable de cerca del 20% de los recursos totales orientados a la innovación y el resto corresponde a los presupuestos históricos o regulares como los del FONDECYT, CORFO y otras instituciones que aportan a los temas de innovación.


Luego, agregó, que el Consejo tendrá entre sus tareas proponer iniciativas orientadas a aumentar la efectividad de los programas y las políticas públicas de innovación para la competitividad.


Señaló, enseguida, que deberá proponer acciones orientadas a fortalecer capacidades regionales para la formulación y ejecución de estrategias, políticas y programas en el ámbito de la innovación para la competitividad.


El ex Ministro señor Ferreiro, enfatizó la necesidad de que el Consejo informe anualmente al Congreso Nacional acerca del seguimiento y control de la ejecución de la estrategia de innovación realizada por el Ejecutivo.


Finalmente el Consejo deberá constituir instancias de coordinación con representantes de los Gobiernos Regionales.


Con relación a la constitución o integración del Consejo el Ministro indicó que existen diversos modelos a nivel internacional, con todo hay dos grandes opciones, una membresía de representación corporativa en que, por ejemplo, podrá estar presente el Presidente de la Confederación de la Producción y el Comercio, el Presidente del Consejo de Rectores, el Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores, etc., o bien, una composición de expertos, que asesoran desde la experiencia y no tanto del eventual interés que pudieren tener respecto de algunos componentes de los actores de la innovación. La propuesta que el Ejecutivo prefiere es la de una composición de expertos, porque no es deseable que el resultado de la estrategia surja de la negociación de intereses.


Se propone que el Consejo esté integrado por 7 miembros: un experto en políticas públicas, quien presidirá el Consejo; un experto en ciencia básica, fundamentalmente física o matemática; un experto en políticas de desarrollo regional; un empresario con vasta experiencia innovadora; un experto en políticas de formación de capital humano especializado, que no sea necesariamente un directivo de las universidades; un experto en difusión y transferencia de tecnología; y, un experto en economía con amplia experiencia en innovación.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Vásquez, el Ministro señaló que en el Consejo participarán algunos Ministros que sólo tendrán derecho a voz.


En cuanto a la conformación del Consejo, el Ejecutivo propone que el Presidente del Consejo sea nombrado por el Presidente de la República, previo acuerdo con el Senado y los demás consejeros serían designados por el Presidente de la República a partir de ternas propuestas por el Consejo de Alta Dirección Pública .


Señaló, enseguida, que el Presidente del Consejo será designado en su cargo por un período de cuatro años, renovable por una sola vez y el resto de los consejeros durarían un período de seis años, renovables. Agregó luego que la renovación de éstos se efectuará por parcialidades.


El Honorable Senador señor Orpis hizo presente que esta fórmula introduce elementos contaminantes del ámbito político que no se condice con lo expresado previamente por el señor Ministro en orden a cautelar los aspectos técnicos del Consejo, en particular por el plazo de duración del Presidente del mismo, que coincide con el periodo de la Presidencia de la República.


El ex Ministro de Economía insistió en que este es un órgano asesor de la Presidencia, la influencia tiene que ver con la ascendencia técnica pero también con una cierta cercanía con el Gobierno, ya que de otra manera puede presentarse una estrategia por un lado que no tenga la suficiente ascendencia, se debe buscar una combinación adecuada. 


Indicó que si la estrategia debe extenderse por doce años podría estimarse que la presidencia del Consejo por cuatro años no sea la más adecuada, y señaló su disposición a evaluar dicho aspecto de la indicación.



Enseguida, se refirió al Fondo de Innovación para la Competitividad y los Recursos Regionales, afirmando que uno de los objetivos esenciales de esta iniciativa consiste en entregar mayor protagonismo a las regiones en el incremento del esfuerzo en el ámbito de la innovación, destacando que serán las propias regiones las encargadas de decidir en qué y cómo gastar un 25% de los recursos del Fondo, de los cuales un 15% se destinará a regiones mineras y un 10% a aquéllas regiones no mineras.


Destacó que los recursos deberán tener como objeto la realización de estudios sobre temas estratégicos a nivel regional, el fortalecimiento de las capacidades regionales en innovación, el financiamiento de proyectos regionales en los campos de la ciencia, la investigación aplicada, el emprendimiento innovador, la formación de recursos humanos especializados, y el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología.


Luego el ex Ministro se refirió al criterio utilizado para distinguir entre regiones mineras y no mineras, señalando que se considerará que una región es minera cuando su participación en la actividad minera nacional sea mayor al 2,5% y, además, la actividad minera represente al menos un 2,5% del PIB regional.


Conforme a estos criterios, acompañó la siguiente gráfica, que indica la clasificación de las distintas regiones del país.

	Actuales Regiones Mineras
	Actuales Regiones No Mineras

	Región de Tarapacá
	Región del Maule

	Región de Antofagasta
	Región del Bío Bío

	Región de Atacama
	Región de la Araucanía

	Región de Coquimbo
	Región de los Lagos

	Región de Valparaíso
	Región de Aysén

	Región del Gral. Bernardo O’Higgins
	Región de Magallanes

	
	Región Metropolitana



Luego señaló la manera como se propone distribuir porcentualmente los recursos del FIC, expresando que:


El 15% de los recursos del Fondo que le corresponda a las Regiones Mineras se distribuirá de la siguiente manera: un 50% se repartirá en partes iguales, un 20% se repartirá de acuerdo a los porcentajes de distribución del FNDR, y el  30% restante se repartirá de acuerdo al PIB minero regional.


A su vez, en cuanto al 10% de los recursos del Fondo que le corresponda a las regiones no mineras, se distribuirá de la siguiente manera: el 50% se repartirá en partes iguales, y el otro, de acuerdo a los porcentajes de distribución del FNDR.


Por otra parte, sostiene que existirá una Secretaría Ejecutiva que estará radicada en la Subsecretaría de Economía, que servirá de apoyo técnico y administrativo al Consejo. 



Posteriormente, expuso que este fondo se formará con los recursos que anualmente destine la Ley de Presupuestos a sugerencia del Consejo, la recaudación proveniente del Impuesto Específico a la Minería y el conjunto de los recursos públicos asignados para el fomento de la innovación, los que se incorporarán gradual y crecientemente a este fondo.

Luego, se refiere a la asignación de los recursos a nivel regional, indicando que esta iniciativa propone que el 60% de este fondo se destine a las Regiones Mineras, las cuales se definen como “aquellas que tengan una participación mayor al 1% en la actividad minera nacional, excluyendo el carbón, el petróleo y el gas”. El 40% restante se asignará a las otras regiones.

En relación a la dinámica de ejecución de los programas vinculados a este Fondo, señaló que tanto CORFO como CONICYT, en conjunto, suscribirán convenios con uno o más Gobiernos Regionales, con el objeto que dichas instituciones se obliguen a proporcionar un aporte equivalente a tres veces los recursos con que concurran los Gobiernos Regionales respectivos. Destaca que durante el primer año de vigencia de esta normativa, los aportes de CORFO y CONICYT serán independientes de los recursos regionales y que durante el segundo año este aporte será cinco veces los mismos.


Asimismo, sostiene que en caso que un Gobierno Regional no suscriba convenios al 31 de Marzo del año respectivo, los recursos que le correspondan quedarán disponibles para complementar los convenios de las regiones restantes. Finalmente, indica que la Secretaría Técnica del Consejo será el órgano encargado de verificar que los programas específicos considerados en los convenios sean consistentes con la estrategia de innovación vigente.


En sesión del 16 de agosto de 2007, los Honorables Senadores señores Cantero, Gómez, Orpis y Prokurica, manifestaron que no estimaban conveniente perseverar en el estudio de este proyecto, y que preferían que se continúe asignando los recursos vía Ley de Presupuestos, antes que concurrir con sus votos a la aprobación de un proyecto que entrega a las Regiones Mineras una ínfima parte de los impuestos provenientes de sus empresa mineras.


El Honorable Senador señor Prokurica afirmó que este proyecto transcurre por igual camino que el que aprobó la Ley de Patentes Mineras, que en definitiva, no aportó recurso alguno a las regiones mineras.


Por ello, afirmó, quiere informar al Ejecutivo, formalmente, que no está disponible para  continuar en el estudio de este proyecto, agregando que el Senador señor Orpis ha hecho una propuesta que debiera ser considerada, la que fue formalizada mediante una indicación sustitutiva. 

- - -



El Director Ejecutivo de la Fundación de Investigación Agraria FIA, señor Rodrigo Vega inició su exposición señalando la importancia que la Fundación asigna al sector agroalimentario en el desarrollo nacional.


Enseguida, destacó al sector alimentario, aseverando que este es un motor de desarrollo económico regional muy potente, señalando que a nivel nacional el PIB ciclo agropecuario-agroalimentario, alcanza al 11% del PIB total. 



Planteó que este sector es un potente generador de empleo directo, y que sólo en el sector agrícola primario alcanza a 780 mil empleos directos.


Enseguida, mencionó un estudio realizado el año 2005-2006, por la Universidad Católica con el Banco Mundial, que demuestra que el crecimiento de un 1% del PIB sectorial provoca una disminución o induce a una reducción de la pobreza del 2.3%, y que uno de los elementos centrales de la política de superación de la pobreza, lo constituye una activa acción a nivel rural con la política agrícola.


Afirmó que el sector es un importante generador de divisas, señalando que este año alcanzará  los 10 mil millones de dólares en exportaciones, y una balanza comercial de 6 mil millones de dólares positiva.


El señor Vega refirió que estas son las cifras gruesas de un sector que presenta un alto dinamismo, un alto potencial de desarrollo, y que efectivamente está provocando movimiento del sistema económico en muchas regiones del país.



Añadió que las exportaciones podrían pasar de US$  10.000 millones a la cantidad de US$ 20.000 millones, de una balanza comercial de US$ 6.000 millones a US$13.000 millones, de 230 millones de cajas de frutas a 400 millones; de US$ 780.000 millones que se exportan en productos hortofrutícolas a US$ 2.500 millones, podríamos elevar de 1.200.000 a 1.550.000 hectáreas de riego,  y en materia de empleo aumentar de 700 mil a  1.200.000 mil empleos.



Luego, puso de relieve que el tema de los recursos destinados a la investigación, desarrollo e innovación  requiere de un esfuerzo sustantivo de inversión en infraestructura, en investigación, en desarrollo en capacitación, recursos humanos, etc.


Señaló que se debe aumentar el nivel de inversión en este campo, el que actualmente es del 0,6% o 0,7% a nivel total, y del 0,2% en el ámbito agroalimentario, manifestando que hay que duplicar o triplicar ese gasto si el país quiere lograrlo.


Señaló que en el agro existe, además, una heterogeneidad tecnológica, y de capacidad de gestión, y por ello se advierte un dualismo fuerte en el sector, en el sentido que es un sector moderno, competitivo, con alta tecnología, insertado en los mercados internacionales, por una parte, y por otra, hay vastos sectores que no lo están, y que evidencian importantes carencias.


Señaló que la mayoría del sector productor de la pequeña agricultura, esta orientada a la producción de alimentos y básicamente al mercado interno, existen pocos encadenamientos y no se aprovechan las oportunidades de acceder a los mercados. Agregó que el 40% de la ganadería bovina está en manos de la pequeña agricultura y así sucesivamente, existiendo muy poca articulación por el déficit de tecnología, capacidad de gestión e inserción.


Enseguida se refirió a la institucionalidad de la Fundación que dirige, señalando que su estructura actual data del año 1994, oportunidad en que se le da el mandato de convertirse en una Fundación que impulse la transformación y modernización del sector.


Relató que al inicio del FIA, se generaron diversos programas, entre los cuales destacó el  Programa Olivos, se trajo a expertos israelitas, españoles, e italianos y se determinó los lugares, variedades, etc., induciendo un programa, que hoy cuenta con 8 mil hectáreas. Añadió que lo mismo se ha realizado con la ovejería de leche, flores y frutales de nuez.



Manifestó que al aparecer el Fondo de Innovación para la Competitividad, y la idea de Chile como potencia alimentaria, la Fundación definió nuevas estrategias, planteando la transformación de FIA en una agencia de fomento e innovación a nivel del sector, ya que se constató que el sector por su dispersión, diversidad y extensión, requiere tratamiento especializado.



Precisó que FIA no es un organismo ejecutor, su labor es la de cofinanciar, apoyar, efectuar transferencias tecnológicas  e inducir proyectos, siendo el INIA quien ejecuta los mismos.


Enseguida, se refirió al proyecto de ley que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, aseverando que FIA no puede quedar al margen de esta institucionalidad, puesto que debe tener un rol de apoyo a la innovación en un sector de recursos renovables de alto potencial de desarrollo. 


Aseveró que en el proyecto de ley en estudio no le cabe rol alguno al  Ministerio de Agricultura, como tampoco al FIA.


En el contexto del proyecto los recursos que pueden asignarse regionalmente se entregan a CORFO, a CONICYT y a centros científicos de excelencia, señalando que éstos últimos tienen una connotación precisa, y que nada se dice de los centros tecnológicos, como tampoco de  FIA, CIREN, INFOR e INIA.


Enseguida, se refirió al artículo 19, solicitando que se faculte a los gobiernos regionales para transferir recursos a FIA, CIREN, INFOR, INIA para impulsar acciones de innovación.


Aseveró el señor Director, que la Fundación FIA, ya está haciendo trabajos con las agencias de desarrollo regional, agregando que en Arica y Parinacota han suscrito un acuerdo estratégico de trabajo y fondos a aplicar del Gobierno Regional y del INIA para hacer concursos regionales específicos, con dineros FIA, y dineros del Gobierno Regional, mediante  concursos abiertos, tarea que continuará en la Región de Magallanes y en las Regiones Cuarta y Novena. 


Respecto a la institucionalidad que crea el proyecto, afirmó que la expresión de las regiones no está debidamente representada, agregando que se establece un camino indirecto, consistente en que la región asigna los fondos y se los traspasa al nivel central, y este nivel central lo vuelve a regiones.


En relación al Fondo de Innovación que el proyecto propone crear, señala que estará constituido por los recursos que actualmente se asignan más los dineros provenientes del Impuesto Específico a la Minería, lo que implica que todas las asignaciones pasarán por la Secretaría Ejecutiva del Ministerio de Economía, la que centralizará toda la labor y, en consecuencia, todas las asignaciones sectoriales quedarán supeditas a lo que diga esa Cartera.



El Honorable Senador señor Orpis, señaló que comparte las afirmaciones  del Director de FIA, respecto a las aprensiones del tema de las regiones y de los recursos regionales.


Añadió que en la Comisión hay una propuesta distinta a la del Gobierno, que es aquella que él mismo planteó junto a los Honorables Senadores señores Cantero, Gómez y Prokurica,  que apunta al aspecto institucional, a los recursos y a la descentralización.


Enseguida, requirió información sobre qué garantías se solicitan cuando se otorga financiamiento a un proyecto determinado.


Al respecto, el Director de FIA, señaló que hay muchos resultados que justifican por sí sólo la existencia de FIA,

 
Respecto de la gestión del INIA, aseveró, que el año 2006 tuvo siete auditorias, tres de la Contraloría, tres del Ministerio y otra privada, destacando que en todas la Fundación fue muy bien evaluada.


En cuanto a los recursos del Impuesto Específico que se transfirió señaló que al momento de transferir los mismos a los consorcios tecnológicos, éstos deben entregar una boleta de garantía por las cuotas que pagarán y suscribir un pagaré, luego se va efectuando el canje  a medida que se pagan las cuotas y se aprueban los informes.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó si cree que se le puede sacar mayor provecho a la estructura y cómo puede participar FIA en la estructura que crea el proyecto.


Sobre el particular, el Director de FIA señaló que se está ante una gran oportunidad, aseverando que se requiere intervenir más directamente, particularmente, en el mundo de la pequeña y mediana agricultura.



Uno de los aspectos a considerar dice relación con la manera de regionalizar esta Fundación, afirmando que FIA debe conectarse con las Regiones, ya que cuenta con las redes mundiales, conexión con los otros Fondos, mirada estratégica, estimando que su aporte es importante para las  regiones con vocación agroalimentaria


El Honorable Senador Vásquez se refirió a la afirmación contenida en la exposición que señala que “el grado de formalización de la pequeña y mediana agricultura es muy bajo, solo el 27% tributa y de éste porcentaje el 70% lo hace mediante renta presunta”,  y luego consultó si FIA ha hecho algún estudio para solucionar este tema, ya sea por la vía de formalizarlos o de eliminar requisitos, ya que de lo contrario el tema se torna un circulo vicioso en el que no se progresa en absoluto.


Señaló el señor Director que la Fundación no ha realizado estudios al respecto, afirmando que tiene la impresión que sería más conveniente, desde el punto de vista económico, que dichos sectores tributaran mediante contabilidad simplificada.

- - -


El Director Ejecutivo del  Centro de Investigación Minera y Metalúrgica CIMM, señor Sergio Villegas señaló que el Centro nació durante el Gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva, en Agosto de 1970, como una respuesta nacional a la necesidad de transferir y adaptar mejores prácticas internacionales a la Minería de Chile. 


Las principales empresas y organismos del sector, así como de la cooperación internacional, aportaron para fundar esta corporación de derecho privado. 


Agregó que el año 1998 y como parte del proceso de modernización del Centro, se creó la filial CIMM Tecnología y Servicios S.A., con la finalidad de separar las actividades comerciales para la Minería Nacional. 


Enseguida, se refirió a la misión del CIMM, señalando que éste  se dedica a satisfacer las necesidades de la industria minera nacional en el ámbito científico tecnológico, para alcanzar los objetivos de desarrollo del sector.


Para ello, el trabajo se orienta a la generación de información científica acerca de los efectos del cobre en sus múltiples usos, elaborando políticas y la implementación de normativas transparentes. 


Este aporte científico está orientado a alimentar las políticas tanto públicas como de la industria, para la defensa del cobre y sus productos en los mercados internacionales. 


Otro rol que le cabe, agregó, es el de coordinar, promover y consolidar los esfuerzos de ciencia y tecnología, para la formación y consolidación de la Red Científica y Tecnológica Nacional para el sector minero. 


Afirmó que el Centro es el único laboratorio de referencia en América para medir toxicidad en aguas, suelos, grados de contaminación de nuestros químicos, afirmando que para tal labor se rige por los patrones y protocolos de Naciones Unidas, de la Unión Europea y de la European Quimical Group.


Además expresó que se está trabajando en la  coordinación de proyectos a nivel nacional e internacional en el desarrollo de investigación e innovación tecnológica. También se está incentivando la participación conjunta en proyectos públicos y privados en coordinación con SONAMI, particularmente en las regiones.


Manifestó que, asimismo, no realizan tareas centralizadas, con excepción del trabajo de laboratorio, y en términos tecnológicos se participa con la respectiva Universidad regional y con la Sociedad Nacional de Minería y los organismos públicos pertinentes;  en ese sentido el Ministerio de Minería ha solicitado  que se trabaje con el ámbito universitario y con el sector privado. Finalmente, acotó,  realizan propuestas y asesorías a solicitud de las autoridades nacionales para la generación de políticas y criterios en materias orientadoras de investigación e innovación científicas y tecnológicas

- - -

El Director Nacional del Instituto de Investigaciones Agropecuarias, señor Leopoldo Sánchez, señaló que en una visión muy breve se puede indicar que el INIA es una Corporación de Derecho Privado, que depende del Ministerio de Agricultura, y está dirigido por un Consejo formado por representantes del sector público y privado; y es de carácter bastante transversal desde un punto de vista político.

El INIA, agregó, cumple el rol de un instituto científico-tecnológico, y desarrolla su función en dos etapas de creación y de transferencia tecnológica. La opción tecnológica la asume la empresa, lo que tiene matices, dependiendo de qué se entienda por innovación. Manifestó que el Instituto, por innovación, entiende la posibilidad de crear algo nuevo mejorando el sistema productivo.

Enseguida expresó que esta Institución es la más potente en materia científico tecnológica del agro en Chile, lo que se expresa en el alto grado de calificación académica de sus funcionarios, la excelencia de sus recursos humanos unido a la infraestructura, tales como campos experimentales, laboratorios de alta tecnología, distribuidos regionalmente.

El señor Sánchez expresó que los procesos de innovación y de productividad de largo plazo se encuentran insertos en las cadenas y “cluster”, indicando que el Consejo para la Innovación identifica once cadenas y el Instituto se encuentra en seis de ellas, entre las que destacó el sector frutícola primario, alimentos, porcicultura, avicultura y  acuícola; asimismo, aunque no los ha priorizado dicho Consejo, también se contempla el desarrollo en el área de ovino y bovinos.

Agregó que existe una inserción en las regiones, con vinculación a los centros regionales de investigación y desarrollo, de CONICYT, los Gobiernos Regionales y los centros tecnológicos regionales. También se apoya la innovación en otros sectores adicionales como silvicultura y minería del cobre, esto último por fitorremediacion como técnica de descontaminación de suelos.

En consideración a la innovación agrícola la meta de Chile es constituirse en potencia agroalimentaria, como desafío asumido por el Gobierno, en la próxima década se quiera alcanzar un per cápita de 25.000 dólares, y hoy día Chile se encuentra en el lugar 17 de los países productores de alimentos. Con un crecimiento de 5,8%, a diez años se plantea estar entre los 10 principales productores si se mantiene la tendencia.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Navarro, el Director del INIA, precisó que este proceso no considera la producción pesquera.

Enseguida señaló que el mejor desempeño, en el sector agrícola, actualmente lo tiene Nueva Zelandia, pero ha tocado techo porque prácticamente no tiene más superficie.

Luego manifestó que cinco de los once cluster identificados tienen relación directa con la agricultura, y dentro del estudio elaborado por el Consejo para la Innovación en 13 de los 31 analizados, es decir el 45% de los sectores tienen alguna relación con la agricultura. Por ello se puede aseverar que el sector agrícola es el que tiene el mayor potencial de crecimiento en la mayoría de las regiones del país, sobre la base de la innovación. En el caso de la Séptima Región el 70% de su PIB es agrícola. 

Hizo presente que la aplicación de procesos de innovación y de tecnologías ha significado que en cítricos se han reducido costos de producción entre 20 a 50%, en un horizonte de tiempo entre 15 y 20 años; aumento en el caso de nogales con rendimiento de hasta un 300%; incremento  de hasta 50% en el rendimiento de trigo, arroz, papas, cebada y cultivos tradicionales que ocupan una gran superficie agrícola e impactan en cerca de 400.000 hectáreas. En consecuencia, señaló, hay un impacto medible y bastante certero del efecto que tiene el trabajo del INIA.

Luego se refirió al carácter público de esta organización encargada de la investigación en el área agraria, expresando que el Estado debe tener una responsabilidad muy importante en cuanto a la innovación, aspectos tales como fallas de mercado, insuficiente apropiabilidad, desarrollo de conocimientos no protegidos y formación de sistemas de producción y técnicas agrícolas, entre otras, también las barreras de acceso a la información y al uso de tecnología, asimismo, el alto costo que obliga a economías de escala como sucede con la investigación genómica. Otro aspecto es que se trata de programas de largo plazo y, en consecuencia, es mayor el grado de incertidumbre.

Asimismo, la investigación tiene un alto grado de intangibilidad, sobre todo al comienzo, por lo que no resulta atractivo a veces para sectores privados.

El señor Sánchez puso de relieve que el INIA es el actor principal en el proceso de innovación en el sector agrícola y, sin embargo, no existe un representante de este Instituto en ninguna de las instancias que aborda el proyecto que se propone al tratamiento del Congreso Nacional. Indicó luego que quienes acceden de modo directo son CONICYT, CORFO con costo de transacción no menores, operadores directos, Universidades del Consejo de Rectores; Centros de Excelencia, añadiendo que respecto de éstos, no existe claridad en relación al concepto. 

En cuanto al INIA es un centro científico y tecnológico, pero los “centros de excelencia” se centran en actividades científicas, el INIA se centra en cualquier problema científico vinculado al desarrollo agrícola. No incluyen dichos centros la transferencia tecnológica, el INIA en cambio sí la incluye. 

Agregó que la propuesta que formulan es integrar en el Consejo Nacional de la Innovación para la Competitividad a un representante de los generadores de conocimiento para la innovación, ello implica una norma objetiva que no se refiere de modo explícito a la organización que él dirige. Además proponen incorporar a los representantes de la agricultura en las distintas instancias que creará esta ley, básicamente el Comité de Ministros por la Innovación. Y, finalmente, incluir a los institutos tecnológicos como órganos que puedan acceder directamente a fondos de innovación para competitividad.

- - -

La Jefa del Departamento de Planificación y Gestión Estratégica, del Instituto de Fomento Pesquero (IFOP), señora Viviana Soto, expresó que en el último periodo el Instituto ha tenido varios cambios y readecuaciones.

Señaló que es una institución que ya tiene varios años y se originó como un Instituto CORFO y ha tenido cambios en su misión, actualmente cumplen la tarea de elaborar y proveer los antecedentes técnicos y las bases científicas para la regulación de las pesquerías y la acuicultura y la conservación de los medios y los recursos hidrobiológicos y ecosistemas.

Expresó luego que es de interés del Instituto convertirse en un referente científico y técnico de la investigación pesquera y acuícola nacional que aporte los elementos para la decisión orientada para el uso sustentable de los recursos hidrobiológicos.

En relación al financiamiento y la operación manifestó que tienen una particularidad, similar al INIA, en cuanto reciben fondos directos de la Subsecretaría de Pesca para el cumplimiento de las funciones públicas, tal como la regulación; y, los demás fondos se obtienen mediante captura a través de proyectos de investigación. La asignación de recursos alcanza al 59.5% y los restantes fondos son de generación propia.

Consultada por el Honorable Senador señor Vásquez expresó que el Instituto prácticamente no recibe fondos provenientes del Impuesto Específico a la Minería.

Indicó luego que están organizados  con un órgano colegiado superior que es el Consejo Directivo, compuesto por tres Consejeros CORFO, uno de SONAPESCA, un representante de SHOA (Armada) y uno del INACH. El instituto lo dirige un Director Ejecutivo.

Los funcionarios de IFOP son alrededor de 400, que varía por los proyectos que se están desarrollando y por los observadores científicos.

Agregó que el buque Abate Molina es administrado por el Instituto y es la plataforma para la realización de investigación científica, siendo de propiedad de la Subsecretaría de Pesca.

Señaló que otra área importante es el programa de evaluación y seguimiento de áreas de manejos bentónicos, donde existe un modelo de gestión e investigación para la situación de pesquerías bajo régimen de áreas de manejo.

Enseguida puso de relieve que los proyectos INNOVA se refieren principalmente a aspectos de salud hidrobiológica.

En cuanto a la salud hidrobiológica el Instituto “está abocado a estudios de prevención, control y erradicación de enfermedades; estudios de identificación de agentes patógenos y sus efectos; diseño de métodos de diagnóstico; evaluación de elementos terapéuticos y tratamientos; y estudios aplicados a la protección del patrimonio genético y de la biodiversidad.”.

Manifestó luego que el problema más urgente hoy para el IFOP es el de la institucionalidad pesquera y acuícola del país. Para IFOP, que es un Instituto CORFO, el problema es no encontrarse inserto claramente en la institucionalidad pesquera del país. Hoy día la investigación es rol de la Subsecretaría de Pesca, pero ella no lo realiza sino que lo encarga al IFOP. A ello se agrega el Fondo de Investigación Pesquera (FIP) que también les encarga realizar investigación.

Finalizó señalando que para el IFOP la propuesta legal en estudio requiere, en primer lugar, una clara definición de cuál será la institucionalidad pesquera del país. Es importante, agregó, determinar la naturaleza jurídica del IFOP, si se mantendrá o no como Corporación de Derecho Privado.

- - -


El Rector Víctor Pérez Vera, Vicepresidente Ejecutivo del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, CRUCH, expresó que las Universidades del CRUCH estiman que han tenido poca participación en la discusión, en el nivel del Ejecutivo, de las Políticas de Ciencia, Tecnología e Innovación. Por esta razón, el Consejo ha decidido promover un debate nacional con vistas a generar consensos sobre las estrategias que debiera tener el país para convertir los nuevos conocimientos en herramientas de desarrollo. 


Luego se refirió a los siguientes aspectos:


1. De la Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad


La Sociedad del Conocimiento plantea la existencia de un nuevo paradigma el cual requiere ser incorporado mediante un conjunto de transformaciones necesarias y de envergadura en distintos sistemas, tales como los sistemas de educación y de capacitación, y los de ciencia y tecnología. También, es conveniente considerar que el conocimiento, en sus distintos ámbitos, tiene una frontera móvil, es decir, los bordes de cada disciplina se están moviendo, expandiéndose, y cualquier diseño debe tener clara conciencia de ello.


Agregó que el proyecto de ley procura colocar la ciencia y la tecnología como componentes de la innovación para la competitividad, en una ubicación central en las políticas de desarrollo. El Sistema Nacional de Innovación tiene que ser un esfuerzo de construcción de la sociedad, y no solamente gubernamental; es decir, dicho sistema emergerá, gradualmente, de las acciones inducidas y asumidas por cada actor desde su propio espacio, sea éste institucional, sectorial o territorial.


Lo que se requiere, aseveró, es la definición de un rumbo estratégico junto con la creación de un contexto que facilite y propicie un gran número de acciones convergentes desde distintos actores involucrados en la tarea sistémica. Por cierto, mientras se parta del supuesto que para hacer todas las acciones requeridas es necesario tener una estrategia general escrita y, posiblemente una entidad planificadora y coordinadora de todo el proceso de reforma, concluyendo que el nuevo diseño necesita de principios organizativos novedosos que lo sustenten.


Enseguida, señaló que es conveniente aprender de los países exitosos, añadiendo que el Estado es el iniciador y el gran animador de las políticas orientadas a promover el emprendimiento. Implica una alta inversión en Universidades y en educación, y la creación de mecanismos y fondos conducentes a fomentar la relación Universidad-Empresa. Junto a esto, es necesario, a largo plazo, que la empresa o el sector productivo fije la agenda en esta materia. Una vez que esa alianza tripartita se pone en marcha y se consolida, se incrementan las inversiones privadas y terminan por desplazar a los fondos estatales como principal fuente de inversión. Hay un desafío educacional que implica potenciar el talento y que también es responsabilidad compartida. Es necesario fortalecer la formación de profesores y levantar la investigación educacional.


Hizo presente que le asiste la duda en relación al resto del conocimiento, vale decir las humanidades, las artes y las ciencias sociales que en el proyecto son ajenas a la idea de innovación para la competitividad, aseverando que, por el contrario, ellas podrían ayudar a hacer la diferencia. 


2. Posibles caminos para un esfuerzo conjunto a favor de I+D.


Luego manifestó que para que la Innovación más el Desarrollo (I+D) se convierta en una verdadera fuerza impulsora del proceso de desarrollo del país se requiere de políticas de Estado que contribuyan a generar una cultura amigable con la innovación  y el emprendimiento, a focalizar y a conectar bien los esfuerzos de los diversos actores, a que la educación promueva el talento humano, a que las empresas modifiquen radicalmente su oferta de valor y tengan una mirada de largo plazo, y a que el sistema universitario cuente con recursos de personas e infraestructura para alcanzar la capacidad necesaria para contribuir activamente a una transformación del país, todo ello dentro de una adecuada descentralización en la determinación de las prioridades. 


Reiteró que es urgente aumentar, a la brevedad, la inversión del Estado en Universidades mediante incentivos eficientes que permitan contar con instituciones de primer nivel y categoría, y con una diversidad territorial apropiada de polos académicos universitarios. Es imperioso, asimismo, avanzar en un programa nacional de formación de recursos humanos: enviar al exterior, desarrollar buenos doctorados en el país, promover la inserción de doctores en el sector productivo.


3. Observaciones específicas respecto del proyecto de ley:


En cuanto a la formulación de la estrategia de innovación señaló que ella debe ser flexible y susceptible de ser debidamente evaluada y, por eso mismo, estima  que el fondo de la cuestión en este punto, radica en que se está planteando una estrategia de innovación, diseñada para un período de 12 años, con revisiones y ampliaciones en todo momento que diluirán en el tiempo la medición de logros. 


Agregó que le llama la atención que la estrategia esté contenida en un Decreto Supremo, el cual sólo se puede revisar cada cierto tiempo y después de una prolongada vigencia. Las ventanas de oportunidades presentes en el cambio tecnológico son sucesivas y distintas y, en un mundo globalizado, están fuertemente influenciadas por el desenvolvimiento de las grandes empresas de carácter mundial. ¿No sería mejor, entonces, generar desde el principio una estrategia de innovación acotada, por ejemplo 10+2 años, evaluable, cuantificable en sus resultados y efectos, con un principio y un fin? Así pues, se podría pensar mejor qué hay que considerar para los próximos 10, cuando se tenga, a nuevos actores, otros escenarios, apuestas diferentes.


Por otra parte, señaló el señor Vicepresidente Ejecutivo del CRUCH es necesario consignar cuán conveniente es para los propósitos perseguidos, contar con mecanismos más participativos y cooperativos en la formulación de esta política, más allá de los espacios informales que puedan darse desde el Consejo de Innovación.



Respecto al Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, aseveró que se le atribuyen competencias muy importantes, tales como la de asesorar al Presidente de la República en todos los aspectos relacionados con las políticas de innovación, incluyendo en ello la ciencia y la formación de recursos humanos especializados. Advirtió que le llama la atención que se limite dicha función asesora al Presidente de la República y no se considere el rol que le cabe a poderes del Estado, como al legislativo. También preocupa que no se aborde y esclarezca a quien le corresponde asumir el componente de información que un sistema de este tipo requiere, ya que más que una coordinación central fuerte, es necesario imaginar la existencia de canales de información con datos bien estructurados y homogéneos, a través de los cuales sea posible supervisar el funcionamiento de redes complejas integradas por entidades muy diferenciadas y que gozan de amplia independencia.


En opinión del Consejo de Rectores, deben contemplarse ciertos requisitos mínimos  para que la nueva institucionalidad opere adecuadamente:


i) Participación y representatividad de los principales actores de ciencia, tecnología e innovación que asegure un fuerte compromiso nacional con las políticas y su implementación.


ii) Capacidad de acceso y de interrelación entre las autoridades de la nueva institucionalidad con las más altas autoridades de la Nación, para poder desempeñar mejor sus funciones de asesoría y coordinación.


iii) Vínculos operativos con las principales Instituciones y agencias del Estado que ejecutan acciones de desarrollo en ciencia, tecnología e innovación.


iv) Vínculos con instituciones autónomas de reconocido prestigio en la materia, que realicen estudios atingentes a la generación de políticas y estrategias nacionales para el desarrollo en ciencia, tecnología e innovación, y,


v) Generación y análisis de la información sobre la que se fundamente las políticas: capacidad del país en ciencia, tecnología e innovación, inversiones en este campo (proyectos, formación, equipamiento, interacción Universidad-Empresa) y evaluaciones de esta inversión.


Manifestó que la composición del Consejo propuesta por el proyecto no cumple con el requerimiento de participación de los actores, afirmando que las universidades son entidades relevantes en el sistema y que no están institucionalmente representadas.  Añadió que a propósito de las observaciones que planteó el CRUCH al reglamento del Programa de Financiamiento Basal para Centros de Excelencia, se les manifestó que existía interés en incorporar a las universidades pertenecientes al organismo al Consejo, señalando enseguida que la indicación sustitutiva retrocede  en esta materia, puesto que en el proyecto original se consideraba un miembro del Consejo elegido en base a una terna propuesta por el Consejo de Rectores, en tanto que en la propuesta actual se considera un “docente de reconocida trayectoria y experiencia en formación de capital humano y gestión de instituciones de educación superior”.


Continuó señalando que la conformación del Consejo no brinda un espacio suficiente para la inclusión de otros actores que han sido o pueden ser relevantes en la investigación y el desarrollo tecnológico en el país. A vía de ejemplo, expresó que no se incorpora a actores privados cuyas acciones presentes y futuras, más éstas últimas, pueden ser determinantes para la agregación de nuevas tecnologías en las cadenas de valor. Llama la atención, asimismo, que el aparato institucional público relacionado con las regiones, tanto de nivel central como en el regional, no tenga presencia en el Consejo. Así como la Subsecretaría de Desarrollo Regional debiera formar parte del Comité de Ministros, en el Consejo debiera encontrarse una forma de representación de los gobiernos regionales. El acceso a la innovación y a las nuevas tecnologías, afirmó,  es parte del desarrollo armónico del país, de allí la importancia de una apropiada presencia regional.


Acotó que quienes integren el Consejo en calidad de expertos, debieran tener una alta preparación académica y experiencia en investigación o desarrollo tecnológico.


Asimismo, señaló la conveniencia de reducir el período de duración de los consejeros, puesto que un Consejo con las características propuestas en la iniciativa,  requiere gran dinamismo, nuevas ideas, nuevas percepciones, capacidad para corregir visiones, agregando que un período de 6 años genera inercias, lo que es contrario a lo esperado para este Consejo.


Enseguida, el señor Vicepresidente Ejecutivo del CRUCH se refirió a las incompatibilidades que afectan a los miembros del Consejo, indicando que se debe ser cuidadoso ante eventuales conflictos de interés que éstos puedan tener. En tal sentido, aclaró, es preferible aplicar el criterio de una incompatibilidad total con la participación en proyectos con financiamiento estatal directo o indirecto.


A continuación, se refirió al Comité de Ministros para la Innovación, expresando que la conformación de un Comité de esta naturaleza ayuda a una apropiada articulación en las instancias públicas de nivel central y está en consonancia con un aparato público moderno. Agregó que una instancia de coordinación como la propuesta requiere de una estructura de apoyo, sobre la cual nada se dice en el texto, afirmando que sería conveniente establecer mediante ley ciertos criterios para definir tal estructura, v.gr., estar dotada de una conformación liviana, de alto nivel técnico y resguardada de sesgos sectoriales o de cualquier otra naturaleza. 


Afirmó que una posible alternativa a una estructura como la ya descrita sería la creación de una entidad ad-hoc, de nivel ministerial, encargada de la promoción y desarrollo del sistema de innovación en el país, como por ejemplo, un Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación.


Respecto al Fondo que se propone crear para fomentar la competitividad, busca coordinar las demás instancias públicas existentes en el ámbito del financiamiento de la investigación, sin aclarar la manera cómo los objetivos propios de estos últimos (por ejemplo, investigación científica de cualquier área no vinculada a aplicaciones prácticas o competitividad) serán recogidos por el Fondo de Innovación para la Competitividad.


Luego se refirió al monto mínimo de los recursos asegurados para el Fondo de Innovación para la Competitividad, el que debe considerar un aumento real de los recursos que se invierten actualmente en investigación fundamental, aplicada y desarrollo tecnológico, contemplando  mecanismos que garanticen la existencia y el nivel de financiamiento de programas que, actualmente, tienen un papel determinante en áreas de interés, como ocurre con el sostenimiento de una plataforma de financiamiento basal, que es fundamental para el desarrollo del conocimiento, en un sentido más amplio, en las instituciones universitarias tradicionales. 


A continuación, aseveró que el procedimiento que vincula al Fondo de Innovación con los Gobiernos Regionales y Programas Regionales, no contempla mecanismos que aseguren las contrapartes financieras de nivel regional. Asimismo, tampoco contempla la retención de tales fondos en la región respectiva, si el nivel de ejecución anual es insuficiente.


Hizo hincapié en la necesidad de cuidar la transparencia y competitividad del sistema, evitando las asignaciones discrecionales, y en tal sentido, señaló la conveniencia de reestudiar los artículos 17 y 19, referido el primero, a transferencias a instituciones, y, el segundo, a la transferencia a terceros de los recursos asignados a los gobiernos regionales, añadiendo que es importante especificar las transferencias para focalizar esfuerzos y conocer con claridad meridiana el destino de los fondos.


Puso de relieve la falta de definición de los Centros Científicos Tecnológicos de Excelencia, a los que se refiere la iniciativa, preguntándose quién los acredita y quién define su excelencia, agregando que éste es en un concepto inexistente, y que los  Centros, de cualquier índole, deben tener la categoría de usuario de recursos, sin privilegios, concursando abiertamente. 


Señaló que le parece inadecuado se asimilen estos Centros con las universidades, lo que es de suyo discutible porque son realidades no comparables.


4. Consideraciones finales.


A modo de conclusión, el señor Rector, manifestó que la generación de una Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación requiere un trabajo constante de muchos actores que conozcan una diversidad de temas en profundidad, añadiendo que tales grupos pensantes debieran informar permanentemente al Consejo sobre los grandes tópicos que interesan al país. 


Agregó que en el CRUCH  se ha propuesto una serie de Programas Nacionales en los grandes temas, por ejemplo, un Programa Nacional para Recursos Humanos; un Programa Nacional de Investigación en Fuentes de Energía;  otro, en Ciencias del Océano; otro, en Problemas de Salud del Adulto Mayor; otro en Acuicultura, otro en Cambio Climático y Desertificación, otro en Sociedad y Equidad. 


Enseguida, expresó que una decisión de esta naturaleza es claramente estratégica y sobre ella debe haber un amplio acuerdo, señalando que un país como el nuestro que ha creado un Ministerio de Energía y de Medio Ambiente, debiera considerar alguno de los  temas mencionados entre sus prioridades. 


Indicó que es preocupante que las definiciones sobre los “clusters”, sean un mero ejercicio intelectual, puesto que los nuevos recursos provenientes del FIC, incluidos en el Proyecto de Presupuesto para el año 2008, se inviertan exclusivamente en los ocho “clusters” definidos con la asesoría del Boston Consulting Group.


Concluyó su intervención señalando que es necesario contar con un Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación en el que Empresas, Universidades y Estado trabajen coordinadamente con una estrategia definida y concordada al interior de la sociedad chilena. 

- - -

El Presidente de la Fundación Chile señor Oscar Guillermo Garretón, manifestó que la Fundación Chile es una corporación privada, sin fines de lucro, fundada el año 1976,  mediante un acuerdo entre el Gobierno de Chile y la International Telephone and Telegraph (ITT) a la cual se sumó el año 2005 la empresa BHP Billiton.

Agregó que su misión es la de aumentar la competitividad de los recursos humanos y de los sectores productivos y de servicio, promoviendo y desarrollando  para el país innovaciones de alto impacto, transferencia tecnológica y de gestión.

Mencionó, enseguida, como los principales hitos o experiencias en lo treinta años de existencia de la Fundación el aporte directo a la economía chilena, que ha alcanzado un valor de más de $ 2.000 millones; la creación de nuevas industrias tales como la del salmón y el arándano, que son líderes a nivel mundial e introducción del concepto de innovación como elemento central de la competitividad 

Destacó  las diversas  áreas en las que realiza sus labores, a saber: recursos marinos, agro-negocios, forestal, capital humano, medio ambiente, energía, y tecnologías de información y comunicación.

Adicionalmente, señaló el señor Garretón, la  Fundación prioriza tecnologías transversales en biotecnología, tecnologías ambientales, química fina,  tecnologías de información, ingeniería financiera y tecnología en alimentos.

Luego mencionó los siguientes proyectos de excelencia que realiza la entidad, que utilizan la innovación tecnológica y el conocimiento:

- en materia de agro-negocios puso de relieve los programas de biotecnología en fruta, especialmente en las Regiones Sexta y Séptima, fundamentalmente carozos resistentes al pardeamiento y harinosidad.
- respecto a la educación  se está experimentando con un Modelo para el Mejoramiento de la Gestión de Establecimientos Educacionales, el que ha sido utilizado en ocho escuelas con bajos puntajes SIMCE.

- en capital humano, el Proyecto de Desarrollo de Competencias Laborales, que define estándares de competencia para trabajadores que se desempeñan en funciones claves dentro de los principales sectores productivos del país. A la fecha se ha certificado la competencia laboral de más de 25 mil trabajadores de 40 empresas distintas, pertenecientes a 15 sectores productivos.

- en Medio Ambiente: la gestión de riesgos ambientales de operaciones mineras, en alianza con Suecia.

- en agroindustria: ingredientes vegetales para consumo humano  animal, destacando las exportaciones de arroz calidad Premium a Brasil y China.

El Presidente de la Fundación destacó como proyectos sobresalientes los que se mencionan a continuación:  el Cultivo de salmones (X Región), el Procesamiento y distribución de carne al vacío (IX Región); el Control de calidad en frutas (Valle Central); Consorcio de tecnologías forestales (VIII Región); Centro para la Producción Limpia (Metropolitana y Regiones); la  Producción de queso de cabra gourmet (Metropolitana y IV Región); Producción de muebles de exportación (IX Región); Criadero de lenguado y locos (Regiones IV y V); la Producción de Bayas (IX Región); Estándar de Competencias Laborales (a nivel nacional); la Gestión de Granjas y Agricultura / Cadenas de Ganado (Regiones V y IX); Educación (educarchile.cl) (Nacional); Securitización Forestal (Regiones VI, VII y VIII) y Nuevos Alimentos para Salmones (Oleotop) (IX Región)

Luego se refirió a la participación internacional de la Fundación Chile, señalando que se encuentran asociados a los principales centros internacionales de tecnología y ciencia, destacando en energías renovables la asociación con Finlandia, Suecia, Alemania y Nueva Zelandia; en agrotecnología con España y Estados Unidos; en cuanto a cadenas de valor de alimentos, resaltó a Nueva Zelandia, Francia y Estados Unidos; en cobre y derivados, mencionó a Australia y Estados Unidos.

Concluyó refiriéndose al  Modelo de la Fundación Chile, señalando que sus rasgos primordiales son la alianza pública – privada, orientada al mercado; la existencia de redes como activo fundamental para la creación de valor y el escalamiento de proyectos y la creación de empresas para diseminar la innovación.

- - -


El Honorable Senador señor Vásquez señaló la necesidad de oír la opinión de las Fuerzas Armadas, de Orden y de Seguridad Pública, respecto del proyecto de ley en estudio, como asimismo conocer las actividades  que cada una de sus ramas realizan en las áreas de la  tecnología e innovación, afirmando que en la mayoría de los  países desarrollados éstas son  pioneras en los ámbitos mencionados.


El Director de Operaciones del Ejército, General de Brigada señor Jorge Fuenzalida, expresó que el desarrollo de la ciencia y de la tecnología ha sido consustancial a la actividad del Ejército desde que la Institución nació, añadió que  a fines de los años noventa el Ejército elaboró un catastro de las actividades que realiza en estos ámbitos, luego de lo cual acordó aumentar sus competencias, iniciando un proceso de mejoramiento de su masa crítica. 


En tal contexto, el Ejército estableció contacto con algunas universidades, lo que le ha permitido un desarrollo de su capital humano, logrando sus Oficiales Jefes Superiores y Generales la obtención de magísters y doctorados, los que, actualmente, se dedican fundamentalmente a la búsqueda del desarrollo científico y tecnológico de la Institución.


Agregó que el Ejército mantiene un sinnúmero de redes de trabajo con distintas organizaciones y universidades del país para el desarrollo de temas abiertos, que sirven no sólo a la Institución, sino que constituyen un valioso aporte a la comunidad, señalando, a vía de ejemplo, el  estudio del comportamiento del ser humano en altura, que se aplica a quienes trabajan en condiciones de extrema altitud, lo que ocurre especialmente, en las regiones Primera, Segunda, Tercera y Cuarta; el estudio del trabajo en ambientes de alta contaminación por partículas en suspensión, la búsqueda del agua, y otros homologables para todos los ciudadanos.


Enseguida, el Director de Desarrollo Tecnológico, Coronel Yaksic se refirió al Sistema de Desarrollo Tecnológico del Ejército, el que tiene  por finalidad lograr un salto cuántico para  colocar al Ejército en un nivel acorde con el siglo XXI, en relación a las fuerzas militares. Lo anterior, agregó, implica entender que los sistemas de armas, y sus sistemas asociados obligan a disponer de un conocimiento tecnológico adecuado, no sólo para operar sino que para que éstos tengan la debida vida útil. 


Luego aludió a la dimensión funcional del ejército, que considera los siguientes aspectos: planificar, preparar, accionar y apoyar.


En el ámbito de la planificación -donde se sitúa el Estado Mayor General del Ejército- , que asesora al mando institucional en el proceso de toma de decisiones, se encuentra inserta la tecnología como una Dirección más, lo que permite accionar hacia todas las demás funciones, puesto que la tecnología es transversal a todas las funciones institucionales.


Señaló que en los últimos diez años, la Institución, a través del Comando de Institutos y Doctrinas CIDOC, ha desarrollado 256 investigaciones en el ámbito tecnológico; en el Centro de Estudios e Investigaciones Militares ha generado 41 investigaciones; en el Comando de Industrias Militares e Ingeniería, donde está radicada la  industria militar, ha generado 45 investigaciones tecnológicas, y en el Comando de Telecomunicaciones del Ejército, donde está radicado informática y telecomunicaciones propiamente tal, ha generado 40 investigaciones tecnológicas.


Las señaladas investigaciones se han desarrollado a través de diferentes investigadores, añadiendo que, actualmente, el Ejército cuenta con 641 Oficiales de Estado Mayor; 234 Oficiales Ingenieros Politécnicos, 166 Magisters y 5 Doctores en los niveles tecnológicos de comunicaciones, informática, mando y control, aeronaves, químicos y explosivos, etc. 


Destacó como las investigaciones más relevantes a las siguientes: a) Sistema de Gestión y Entrenamiento ante Situaciones de Emergencia,  que es un sistema iniciado hace diez años, que se ha ido perfeccionando y al que ha integrado a otros actores del quehacer nacional, como la Universidad Católica del Norte, permitiendo que todos los actores involucrados en un proceso de toma de decisiones producto de catástrofes naturales, actúen con apoyo de sistemas para resolver los problemas a nivel comunal, provincial y regional, tanto a nivel público como privado; y b) Desarrollo de la Unidad de Defensa Química, Biológica y Radiológica, que protege a la población de un riesgo producto de dichos  agentes.


Enseguida se refirió a los proyectos en evaluación, reiterando que todos ellos son de uso dual, destacando el de Purificación y Desalinización de Aguas que permitiría disponer de agua potable en el norte del país, utilizando energías alternativas para el proceso de las plantas, relatando que el prototipo se experimenta, en la actualidad, con la Universidad Internacional de Florida, la Universidad de Los Andes y otros organismos. 


Concluyó señalando que el Ejército dispone de la capacidad para desarrollar ciencia y tecnología, que las mismas se han desarrollado a lo largo del tiempo, y que son transversales y pueden cubrir distintos ámbitos del quehacer nacional.


El Contralmirante señor Federico Niemann, Subjefe del Estado Mayor de la Armada, se refirió al aporte de la Armada de Chile en el ámbito de ciencia y tecnología y al desarrollo científico, y a las entidades que las realizan.


Refirió que las tecnologías disponibles en los mercados internacionales no necesariamente pueden ser adaptadas a las condiciones reales y particulares de nuestro país y de la Armada, y es por ello que la Institución ha desarrollado la capacidad de reingenierizar o crear en el ámbito científico.


Señaló que gran número de las tecnologías que son propias de la Armada en los vectores de Defensa y Marítimo, tienen aplicaciones directas en el ámbito civil, al igual como lo expresó anteriormente el representante del Ejército de Chile.


Enseguida, se refirió a la labor del Servicio Hidrográfico y Oceanográfico de la Armada (SHOA), que recibió el Premio Nacional de Ingeniería año 2007, que otorga el Colegio de Ingenieros de Chile AG, principalmente por los trabajos en el ámbito de proyectos científicos con contribución al desarrollo nacional, mencionando entre sus principales productos estratégicos las cartas y publicaciones náuticas; alerta a la comunidad en caso de maremotos y tsunamis; navegaciones con fines científicos y de investigación; la representación del Estado ante los organismos internacionales,  y la provisión de la señal horaria para todo el territorio nacional.


Agregó que, originalmente, el principal producto  del organismo era la carta de navegación en papel, señalando que con el avance de la tecnología se ha desarrollado la carta de navegación electrónica, cuyo prestigio es de tal magnitud que ha sido reconocida, a la par,  por el Servicio Oceanográfico e Hidrográfico de Gran Bretaña.


Luego, el señor Subjefe del Estado Mayor de la Armada hizo mención a las cartas de inundación, expresando que la última realizada  corresponde a la Región de Aysén, entregada recientemente al Ministerio del Interior.


Destaco la labor que realiza en los campos de hidratos de gas, iniciado el año 2002, afirmando que la Armada se encuentra trabajando  en la zona central en el área de mayor concentración de gas, entendiendo que en el futuro esta área puede transformarse en una de las soluciones energéticas para el país.


Enseguida, el Contralmirante señor Niemann señaló algunas de las tareas, en el ámbito de la innovación, que realizan los Astilleros y Maestranza de la Armada ASMAR, refiriendo que la entidad  es el principal astillero del país, el que se vincula permanentemente con la innovación tecnológica, destacándose en dos quehaceres relevantes, la reparación, y la construcción naval.


Manifestó que el área de la reparación naval se encuentra acreditada por astilleros alemanes para certificar el refit de los submarinos, lo que los convierte en competidores de astilleros europeos; en tanto que, en el área de la construcción naval, mencionó, la construcción en el año 1998 del transporte de pasajeros y carga “Aquiles”, el cual en situaciones de emergencia se transforma en el buque de apoyo humanitario de la Armada de Chile.


Luego mencionó a la Dirección de Proyectos de Inversión y Desarrollo de la Armada, DIPRIDA, creada en 1960, que es la depositaria de la capacidad de investigación, destacando los  proyectos que ha desarrollado en relación con el mejoramiento de la capacidad de exploración en la Zona Económica Exclusiva, en la cual a la Institución le compete no sólo resguardar la vida humana, sino que, además, vigilar el ingreso de naves pesqueras foráneas, para lo cual ha desarrollado un radar de baja potencia y otro VHF básico.


Añadió que el radar VHF, que tiene una incidencia mínima en el ámbito ecológico, y que permite con cuatro de estos instrumentos ubicados en el norte del país, alcanzar el extremo sur del territorio, añadiendo que los mismos no pretenden reemplazar a los aviones sino que son un complemento de ellos y que operan a un costo notoriamente más bajo.


Luego se refirió al Área de Prevención de Tsunamis, explicando que  para ello se utiliza una boya, que es un artefacto anclado en el fondo del mar, y que en el evento que se produzca un terremoto  por movimiento de la placa tectónica genera un movimiento  de la columna de agua que se propaga en el mar, siendo censado por la boya. Aseveró que la información es transportada vía satélite al SHOA, donde se analiza para determinar si efectivamente habrá o no un maremoto.


Enseguida,  el Director de Racionalización y Desarrollo de la Fuerza Aérea, General de Brigada (A), señor Luis Ili Salgado afirmó que la misión de la Institución es la de defender a la República mediante el control y explotación del espacio aéreo, participar en la batalla de superficie,  y apoyar fuerzas propias y amigas, con el propósito de contribuir a los objetivos estratégicos  que la le fija la Política Nacional de Defensa.


Refirió que la Fuerza Aérea visualiza la innovación tecnológica como un instrumento que permite al país contar con ingenios construidos en Chile, de acuerdo a la responsabilidad social que le compete, entregando un aporte real y tangible al desarrollo de la Nación.


Enseguida, señaló los principales proyectos de innovación que está desarrollando la Fuerza Aérea:


-Sistema de Simuladores de Entrenamiento. Afirmó que simultáneamente a la adquisición de los aviones F-16, la Institución compró sistemas de simulación de primera tecnología y envió a sus ingenieros a capacitarse, aseverando que producto de ello, se pueden replicar estos simuladores con personal propio.


Asimismo, manifestó que el  proyecto está concebido para desarrollar en conjunto con la industria nacional y con la comunidad universitaria, un sistema que permita la interconexión de simuladores de diferente naturaleza, con todos los beneficios económicos y de operación que de ello se deriva.


-Proyecto Sistema Integrado Nacional de Teledetección SINAT, el que permitirá brindar información geoespacial actualizada, precisa y coherente con los requerimientos del país.


Al respecto, señaló que el desarrollo del proyecto está a cargo del Servicio Aéreofotogramétrico, aseverando que éste se constituirá en un banco de información geoespacial concreto y actualizado del Estado, que estará a disposición de las organizaciones e instituciones civiles y militares que requieran para su gestión información territorial de calidad, puesto que el sistema está concebido para las más diversas aplicaciones de tipo productivo, medioambiental  y militar.


- Sistema Satelital para Observación de la Tierra. Indicó que el país no cuenta con un sistema de observación y monitoreo capaz de proveer información actualizada sobre la superficie del territorio nacional y/o vecinal.


Agregó que la presencia de Chile en el contexto espacial es mínima, lo que margina al país de las futuras decisiones en el uso militar y civil del espacio exterior, añadiendo que su implementación permitirá posicionar a Chile entre las naciones con participación activa en el uso del espacio exterior, a la vez que entregará a las organizaciones académicas y gubernamentales una herramienta valiosa y de bajo costo para la investigación, estudio y planificación. 


El  Director de Racionalización y Desarrollo de la Fuerza Aérea, concluyó su intervención señalando que la iniciativa en estudio es de vital importancia para las Fuerzas Armadas, afirmando que tal como está concebido el proyecto presenta ciertas dificultades para la incorporación del sector de la Defensa Nacional al Sistema Nacional de Innovación para la Competitividad.



El General de Carabineros señor Gerardo González, expresó que el Plan Estratégico de la Institución ha considerado la fusión de las unidades que realizan tecnología, para lo cual se creó el Departamento de Tecnologías de la Información en las Comunicaciones,  que sirve transversalmente  a toda la Institución. 


Refirió que el señalado Departamento de Tecnologías de la Información concentra toda la actividad  en la  materia, con el propósito de homologar al gobierno electrónico, lo que asegura un mejor desempeño de la Institución en cuanto a la liberación de personal, puesto que la automatización posibilita redestinar recursos que se orientaban al área administrativa a otras labores de relevancia.


Agregó que lo anterior, permite  la variable de competitividad con otras policías a nivel internacional, así como la variable de seguridad, que tiene incidencia en los Tratados de Libre Comercio que nuestro país ha suscrito.



Afirmó que la acción tecnológica de la Institución se ha orientado, en primer término, al desarrollo de las metodologías policiales que tienen por finalidad hacer más eficientes los recursos, de modo de establecer ciertos parámetros que permiten evaluar la forma  en que Carabineros de Chile cumple con la función de prevención.



Destacó la creación e implementación de una Metodología de Evaluación de Proyectos de Infraestructura y Equipamiento, que permite optimizar la rentabilidad social en el desarrollo de determinados proyectos de inversión en cuarteles y equipamiento policial.


Luego se refirió al proyecto más reciente, cuál es la Medición de la Calidad del Servicio que entrega Carabineros de Chile a la Comunidad, el que a través de ciertos indicadores de control de gestión permite establecer la productividad de todos los planes cuadrantes, como asimismo  la productividad individual y colectiva de cada integrante de la institución que se desempeña en las señaladas tareas.  


Agregó el General señor González que en asociación con la Universidad de Ciencias de la Informática se ha desarrollado un software para la predicción del delito, atendiendo el número de habitantes y el componente histórico de los delitos en un determinado sector, el que actualmente se encuentra en fase de plan piloto en una unidad de la Región Metropolitana. 


En el ámbito de las tecnologías, prosiguió, la institución policial se ha planteado diversos desafíos, uno de los cuales es lograr conectividad total a nivel nacional, agregando que actualmente posee una red nacional de transmisión de datos  y telefonía IP, a través de 1.164 cuarteles en el país.


Destacó que el desarrollo de software relativos a la automatización es generado con ingenieros, analistas y programadores de la Institución, lo que se traduce en un gran ahorro de recursos, y que permitirá extender la automatización de los procedimientos policiales a todas las unidades del país.


Asimismo, se refirió a otro programa en desarrollo, la Comisaría Virtual, que permitirá a los ciudadanos acceder, por la vía de Internet, a comisarías para realizar trámites tales como la obtención de certificados de residencia, y que redundará en una disminución del público que concurre a los cuarteles y comisarías, lo que permitirá redestinar personal a otras funciones, especialmente aquéllas referidas a la pronta atención de las víctimas de delitos.


Concluyó expresando que una Institución con el dinamismo que requiere Carabineros de Chile, sin tecnología no podría alcanzar éxito alguno en su misión.


El Jefe del Departamento de Planificación de la Policía de Investigaciones Comisario señor Víctor Lucero, destacó la relevancia del tema afirmando que para una Institución de carácter científico-técnico como es la Policía de Investigaciones de Chile, inmersa en un proceso continuo y sostenido de modernización, la discusión acerca de la iniciativa reviste la mayor trascendencia.


Añadió que la sensación de seguridad es prioritaria para cualquier proyecto del ser humano,  y que ésta no puede comprenderse en toda su extensión si no se asocia al desarrollo, la gobernabilidad democrática, el respeto al imperio de la ley y a los derechos de las personas.


Continuó el Comisario señor Lucero afirmando que en el contexto señalado, la innovación, que en su visión amplia significa adaptarse para obtener una capacidad de respuesta ante un entorno complejo y en permanente cambio, representa una visión sistémica de los individuos y las organizaciones.


Agregó que los cambios políticos, sociales, culturales y tecnológicos conllevan una redefinición  de las instituciones públicas y, en particular, de las policías para mantener la seguridad y la justicia que hacen posible el bienestar  de las personas y la concreción del proyecto país.


Luego señaló que en el año 2004 la Policía de Investigaciones  comenzó la segunda etapa de su modernización, promoviendo cambios  de importancia en la cultura laboral, el desarrollo tecnológico, y la actualización de habilidades y competencia de su personal.


Luego se refirió a los avances en las siguientes áreas de servicios: Investigación Criminal, Prevención Estratégica y Control Migratorio, Seguridad Internacional, y Seguridad Pública y Ciudadana.

En el área de la Investigación Criminal, aseveró que el año 2006 la Policía de Investigaciones obtuvo éxito en el 44, 8% de los requerimientos formulados por el Ministerio Público, a la vez que se hizo cargo de más del 56,8% de las órdenes de investigar,  y del 55 % de los requerimientos de investigación necesarios para el esclarecimiento de crímenes.


También destacó  el proceso de acreditación a cargo del Laboratorio de Criminalística Central, cuyo principal objetivo es acreditar un sistema de seguridad basado en la norma ISO 17.025, que permitirá mejorar aún más la calidad, transparencia y credibilidad de las pericias.


En el ámbito de la Prevención Estratégica refirió que la Jefatura  Nacional de Criminalística pretende, en el período 2007-2008, concretar la adquisición de microscopios de barrido electrónico y la implem{entación de un Centro de Documentación Forense.


Relató que una de las amenazas más serias para la seguridad de Latinoamérica es el narcotráfico, añadiendo que en el año 2006 la Institución fue responsable del 73,4% de la droga incautada a nivel nacional, aseverando que el plan de innovación del área antinarcóticos apunta a crear una base de datos a nivel nacional, que permita contar con una plataforma centralizada e interconectada de análisis de información a través de todas sus unidades.


A lo anterior, señaló el Comisario señor Lucero se suma un sistema de vigilancia, seguimiento y rastreo, y la adquisición de detectores de sustancias que permitan identificar aquéllas adheridas a superficies,  objetos o personas,  a fin de verificar si a través de ellos se ha transportado una sustancia ilícita o destinada a elaborar droga.


En lo que atañe al Control Migratorio y Seguridad Internacional, refirió que se está ejecutando un programa a nivel nacional, denominado Sistema Integrado de Control Fronterizo, a objeto de unificar los sistemas de control en todos los pasos fronterizos del país, mediante la incorporación de nuevas tecnologías que permitan verificar en línea la identidad de las personas y la autenticidad de sus documentos de viaje.  Agregó que el programa se está ejecutando a nivel piloto en Chacalluta, Primera Región  y en la frontera norte con el Perú.


Respecto de la Seguridad Pública y Ciudadana destacó la creación de un observatorio de buenas prácticas que permite la identificación y transferencias de experiencias exitosas, en los ámbitos operativos, administrativos y de vinculación con la comunidad, lo que posibilita un aprendizaje organizado y contínuo sobre la base de la gestión del conocimiento.


En relación al proyecto de ley en estudio, el Comisario señor Lucero afirmó que la Institución observa con interés la creación de un Fondo de Innovación para la Competitividad, y el perfeccionamiento del marco institucional que articulará la estrategia nacional  sobre la base de objetivos concretos y su necesaria evaluación en el tiempo.


Añadió que la Institución coincide con la asignación de los recursos que establece el proyecto de ley, afirmando que el rol subsidiario del Estado debe tender a corregir fallas de mercado que impidan que el sistema público genere por sí solo los niveles de innovación requeridos.


Expresó que las áreas que el proyecto establece como parte del Sistema, esto es los campos de la ciencia, la investigación aplicada, el emprendimiento innovador, la formación de capital humano especializado y el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología, constituyen una interesante oportunidad para completar instancias de transferencias tecnológicas para la investigación  aplicada, como ocurre en el área de la criminalística. 


Finalmente, el Comisario señor Lucero destacó el énfasis que la iniciativa otorga a la transferencia tecnológica, la que se presenta como una oportunidad para la entidad, solicitando que los Laboratorios de Criminalística sean considerados dentro de los Centros Científicos y Tecnológicos de Excelencia, puesto que sus actividades se enmarcan  en dicho concepto.

- - -


En sesión celebrada el día 23 de enero de 2008, el Ministro de Economía señor Hugo Lavados señaló que teniendo como objetivo aprobar la idea de legislar, debe incorporarse  dentro de la discusión particular del proyecto dos aspectos relevantes.



El primero, afirmó, guarda relación con la forma en que se destinarán los recursos a regiones, entendiendo que cuando se habla de “recursos destinados a regiones”, se hace referencia a aquéllos que son de decisión de la propia región, ya que  casi el 80% de los proyectos y de los recursos son destinados y desarrollados en ellas. 


No obstante lo anterior, señaló que el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados, consideró un 25% para regiones, señalando que el Ejecutivo está dispuesto a incrementar ese porcentaje, siempre que sea destinado a innovación.


En segundo término, el señor Ministro de Economía, aludió al porcentaje que se distribuirá entre Regiones  Mineras y no mineras, destacando que el proyecto aprobado en el primer informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología también considera una distribución que el Ejecutivo está dispuesto a flexibilizar, en términos que permitan aseverar que la distribución del FIC será equitativa.


Manifestó que no es fácil compatibilizar las visiones que existen entre representantes de regiones mineras y representantes de otras regiones, señalando que si bien es cierto los recursos provienen de este Impuesto Específico a la Minería, las demás regiones  del país también están involucradas en el esfuerzo de innovación. 


Por último, enfatizó que los recursos no van a ser mayores o menores por la existencia del FIC, aseverando que la gran diferencia radica en que la creación del FIC permite la posibilidad de asignación y de decisión regional de los recursos, ya que en la actualidad se debe transferir los recursos a las instituciones ejecutoras tradicionales, lo que no se traduce en una mejor distribución regional.


Concluyó, señalando que se ha considerado la posibilidad de destinar una parte de estos recursos, incluso a nivel de macro regiones, a un Programa de Formación de Recursos Humanos de Alto Nivel, ya que se ha constatado que existe un déficit de capacidades de recursos humanos, en diversas áreas, situación que también genera dificultad para presentar proyectos con factibilidad de ser aprobados. 

Sobre el particular, la señora Subsecretaria de Hacienda afirmó que el Ejecutivo se ha reunido, sistemáticamente, con esta Comisión desde el año 2006, aseverando que desde el punto de vista del Ejecutivo, es necesario, que se vote en general el proyecto, y de esta manera analizar y  discutir las diversas opiniones que se han planteado al interior de las Comisiones Unidas.


Añadió que los puntos planteados por el señor Ministro son centrales, y de trascendental importancia para lograr una estrategia de crecimiento a largo plazo, cambiando una política de carácter neutral a una selectiva. 


Luego, el Honorable Senador señor Orpis señaló que es preciso efectuar, previamente, una negociación con las zonas mineras, para determinar qué es lo razonable en un proyecto de ley de esta naturaleza.


Aseveró que no advierte una voluntad para generar esa negociación, agregando que efectivamente ha habido sesiones regulares de las Comisiones Unidas, en la que se han planteado distintas posiciones, existiendo un alto grado de inflexibilidad.


Afirmó que un tema tan trascendente para las Regiones Mineras, si es que existe voluntad para ello, debe resolverse antes de la aprobación en general del proyecto, manifestando que no está disponible para que se efectúe la votación sin que, previamente, se realice tal esfuerzo.


A su vez, el Honorable Senador señor Gazmuri,  expresó que es preciso aprobar la idea de legislar, aún cuando entiende que hay cuestiones no resueltas en esta formulación, aseverando que coincide con el planteamiento del señor Ministro, en el sentido que hay disponibilidad para aumentar el porcentaje de recursos que serán de decisión regional, agregando que se debe establecer un justo equilibro entre las regiones mineras y no mineras, ya que la innovación es un tema de país.


El Honorable Senador señor Núñez, afirmó visualizar una conciencia en el Ejecutivo respecto de la precariedad de las Regiones Mineras, cuyos recursos naturales no son renovables, y que mediante la inversión o gasto en innovación  se evitará la tragedia sufrida en siglos anteriores cuando se agotaron o sustituyeron el hierro, el carbón y el salitre.


Agregó que la institucionalidad actual es insuficiente y caótica, expresando que no es fácil saber cuál  es el ámbito de competencia de cada una de las entidades ejecutoras y cómo se postula a los fondos y programas que ofrecen, añadiendo que también se debe fortalecer a los actores implicados en el tema y que, en los aspectos señalados, espera un mayor énfasis de parte del Gobierno.


El Honorable Senador señor Vásquez señaló que este proyecto de ley está referido solamente a los fondos públicos que se destinarán al Sistema Nacional de Innovación para la Competitividad, agregando que, recientemente, ha entrado en vigencia la ley N °20.241, que establece un incentivo tributario para la inversión privada en investigación y desarrollo,



En la última sesión,  celebrada el 17 de abril de 2008, el señor Ministro de Economía, don Hugo Lavados realizó una propuesta concreta, respecto a ciertos contenidos generales del proyecto de ley en estudio, agregando que se refiere a aquéllos que han suscitado mayor debate y controversia.


Puntualizó que tales aspectos dicen relación con el incremento anual del Fondo de Innovación, con los usos a que se destinarán los recursos del mismo, el porcentaje del Fondo que será de decisión regional, y por último, una breve reseña sobre la institucionalidad.


Agregó el señor Ministro que el Fondo de Innovación, que existe sólo como una asignación del Ministerio de Economía en la Ley de Presupuestos, experimentará un incremento anual y sostenido del 15%, con lo cual al año 2025, se  duplicará  el porcentaje del PIB destinado a innovación


En relación al uso del Fondo señaló que fundamentalmente se propone su utilización exclusiva en el cofinanciamiento de proyectos de innovación o que contribuyan a facilitarla,  Este uso puede incluir actividades de investigación y desarrollo, transferencia tecnológica, innovación propiamente tal, en los términos que habitualmente se entiende, que puede consistir en  introducción en el mercado de nuevos productos o servicios, modelos de negocios o sistemas de comercialización. Asimismo, considera la generación de bienes públicos necesarios o habilitantes para la innovación.


Reitero que sin ser una enunciación exhaustiva, es preciso que se consigne qué se entenderá  por programas o proyectos que significan apoyo a la innovación o generación de capacidad para desarrollar esta actividad, añadiendo que también es necesario apoyar proyectos para desarrollar capacidades en los ámbitos señalados, tales como formación de capital humano de alto nivel, investigadores, expertos en gestión de la innovación, centros de investigación y  desarrollo.


Luego, el señor Ministro de Economía indicó que la propuesta considera un aumento del 25% al 30% en la proporción del FIC que será de decisión regional; dichos recursos serán reasignados a nivel nacional o regional en caso que no sean utilizados, en la oportunidad que se convenga posteriormente. Agregó que tal proporción se podrá aumentar, gradualmente, en la medida que exista evidencia respecto a la  capacidad de gasto efectivo en los temas específicos de cada región.


Respecto a la propuesta institucional, manifestó que recogiendo los aportes que se han planteado en la discusión parlamentaria, se incluye un cambio de denominación del Ministerio de Economía,  por el de Economía e Innovación, a objeto de esclarecer la responsabilidad gubernamental en la promoción de la innovación.


Enseguida, aseveró, que la proposición consagrará el Comité de Ministros para la Innovación como una instancia colegiada al más alto nivel, presidido por el Ministro de Economía e Innovación, que será el encargado de formular la política  y coordinar la implementación, así como de establecer las prioridades de la inversión  pública en la materia, particularmente, la realizada a través del FIC.


Añadió que el Subsecretario de Economía e Innovación será el Secretario Ejecutivo del Consejo de Ministros.


También la propuesta considera ampliar la composición del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, incorporando representantes de las universidades, centros de investigación y gremios, precisando su rol como entidad asesora  para la formulación de la Estrategia Nacional de Innovación, que es a largo plazo, y para efectuar el seguimiento de la ejecución de dicha Estrategia.


Finalmente planteó el perfeccionamiento de CONICYT y CORFO, estableciendo un Consejo Directivo, de manera de mejorar la forma cómo estas Agencias Ejecutoras  se sujetan a las políticas y prioridades definidas por el Consejo de Innovación y, a nivel de programas específicos, a lo definido por el Comité de Ministros.


El Honorable Senador señor Prokurica afirmó que, previo a la votación en general del proyecto, es preciso aclarar ciertos puntos, puesto que la proposición del señor Ministro es distinta a la de su antecesor.


Afirmó que entiende que la propuesta pretende separar los recursos de la innovación tecnológica de aquéllos provenientes del Impuesto Específico, entendiendo que ello significaría que el Fondo se integrará en la Ley de Presupuestos de la Nación.


Enseguida, señaló que el 30% de decisión regional que se propone es aún bajo, ya que no obstante admitir que la capacidad para desarrollar e implementar proyectos es escasa en regiones, ésta es una de las carencias que debiera abordarse por esta vía, puntualizando que se debe generar las condiciones y mejorar las capacidades regionales para realizar proyectos, contribuyendo así al fortalecimiento de la regionalización.


Concluyó señalando que estos recursos deben aumentarse, no necesariamente para proyectos, sino que para atraer profesionales y crear condiciones que hagan atractivas a las regiones. Asimismo, manifestó que es importante determinar la participación de los privados, no sólo a través de la presencia de los gremios, sino que buscando, a otros actores.


Consideró prioritaria la participación dentro del Consejo de Innovación de representantes del sector de la Defensa Nacional, arguyendo que en todos los países, y particularmente en aquéllos países desarrollados, las Fuerzas Armadas constituyen un pivote en el área de la innovación y dejarlas al margen sería una pérdida para nuestro país.



En relación al Sistema Nacional de Innovación, el Honorable Senador señor Orpis consultó qué porcentaje se financia por intermedio de la Ley de Presupuestos, y qué porcentaje con la recaudación del  Impuesto Específico.



Enseguida se refirió a la institucionalidad  del Consejo de Innovación que se propone, afirmando que independiente del aumento de sus integrantes, le parece que el hecho de plantearlo como un ente asesor lo debilita.


Aseveró que el Consejo de Innovación  puede tener discrepancias con el Comité de Ministros, el que ciertamente tendrá una visión de más corto plazo, pudiendo éste último hacer tabla rasa de su política y estrategia, ya que quién toma las decisiones es el Consejo de Ministros.


Concluyó reiterando la necesidad de reforzar al Consejo Asesor y establecer ciertas restricciones a la amplia independencia que tendrá el Consejo de Ministros.


El Ministro de Economía, don Hugo  Lavados afirmó que conforme a nuestro ordenamiento constitucional, no es posible vincular determinados ingresos fiscales al uso de ciertos recursos, sean o no renovables.


Agregó que el Fondo que se propone crear posibilita el apoyo a las acciones de innovación, desde la investigación básica hasta la realización de acciones directas a las empresas, así como otorgar el apoyo para la creación de capacidades habilitantes, lo que se entrega a través de distintos mecanismos. 

Expresó que se ha diseñado el Fondo de Innovación para la Competitividad (FIC) como una manera de lograr en mejor forma y de manera más rápida estos recursos, reiterando que no se está proponiendo la creación de dos Fondos.


Añadió que el Supremo Gobierno se compromete a incrementar el Fondo que se crea en un 15% anual, pero que no pueden existir dos Fondos, ni menos vincular los ingresos que produce un determinado impuesto con el gasto que se está realizando.


Por su parte, el Honorable Senador señor Prokurica aseveró que si el financiamiento del FIC se considerará anualmente en la Ley de Presupuestos, es dable preguntarse donde van los recursos provenientes del Impuesto Específico a la Minería.


Por su parte, el Honorable Senador señor Vásquez señaló que la Constitución Política de la República permite que determinados impuestos tengan asignaciones específicas de carácter regional, afirmando que podría ocurrir que la totalidad o una parte de lo recaudado por concepto de Impuesto Específico se destine a regiones.


Enseguida, el Honorable Senador señor Orpis señaló que durante la discusión de la Ley de Presupuestos llegó a la conclusión que la totalidad de los recursos que se asignan a innovación provienen de lo recaudado por concepto de la aplicación del Impuesto Específico, lo que, en la práctica, afirmó ha significado que el Gobierno no comprometa recursos adicionales.


Agregó que con el precio actual del cobre, los recursos para innovación sólo están compuestos por lo que aporta el Impuesto Específico y, en definitiva, todo se financia con cargo a ello, reiterando que en este aspecto es necesaria la máxima transparencia.


El Honorable Senador señor Gazmuri manifestó que a su entender las Comisiones Unidas están tratando de llegar a un principio de acuerdo para sobre estas bases aprobar la idea de legislar y, posteriormente, efectuar la discusión particular del proyecto.


Afirmó que coincide con las bases del acuerdo, en el entendido que se creará un Fondo que se incrementará anualmente en un 15%, de manera que estima necesario que esta idea se ponga en conocimiento del Ministerio de Hacienda para que sea considerado en la formulación del presupuesto para el año 2009. 


Añadió que le parece razonable que se eleve el porcentaje de decisión regional al 30% del total del Fondo, instando para que se eleve aún más y se llegue al 40%.


En lo que atañe a la institucionalidad, afirmó que si bien comparte la idea de que el Consejo de Innovación sólo puede tener carácter asesor, ya que no es compatible con nuestra institucionalidad que se le otorgue un rol ejecutivo, coincidió con quienes afirman que debe fortalecerse el rol del  Consejo.


Prosiguió el Honorable Senador señor Gazmuri, señalando que los modelos de países exitosos en materia de innovación como Singapur, Nueva Zelandia y Finlandia consideran la existencia de estos Consejos pero con un mayor grado de autonomía, ya que proponen la inversión e incluso cuentan entre sus facultades con la función de evaluar.


Finalmente señaló que las entidades ejecutoras como CONICYT y CORFO deben depender solamente del Ministerio de Economía e innovación.


El Honorable Senador señor Cantero señaló que es preciso retrotraerse a la génesis de este proyecto, oportunidad en que se tuvo presente que las Regiones Mineras explotan recursos naturales no renovables y que, en consecuencia, había que otorgarles sustentabilidad para su desarrollo.


Enseguida expresó que le parece adecuado establecer que los recursos del Fondo de Innovación para la Competitividad se incrementen anualmente en un 15%, hasta llegar a los niveles de países desarrollados, sin embargo solicita se explicite que el señalado incremento será con cargo a Rentas Generales de la Nación, de manera que, en el futuro, no se eleve la tasa del Impuesto Específico para alcanzar tales porcentajes.


Continuó señalando que es preciso que los recursos del Fondo puedan destinarse a áreas diferentes a la del desarrollo, tecnología e innovación, agregando que, en su opinión, no divisa motivo para que los fondos no puedan aplicarse en el área de las ciencias sociales y humanas.


Abogó para que se entienda que el desarrollo no sólo dice relación con la ciencia y la tecnología, sino que  es más amplio y tiene que ver con la dimensión del ser humano y de la sociedad.


Luego, el Honorable Senador señor Cantero se refirió a la institucionalidad a que alude la propuesta del señor Ministro, afirmando que es necesario cautelar la independencia de sus miembros, para lo cual no sólo se debe considerar a representantes de instituciones, universidades u otras entidades que, eventualmente, pueden responder a intereses corporativos, como ocurrió recientemente en la Comisión Nacional de Acreditación de la Educación Superior.


Asimismo, afirmó que es preciso otorgarle coherencia a la estructura institucional, atendida las numerosas y disímiles entidades que la componen, lo que se traduce en la aplicación de criterios distintos y contradictorios en la materia.


Consultó cómo se pueden conjugar los elementos de la estrategia de innovación si no se sabe de qué manera dialogará el nivel central con el regional, aseverando que en la discusión particular del proyecto volverá sobre cada uno de estos puntos.


El Honorable Senador señor Navarro expresó que la estructura que se propone, especialmente el Comité de Ministros, se asemeja a la del Comité de Ministros de CONAMA, afirmando que en esa instancia se aprueban los proyectos que le interesan al Gobierno y no aquéllos que técnicamente son viables.


Continuó señalando que una instancia como la aludida debe ser dotada de la debida autonomía y estabilidad, puesto que la dependencia del Comité de Ministros respecto del Presidente de la República es excesiva y, por la misma razón, es fácil caer en la tendencia a hacer proyectos de corto plazo.


Luego se refirió a las Agencias Regionales de Desarrollo Productivo, afirmando éstas se han limitado a administrar lo que ya existía debido a que carecen de recursos humanos y financieros para desarrollar su labor. 


Agregó que en este diseño institucional, en el cual la investigación y el desarrollo son claves, las Agencias Regionales de Desarrollo Productivo deben tener un rol definido, puesto que por intermedio de ellas se recoge la voz de las regiones en torno al desarrollo productivo.


El Honorable Senador señor Vásquez señaló que la propuesta del señor Ministro de Economía ha recogido una parte importante de los distintos sectores y de las diversas visiones de los integrantes de las Comisiones Unidas, agregando que ha habido discusiones de carácter territorial, otras en torno al tema institucional, y que él ha sido contrario a la integración del Consejo por la vía de las personalidades, puesto que configuraría distorsiones y dificultades con actores importantes de la sociedad.


Aseveró que el actual Consejo de Innovación para la Competitividad ha tenido un sesgo economicista, dejando de lado a las universidades, a las Fuerzas Armadas y de Orden, y a organismos del sector privado que realizan innovación con recursos públicos, los cuales han sido exitosos, citando a vía de ejemplo a la Fundación Chile, en la industria del salmón.


Enseguida, afirmó que en el Consejo Asesor deben estar considerados todos aquéllos organismos o entidades que realizan investigación basal, aplicada o no, transferencia tecnológica o formación de capital humano en cualquier área, incluyendo, por cierto, a las ciencias sociales, instando al Ejecutivo a que considere estos planteamientos en la discusión particular del proyecto. 


Continuó el Honorable Senador señor Vásquez expresando su conformidad por el incremento del 15% anual de los fondos del FIC, aseverando que este crecimiento exponencial constituye una garantía para la concursabilidad y financiamiento de proyectos.


Agregó que ésta es la oportunidad para dotar de estructura regional al Sistema Nacional de Innovación para la Competitividad, señalando que en las Agencias Regionales de Desarrollo Productivo hay un atisbo de institucionalidad, la que deberá consagrase legalmente, considerando la debida flexibilidad para que estas Agencias sean funcionales y se adapten a la realidad de cada Región.


Luego, el  Honorable Senador señor Prokurica afirmó que las intervenciones de los Senadores señores  Cantero y Orpis, han aclarado ciertos tópicos.

Agregó en relación a la propuesta, que ésta le parece mejor que las anteriores, coincidiendo con lo planteado por el Honorable Senador señor Cantero, que el monto del porcentaje de decisión regional debiera ser del 40% y, en lo posible, destinar una parte a la formación del recurso humano. 

Señaló que previo a la votación, es preciso saber qué finalidad se dará a los recursos recaudados por concepto del Impuesto Específico a la Minería, coincidiendo con lo expresado por el Honorable Senador señor Orpis, en cuanto a que, actualmente, existe un impuesto destinado a una región determinada como ocurre con el Fondo de Desarrollo de Magallanes (FONDEMA), creado por la ley  19.725.

El Honorable Senador señor Orpis hizo presente que visualiza dos problemas: uno, el tema de la institucionalidad y otro, el porcentaje de recursos que se destinarán a las zonas mineras y ello no está resuelto. Agregó que debe haber una propuesta nítida, sugiriendo la existencia de dos fondos: uno, para la Innovación, financiado vía Ley de Presupuestos y, otro Fondo para las Regiones Mineras, que se financiaría con los recursos provenientes del Impuesto Específico, afirmando que mientras ello no esté resuelto en la propuesta del Ejecutivo, no está en condiciones de aprobar esta iniciativa.

Al respecto, el Ministro señor Lavados aseveró que el Ejecutivo no ha planteado la existencia de dos Fondos, agregando que no puede asumir un compromiso en cuanto a la creación de otro Fondo destinado al desarrollo especial de las Regiones Mineras, lo que debiera ser materia de otra iniciativa. 

Respecto de algunas observaciones, expresó que el proyecto crea una estructura, una institucionalidad para el Sistema Nacional de Innovación y no sólo para la administración de este Fondo de Innovación, puesto que no tiene sentido referirse a un Consejo, a un Comité de Ministros, o a entidades de ejecución, si sólo se estuviera refiriendo a la administración del FIC.

En otro orden de materias, señaló que es posible dentro del financiamiento que otorga el FIC incorporar aspectos relativos a las ciencias sociales, a vía de ejemplo señaló el estudio de los temas relativos al comportamiento de los consumidores. 

Respecto a la función asesora del Consejo, hizo presente que ésta no es una asesoría en el sentido tradicional, puesto que formula la Estrategia Nacional de Innovación y debe efectuar un seguimiento acerca del cumplimiento de la misma.


- Sometida a votación la idea de legislar, ésta fue aprobada por ocho votos a favor de los Honorables Senadores señores Cantero (dos votos), Flores, Longueira, Navarro, Núñez (dos votos) y Vásquez; el voto en contra del Honorable Senador señor Orpis y la abstención del Honorable Senador señor Prokurica.
 -  - - 

En mérito del acuerdo anterior, vuestras Comisiones Unidas, tienen el honor de proponeros que aprobéis en general el proyecto de ley aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

De la Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad



Artículo 1º.- El Presidente de la República establecerá una estrategia nacional de innovación para la competitividad, en adelante “la estrategia de innovación”, que abarque los campos de la ciencia, la formación de recursos humanos especializados y el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología. Para tales fines deberá considerar la propuesta que le presente el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad.



Artículo 2º.- La estrategia de innovación deberá ser diseñada para un período de doce años, debiendo ser revisada y actualizada cada cuatro años.


La estrategia de innovación y sus actualizaciones serán aprobadas mediante decreto supremo dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que será suscrito además por los ministros de Hacienda y Educación. Los decretos supremos deberán dictarse dentro del plazo de 120 días, contado desde la fecha en que el Presidente del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad presente las propuestas respectivas al Presidente de la República, de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 9° de la presente ley.


El Secretario Ejecutivo del Consejo deberá remitir, de acuerdo al cronograma que establezca el reglamento, una copia de los decretos supremos a que se refiere el inciso precedente a las comisiones de Hacienda, Educación y Economía de ambas cámaras del Congreso Nacional y a la comisión especial a que se refiere el artículo 19 de la Ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.



Artículo 3º.- La estrategia de innovación deberá abarcar, al menos, lo siguiente:



a) Diagnóstico de la posición competitiva del país y sus regiones;



b) Visión de desarrollo de largo plazo;



c) Objetivos estratégicos;



d) Líneas de acción;



e) Metas; y,



f) Criterios de evaluación del cumplimiento de las mismas.

TÍTULO II

Del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad

Párrafo 1°

Naturaleza, Objeto y Funciones del Consejo



Artículo 4º.- Créase el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, en adelante también “el Consejo”, con el objeto de asesorar al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, en todos aquellos aspectos relacionados con las políticas en dicho ámbito, incluyendo los campos de la ciencia, la formación de recursos humanos especializados y el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología; y constituir una instancia de coordinación de las instituciones y de las políticas públicas de innovación para la competitividad.


Artículo 5º.- El Consejo tendrá, en especial, las siguientes funciones:



a) Proponer, cada doce años, una estrategia nacional de innovación para la competitividad, que contenga lo señalado en el artículo 3° de la presente ley;



b) Revisar, cada cuatro años, la estrategia de innovación vigente y proponer las medidas necesarias para su actualización, considerando para tal efecto una evaluación de la estrategia realizada por uno o más organismos internacionales competentes;



c) Proponer, anualmente y de manera fundada, los usos del Fondo de Innovación para la Competitividad, las asignaciones presupuestarias para los restantes fondos públicos orientados al fomento de la innovación, y las transferencias fiscales directas a las instituciones públicas y privadas en dicho ámbito;



d) Proponer iniciativas legales o administrativas orientadas a aumentar la efectividad de las políticas públicas de innovación para la competitividad;



e) Proponer programas y acciones orientados a fortalecer las capacidades regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad;



f) Proponer acciones para difundir la ciencia, la tecnología y la innovación y para sensibilizar a la población, en particular al sector empresarial, acerca de su relevancia para el desarrollo competitivo nacional;



g) Conocer, e informar al público y al Congreso Nacional, acerca del seguimiento y control de la ejecución de la estrategia de innovación que anualmente realice la Secretaría Ejecutiva del Consejo;



h) Conocer, e informar al público, los resultados de las evaluaciones de los programas a que se refiere el artículo 52 del decreto ley N°1.263, de 1975, cuando estos correspondan al campo de la innovación para la competitividad y, de ser necesario, proponer perfeccionamientos a los mismos a fin de darles coherencia con la estrategia de innovación;


i) Establecer instancias de participación en las cuales considere a actores privados y públicos, nacionales y regionales, incluyendo al menos a las instituciones ejecutoras de la política de innovación para la competitividad y a la Subsecretaría de Desarrollo Regional; 



j) Estudiar temas emergentes y tendencias que puedan impactar el perfil competitivo del país; y,



k) Las demás que le correspondan en el cumplimiento de su objeto.



Artículo 6º.- El Consejo estará compuesto por los siguientes siete miembros:



a) Un experto en políticas públicas;



b) Un experto en ciencias;



c) Un empresario con vasta experiencia innovadora;



d) Un experto en políticas de formación de capital humano especializado;



e) Ministro de Hacienda;



f) Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción; y



g) Ministro de Educación.


El Presidente de la República nombrará directamente, previo acuerdo del Senado, al consejero señalado en la letra a) precedente, quien presidirá el Consejo. Los consejeros señalados en las letras b), c) y d) precedentes serán designados por el Presidente de la República a propuesta en quinas, respectivamente, de la Academia Chilena de Ciencias, del conjunto de empresarios que han utilizado en forma exitosa instrumentos de fomento a la innovación de la Corporación de Fomento de la Producción, y del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas a que se refiere el DFL N°2 de 1985 del Ministerio de Educación. El procedimiento de formulación de cada una de las quinas propuestas, así como los requisitos que deban cumplir los consejeros señalados en el presente inciso, deberán sujetarse a lo que para tales efectos determine el reglamento.


Asistirán como invitados permanentes a las sesiones del Consejo, el Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción y el Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, quienes sólo tendrán derecho a voz. 



Artículo 7º.- El consejero señalado en la letra a) del artículo anterior, será designado en su cargo por un período de cuatro años, renovable. Los consejeros señalados en las letras b), c) y d) del artículo anterior serán designados en sus cargos por un período de seis años, renovable por un período adicional. La integración del Consejo se formalizará por decreto supremo dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, el que será suscrito además por los ministros de Hacienda y Educación.



Durante el ejercicio de sus funciones, el consejero señalado en la letra a) del artículo anterior, percibirá una dieta equivalente a dieciocho unidades tributarias mensuales por sesión asistida, pudiendo percibir hasta un máximo de ciento ocho unidades tributarias mensuales dentro de un trimestre. En el caso de los consejeros señalados en las letras b), c) y d) del artículo anterior, la dieta ascenderá a nueve unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, no pudiendo percibir más de cincuenta y cuatro unidades tributarias mensuales dentro del trimestre. 



Para efectos de lo señalado en el inciso precedente se consideran como sesiones las ordinarias, extraordinarias y especiales.



Artículo 8º.- La calidad de miembro del Consejo, respecto de los consejeros a que se refiere el artículo anterior, se pierde por cualquiera de las siguientes causales:



a) Renuncia aceptada por el Presidente de la República; 



b) Inasistencia injustificada a tres sesiones ordinarias consecutivas o a cinco sesiones durante un año calendario; o,



c) Remoción por parte del Presidente de la República, causal que será sólo aplicable al consejero señalado en la letra a) del artículo 6°.



Artículo 9º.- En caso que cualquiera de los consejeros pierda dicha calidad, se procederá a la designación de un nuevo consejero, de acuerdo al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 6° de la presente ley, por el período que restare.



Los consejeros a que se refiere el artículo 7° se encontrarán sujetos a las normas de probidad a que se refieren los artículos 52, 53 y 62 del decreto con fuerza de ley N°1 /19.653, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y a las incompatibilidades a que se refiere el artículo 80 de la ley N°18.834, Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño de cargos docentes y la participación en consejos o juntas directivas de organismos estatales, siempre que estos últimos no administren recursos públicos orientados al fomento de la innovación.



El Consejo deberá reunirse en sesión ordinaria una vez al mes y podrá sesionar de manera extraordinaria de acuerdo con lo que disponga el reglamento. El quórum de funcionamiento será la mayoría de sus miembros, sus acuerdos deberán ser adoptados por la mayoría de sus miembros en ejercicio, y en caso de empate decidirá el voto del presidente del Consejo.



Una vez al año, el presidente del Consejo convocará a una sesión especial en la cual se invitará al Presidente de la República. En la sesión especial que se realice durante los años en que corresponda establecer una nueva estrategia de innovación o una actualización de la misma de acuerdo a lo establecido en el artículo 2° de la presente ley, el presidente del Consejo entregará al Presidente de la República las propuestas del Consejo a este respecto.



Asimismo, una vez al año, el Secretario Ejecutivo del Consejo remitirá un informe acerca del estado de avance en la implementación de la estrategia de innovación, de acuerdo al cronograma que establezca el reglamento, a las comisiones de Hacienda, Educación y Economía de ambas cámaras del Congreso Nacional y a la comisión especial a que se refiere el artículo 19 de la Ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.


Todas las actas de las sesiones del Consejo y las propuestas que éste presente serán públicas.



Artículo 10.- La constitución y el funcionamiento del Consejo se reglamentarán por decreto supremo dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, el que será suscrito además por los ministros de Hacienda y Educación.

Párrafo 2°

De la Secretaría Ejecutiva del Consejo.



Artículo 11.- El Consejo contará con una Secretaría Ejecutiva que le servirá de apoyo técnico y administrativo, la que estará radicada en la Subsecretaría de Economía. Esta Subsecretaría destinará el personal y los recursos que se requieran, con cargo a sus disposiciones presupuestarias. Asimismo, esta Subsecretaría pagará con cargo a los recursos que para estos efectos se consulten en su presupuesto, la dieta que corresponda a los miembros del Consejo, así como la contratación, cada cuatro años, por uno o más organismos internacionales competentes para que realice la evaluación de la estrategia de innovación a que hace referencia la letra b) del artículo 5° de la presente ley.



La labor de Secretario Ejecutivo será desempeñada por el Subsecretario de Economía. Corresponderá al Secretario Ejecutivo del Consejo organizar y dirigir la Secretaría Ejecutiva, realizar las tareas que le encomiende el Consejo y, en general, desempeñar todas aquellas actividades que sean necesarias para implementar los acuerdos del Consejo.



Para el adecuado cumplimiento de las funciones de la Secretaría Ejecutiva, los Ministros de Hacienda y de Educación nombrarán representantes ante la misma, los que se coordinarán en la forma que determine el reglamento.



Artículo 12.- Créase el cargo de Secretario Técnico del Consejo en la planta de la Subsecretaría de Economía, el cual será parte de la planta de directivos con grado 4° E.U.S. y que tendrá el carácter de Jefe de División para todos los efectos legales.

TÍTULO III

Del Fondo de Innovación para la Competitividad



Artículo 13.- Créase el Fondo de Innovación para la Competitividad, en adelante también “el Fondo”, el que tendrá por objeto financiar iniciativas de innovación destinadas a incrementar la competitividad del país y sus regiones. Estos recursos se aplicarán a ciencia, formación de recursos humanos especializados, desarrollo, transferencia y difusión de tecnología incluyendo el fortalecimiento de las capacidades regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad, todo de acuerdo a la Estrategia Nacional de Innovación a que se refiere el artículo 1°.



Todos los recursos serán asignados a instituciones ejecutoras de programas públicos que contemplen un proceso transparente de asignación a beneficiarios finales, preferentemente competitivo, y que estén sujetos a evaluaciones periódicas.



Artículo 14.- El Fondo a que se refiere el artículo precedente estará constituido por:



a) Los recursos que, para este objeto, contemple anualmente la Ley de Presupuestos, y



b) Los recursos aportados por personas naturales o jurídicas, u organismos internacionales que sean recibidos, a cualquier título, para este propósito.



Con todo, el conjunto de los recursos públicos destinados al fomento de la innovación se incorporará gradual y crecientemente al Fondo.



Artículo 15.- El Fondo será administrado por la Subsecretaría de Economía, la cual, de acuerdo con lo que establezca la Ley de Presupuestos de cada año, deberá transferir, mediante convenios, los recursos del mismo a las instituciones encargadas de ejecutar programas públicos en el ámbito de la innovación para la competitividad con las características señaladas en el inciso final del artículo 13° precedente.


Sin perjuicio de lo anterior, en el caso de los convenios que se suscriban con la Corporación de Fomento de la Producción y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, éstos deberán destinar parte de los recursos a la ejecución de programas regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad según lo determine la Ley de Presupuestos de cada año. En estos casos, para disponer de estos recursos estas instituciones deberán suscribir, en conjunto, convenios con uno o más Gobiernos Regionales, obligándose en ellos a un aporte igual a tres veces los recursos con que concurran los Gobiernos Regionales respectivos, hasta completar el total por región establecido en la Ley de Presupuestos.


En todo caso, la Secretaría Ejecutiva del Consejo verificará que los programas específicos considerados en los convenios a que se refiere el inciso precedente sean coherentes con la Estrategia Nacional de Innovación para la Competitividad vigente y tengan por objeto únicamente lo siguiente:



1) Realizar diagnósticos sobre ventajas competitivas, fortalezas y debilidades y estrategias de desarrollo regionales; y/o,



2) Fortalecer las capacidades regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad; y/o, 



3) Financiar proyectos regionales en los campos de la ciencia, la formación de recursos humanos especializados y el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología. 



Con todo, los recursos del Fondo que la Ley de Presupuestos de cada año destine a la ejecución de programas regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad deberán distribuirse regionalmente de la siguiente forma:



1) Un 60% de ellos deberá distribuirse entre aquellas regiones que tengan una participación mayor al 1% en la actividad minera nacional, excluyendo la minería del carbón, petróleo y gas natural. 



Los recursos que se destinen a cada una de las regiones señaladas en este numeral, se determinarán de acuerdo a un indicador construido anualmente como el promedio ponderado de las siguientes variables, donde la primera de ellas se ponderará el cuádruple que la segunda:



a) los porcentajes, reponderados para este conjunto, que para cada región resultan de aplicar lo establecido en el artículo 75° de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, Ley N°19.175; y, 



b) la participación de la actividad minera de cada región en el total de la actividad minera del conjunto de regiones a que se refiere este numeral, excluyendo la minería del carbón, petróleo y gas natural.



2) El 40% restante deberá distribuirse entre aquellas regiones no incluidas en el numeral anterior, de acuerdo a los porcentajes, reponderados para este conjunto, que para cada región resultan de aplicar lo establecido en el artículo 75° de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, Ley N°19.175.



Todas las variables señaladas en el inciso anterior serán determinadas cada año por el Ministerio de Hacienda. El reglamento establecerá el procedimiento para la determinación de las variables y su difusión.



Si al 31 de marzo del año correspondiente existiesen recursos del Fondo que, debiendo ser destinados por la Corporación de Fomento de la Producción o la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica a la ejecución de programas regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad, no hayan sido convenidos con el o los Gobiernos Regionales correspondientes, éstos quedarán disponibles para complementar los convenios vigentes con los restantes Gobiernos Regionales en la proporción que corresponda según el presente artículo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1º transitorio.- Sin perjuicio de lo establecido en el Artículo 7°, en la conformación del primer Consejo a partir de la vigencia de esta ley, los consejeros a que hacen referencia las letras a) y d) del artículo 6° serán designados por un período de dos años, mientras que el consejero a que hace referencia la letra c) de dicho artículo será designado por un período de cuatro años.



Artículo 2º transitorio.- El Consejo deberá elaborar la primera propuesta de estrategia nacional de innovación dentro de los primeros 12 meses siguientes a su constitución. Con todo, dentro de los primeros 6 meses siguientes a su constitución deberá establecer orientaciones para las políticas de innovación para la competitividad, mediante las cuales proponga los usos del Fondo de Innovación para la Competitividad, las asignaciones presupuestarias para los restantes fondos orientados al fomento de la innovación, y las transferencias fiscales directas a las instituciones públicas y privadas en dicho ámbito, así como medidas administrativas tendientes a aumentar la efectividad de las políticas públicas de innovación para la competitividad.



Artículo 3º transitorio.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 14°, la Ley de Presupuestos respectiva deberá destinar al Fondo, en los primeros ocho años de vigencia del mismo, al menos el monto, en miles de unidades de fomento, que se señala en el siguiente cuadro: 

	Año
	Monto 

	1
	2.411

	2
	2.734

	3
	4.007

	4
	4.205

	5
	4.256

	6
	4.256

	7
	4.256

	8
	4.256




Artículo 4º transitorio.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 15°, La Ley de Presupuestos respectiva deberá destinar a la ejecución de programas regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad, en los primeros cuatro años de vigencia del Fondo, al menos los montos por región, en miles de unidades de fomento, que se señalan en el siguiente cuadro: 

	        Año

Región
	1
	2
	3
	4

	I
	51,2
	58,0
	85,1
	89,3

	II
	77,3
	87,6
	128,4
	134,8

	III
	45,8
	51,9
	76,0
	79,8

	IV
	52,3
	59,3
	86,9
	91,2

	V
	44,7
	50,7
	74,2
	77,9

	VI
	51,2
	58,0
	85,1
	89,3

	VII
	38,5
	43,6
	63,9
	67,1

	VIII
	38,9
	44,1
	64,7
	67,9

	IX
	40,8
	46,3
	67,8
	71,2

	X
	43,6
	49,5
	72,5
	76,1

	XI
	46,0
	52,1
	76,4
	80,2

	XII
	33,3
	37,8
	55,3
	58,1

	Metropolitana
	39,3
	44,6
	65,4
	68,6




Artículo 5º transitorio.- Para cada uno de los siguientes cuatro años de vigencia del Fondo, La Ley de Presupuestos respectiva deberá destinar a la ejecución de programas regionales en el ámbito de la innovación para la competitividad, al menos 1.064.000 unidades de fomento.



Artículo 6º transitorio.- Sin perjuicio de los demás requisitos establecidos en el artículo 15° de la presente ley, durante el primer año de vigencia del Fondo los convenios a que se refiere el inciso segundo de dicho artículo podrán contemplar aportes de la Corporación de Fomento de la Producción y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica con independencia de los recursos con que concurran los Gobiernos Regionales respectivos. Durante el segundo año de vigencia del Fondo el aporte al que se obligan la Corporación de Fomento de la Producción y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica en el inciso segundo del artículo 15° será igual a cinco veces los recursos con que concurran los Gobiernos Regionales respectivos, hasta completar el total por región establecido en la Ley de Presupuestos.”.

Acordado en sesiones celebradas los días 14 de junio; 12 y 19 de julio; 2, 16 y 30 de agosto; 13 de septiembre; 4 y 11 de octubre del año 2007 y 23 de enero, 12 de marzo y 17 de abril de 2008, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Guillermo Vásquez Úbeda (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Fernando Flores Labra, José Antonio Gómez Urrutia, Pablo Longueira Montes, Alejandro Navarro Brain, Ricardo Núñez Muñoz (Jaime Gazmuri Mujica), Jaime Orpis Bouchon (señora Evelyn Matthei Fornet), Baldo Prokurica Prokurica, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Adolfo Záldivar Larraín.



Sala de la Comisión, a 29 de abril de 2008.

(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa, Secretario de las Comisiones Unidas
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE TIPIFICA DELITOS DE TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES Y TRATA DE PERSONAS Y ESTABLECE NORMAS PARA SU PREVENCIÓN Y MÁS EFECTIVA PERSECUCIÓN CRIMINAL

(3778-18)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros en general el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de la Honorable Diputada señora María Antonieta Saa Díaz.





Se dio cuenta de esta iniciativa, ante la Sala del Honorable Senado, en sesión celebrada el 2 de mayo de 2007, oportunidad en que se dispuso su estudio por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y remitirlo en consulta a la Excelentísima Corte Suprema.





Posteriormente, en sesión de de 31 de junio de 2007, la Sala acuerda que el proyecto sea también informado por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. Finalmente, en sesión de 12 de septiembre de 2007, accediendo a la solicitud de la Comisión de Constitución Legislación, Justicia y Reglamento, la Sala determina que el proyecto sólo sea informado por esta Comisión.

- - - 




A las sesiones en que se discutió el proyecto, asistieron, especialmente invitados, la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer doña Laura Albornoz Pollmann, y los señores Patricio Reinoso, Jefe de Gabinete de la Ministra Directora, Marco Rendón, Jefe del Departamento Reformas Legales, y señora Rosa Muñoz, abogada de dicho Servicio. 





Además, concurrieron la Jefa del Departamento de Estudios del Ministerio de Justicia, señora Nelly Salvo y la Asesora Legislativa de dicha repartición, señora Javiera Ascencio.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Os hacemos presente que los artículos 78 bis, 157 bis y 226 bis, propuestos en el artículo segundo del proyecto, deben ser aprobados como normas de rango orgánico constitucional. Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 77 y 84 de la Carta Fundamental, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de ese Texto Supremo.





Además, el artículo 78 ter propuesto en el artículo segundo del proyecto en informe, debe ser aprobado como norma de quórum calificado, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República, en relación al inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO





Armonizar el marco jurídico nacional con la normativa internacional sobre trata y tráfico de personas y establecer herramientas eficaces para prevenir y combatir tales actividades delictuales transnacionales.

- - - 
ANTECEDENTES





Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:





I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS





- El Código Penal. 





- El Código Procesal Penal. 





- El decreto ley N° 1.094, de 1975, que establece normas sobre extranjeros en Chile.





- El decreto ley N° 2.460, de 1979, ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile. 





- El decreto ley N° 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penados.





- Ley N° 18.050, que fija normas generales para conceder indultos particulares.





- La Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, suscrita por Chile el 20 de enero de 1990 y promulgada mediante decreto supremo N° 830, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado el 27 de septiembre de 1990.





- El Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía, suscrito por Chile el 28 de junio de 2000, promulgada mediante decreto supremo N° 225, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado el 16 de septiembre de 2003. 





- La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, adoptada el 15 de noviembre de 2000, y sus Protocolos contra El Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, y para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, suscritos por Chile el 29 de noviembre de 2004, promulgada mediante decreto supremo N° 342, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado el 16 de febrero de 2005. 

II. ANTECEDENTES DE HECHO





Según señala la exposición de motivos de la moción de la Honorable Diputada señora María Antonieta Saa Díaz, en la actualidad es un hecho indiscutido que una de las máximas amenazas a la seguridad de los estados y de las personas es la existencia de organizaciones criminales, que se han adaptado exitosamente a los nuevos tiempos, aprovechando en su beneficio los adelantos tecnológicos en el área de las finanzas, las comunicaciones y los medios de transporte.





Agrega que la gran delincuencia ha asumido formas empresariales para el desarrollo de sus actividades, y ha sido capaz de traspasar las fronteras de los estados nacionales, creando redes, que operan con cuantioso recursos, para la explotación de uno o varios “giros” delincuenciales, entre ellos, el del tráfico de personas, especialmente mujeres y niños, para fines ilícitos, que van desde la explotación sexual hasta la extracción de órganos, pasando por la generación de contingentes de personas como mano de obra que trabaja bajo régimen de esclavitud en importantes centros fabriles del Tercer Mundo.





Ante tal realidad, continúa la moción, ha surgido un cuerpo de normas de derecho Internacional que regulan la forma en que los Estados deben afrontar la lucha en contra del crimen organizado y, dentro de ella, la persecución de los delitos transnacionales cometidos en contra de niños, niñas y adolescentes.





Agrega que Chile no puede seguir quedando atrás en la materia y que, pese a las declaraciones de algunos representantes del Ejecutivo en el Congreso Nacional, durante el análisis de la Convención de Palermo y de su Protocolo complementario referido a tráfico de personas, no existen todos los medios institucionales, sean estos normativos como de políticas públicas preventivas, que permitan sostener que Chile cumple con los estándares internacionales en la materia.





Señala que, siguiendo los mandatos internacionales, se propone tipificar los delitos de promoción del tráfico de personas, de trata o tráfico de personas, y de venta de personas, así como la participación en asociaciones ilícitas para el tráfico de personas, realizando un esfuerzo por incluir, en la propuesta legislativa, los elementos esenciales que debe reunir una legislación integral que permita hacer frente de manera eficaz a las organizaciones criminales que lucran mediante el tráfico de personas.





Expresa la moción que es necesario generar en Chile una discusión amplia sobre la realidad del tráfico internacional de niños que, como indica Naciones Unidas, sólo se puede impedir velando por el bienestar de los niños, niñas y adolescentes, los que en nuestro país aún experimentan muchos factores de riesgo concurrentes.





Concluye la moción, señalando que es un deber de quienes tienen responsabilidades públicas el ejercer sus potestades y atribuciones y contribuir a generar las condiciones políticas y, en este caso, normativas, para repeler estas infracciones legales que repugnan a la conciencia ética de la Humanidad.





Por su parte, de acuerdo a las consideraciones señaladas por el Ejecutivo al presentar su indicación sustitutiva a la Moción, ha sido una permanente preocupación para los gobiernos de la Concertación el cumplimiento de las obligaciones impuestas por diversos instrumentos internacionales, suscritos y ratificados por el país, especialmente aquellos relativos al respeto y promoción de los derechos humanos.





Una de tales obligaciones –continúa señalando- fue contraída el año 2004, al suscribir y promulgar la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y dos de sus Protocolos Complementarios: uno, contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire y, el segundo, para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente de mujeres y niños.





El primero de tales Protocolos, señala, determina que hay tráfico de migrantes cuando se presentan cuatro condiciones: 1) una persona que actúa como traficante o intermediario y que facilita el traspaso de fronteras; 2) el pago al traficante por sus servicios; 3) que el ingreso al país se destino sea ilegal o requiera de sucesivos actos ilegales para llevarse a cabo, y 4) la voluntad del cliente de recurrir a los servicios del traficante.





En cuanto a la trata de personas, el segundo de los Protocolos establece que se configura si concurre. 1) movilización dentro o fuera de su propio país, siendo el elemento determinante la existencia de una situación de desarraigo de la víctima con respecto a su comunidad de origen; 2) limitación o privación de libertad, y 3) explotación.





Teniendo en consideración los antecedentes antes reseñados, señala la exposición de motivos de la indicación, se hace imperioso regular con criterio preventivo los delitos de tráfico y trata de personas, para lo cual se incorporan tipos penales especiales que recogen las distintas modalidades que estos delitos pueden adoptar, y se otorgan facultades a los organismos de persecución penal, para facilitar la investigación y detección oportuna de las bandas criminales que lucran de este modo con las personas.

- - - 





El proyecto en estudio consta de seis artículos permanentes, mediante los cuales se modifica el Código Penal, el Código Procesal Penal, el decreto ley N° 1.094, de 1975, que establece normas para extranjeros en Chile, el decreto ley N° 2.460, de 1979, Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, el decreto ley N° 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penados, y la ley N° 18.050, que fija normas generales para conceder indultos particulares, respectivamente.

- - -





Se os hace presente que mediante oficio Nº 291/SEC/07, del 2 de mayo de 2007, se consultó a la Excelentísima Corte Suprema, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 77, inciso segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.  





Por oficio N° 182, de 12 de junio de 2007, el Tribunal Superior hace presente que acordó informar favorablemente el proyecto en informe.





Cabe tener en consideración que la Excelentísima Corte estimó de carácter orgánico constitucional las disposiciones contenidas en los artículos 15 y 16 de la Moción original, relativos a medidas cautelares especiales y diligencias investigativas especiales, y al opinar sobre el proyecto sustitutivo, aprobado por la Honorable Cámara, se pronunció, en la esfera del artículo 77 de la Carta Fundamental, respecto de las normas que mediante el artículo segundo se incorporan al Código Procesal Penal como nuevos artículos 78 bis, 157 bis y 226 bis. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 





En discusión, hace uso de la palabra la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Laura Albornoz Pollmann, quien expresó que el proyecto refleja la voluntad del Gobierno de adaptar nuestra legislación a los compromisos contraídos, no tan sólo en la Convención contra la Delincuencia Organizada Transnacional, sino que particularmente en su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños,





Señaló, la señora Ministra, que la trata y tráfico de personas es un delito que afecta particularmente a mujeres y niños que son víctimas de explotación sexual y laboral, lo que ha llevado a que diversas instituciones, como la Organización de Estados Americanos, recomienden a los Estados el abordar estas materias.





Los instrumentos internacionales antes citados, expresó, nos conminan a tipificar estos delitos que no se encuentran específicamente consagrados en el Código Penal chileno, por lo que el Ejecutivo ha promovido su incorporación.





Manifestó, la señora Ministra, que el proyecto coincide con el esfuerzo internacional sobre la materia, pues no sólo comprende el problema de la explotación sexual y laboral, sino que también problemas como la extracción de órganos.





Además, indicó, sus normas permiten que sus víctimas opten por permanecer dentro del territorio nacional regularizando su situación, dejando sin efecto uno de los mecanismos utilizados por los traficantes de personas, cual es la amenaza a las víctimas de ser expulsados del país si son descubiertas. 





Señaló que el Ejecutivo estima de gran importancia el incorporar estos delitos a nuestra legislación, castigar apropiadamente estas conductas y sensibilizar a la comunidad sobre la ocurrencia de estas acciones que afectan, imperceptible y cotidianamente, a muchas mujeres, chilenas y extranjeras. 





Seguidamente, la Jefa del Departamento de Estudios del Ministerio de Justicia, señora Nelly Salvo, indicó que el Ejecutivo concuerda con las ideas matrices de la moción, sin perjuicio de lo cual no concordaron con la forma en que se planteaba, que consistía en dictar una ley especial que reunía las normas penales y procesales, y en considerar algunas figuras especiales que se encuentran tipificadas en el Código Penal, como las falsificaciones, o algunas conductas penales de funcionarios públicos.





Manifestó que en la indicación, que el Ejecutivo presentara en la Honorable Cámara, fue concordada con su autora, se eliminaron conductas que hoy se encuentran perfectamente tipificadas y, en el ámbito procesal penal, que consideraba algunas herramientas procesales -sobre todo en lo que dice relación con medidas cautelares personales-, se estimó preferible mantener la regulación contemplada en la ley vigente. 





Por las razones expuestas, agregó, se prefirió tipificar el tráfico ilícito de migrantes en forma independiente a la trata de personas, dejando otras conductas que se tipificaban en forma independiente como figuras calificadas, como agravantes de una figura base.





La propuesta del Ejecutivo, indicó, busca mantener la proporcionalidad de las penas, pues se estimaron muy elevadas las previamente consideradas. De esta manera, agregó, el delito de tráfico de migrantes –que es un delito contra el Estado y no contra las personas- no tendrá una pena asimilada al delito de trata de personas, ilícito que, si bien efectivamente presenta una minusvalía desde el punto de vista penal, debe guardar proporcionalidad con la pena asignada al homicidio simple.  





La indicación, concluyó, tuvo el propósito de adecuar y delimitar el ámbito de las penas y sus aspectos procesales penales, siendo el actual un proyecto con el cual concuerda el Ejecutivo.





En el seno de vuestra Comisión se compartieron los motivos expresados por los representantes del Ejecutivo, y se concordó en la conveniencia de legislar sobre la materia, sin perjuicio de estimar necesario el solicitar opiniones técnicas sobre las respectivas tipificaciones, a fin de perfeccionar sus disposiciones con ocasión de su discusión en particular.





- Sometido a votación en general, el proyecto de ley fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Naranjo y Kuschel.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros presentes, que aprobéis en general el proyecto de ley en informe, en los términos en que fuera aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:





“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:





1. Incorpórase, en el párrafo 5°, del Título III del Libro I, un artículo 89 bis, nuevo, del siguiente tenor:





“Artículo 89 bis.- El Ministro de Justicia podrá disponer, de acuerdo con los tratados internacionales vigentes sobre la materia y ratificados por Chile, o sobre la base del principio de reciprocidad, que los extranjeros condenados por alguno de los delitos contemplados en los artículos 411 bis y 411 quater, cumplan en el país de su nacionalidad las penas corporales que les hubieren sido impuestas.”.





2. Derógase el artículo 367 bis.





3. Intercálase,  en el Título VIII del Libro II, el siguiente párrafo, con los artículos que se indican:





“5 bis. De los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas





Artículo 411 bis. El que con ánimo de lucro facilite o promueva la entrada ilegal al país de una persona que no sea nacional o residente será castigado con reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.





Artículo 411 ter. Se aplicará la pena señalada en el artículo anterior en su grado máximo cuando se ejecutare el hecho poniendo en peligro la integridad física del afectado.





Asimismo, si se pusiere en peligro la vida del afectado o si éste fuera menor de edad, dicha pena se aumentará en un grado.





Las mismas penas de los incisos anteriores junto con la inhabilitación absoluta en su grado máximo, se impondrán si el hecho fuere ejecutado, aun sin ánimo de lucro, por un funcionario público.





Artículo 411 quater. El que mediante violencia, intimidación, coacción, engaño o abuso de poder capte, traslade, acoja o reciba personas para que sean objeto de alguna forma de explotación laboral o sexual, incluyendo la pornografía, o extracción de órganos, será castigado con la pena de reclusión mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales. 





Si la víctima fuere menor de edad se impondrá la misma pena del inciso anterior, aun cuando no concurriere ninguna de las circunstancias allí señaladas.





Artículo 411 quinquies.- Será circunstancia atenuante de responsabilidad penal la cooperación eficaz que conduzca al esclarecimiento de los hechos investigados o permita la identificación de sus responsables; o sirva para prevenir o impedir la perpetración o consumación de otros delitos de igual o mayor gravedad. En estos casos, el tribunal podrá reducir la pena hasta en un grado.





Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisas, verídicas y comprobables, que contribuyan necesariamente a los fines señalados en el inciso primero.





Si con ocasión de la investigación de otro hecho constitutivo de delito, el fiscal correspondiente necesita tomar conocimiento de los antecedentes proporcionados por el cooperador eficaz, deberá solicitarlos fundadamente. El fiscal requirente, para los efectos de efectuar la diligencia, deberá realizarla en presencia del fiscal ante quien se prestó la cooperación, debiendo este último previamente calificar su conveniencia. El superior jerárquico común dirimirá cualquier dificultad que surja con ocasión de dicha petición y de su cumplimiento.





La reducción de pena se determinará con posterioridad a la individualización de la sanción penal según las circunstancias atenuantes o agravantes comunes que concurran; o de su compensación, de acuerdo con las reglas generales.





Artículo 411 sexies.- Para determinar si existe reincidencia en los delitos sancionados en este párrafo, se considerarán las sentencias firmes dictadas en un estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida.”.





Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:





1. Incorpóranse, en el párrafo 2° del Título IV del Libro I, los siguientes artículos, nuevos, del siguiente tenor:





“Artículo 78 bis.- Protección de la integridad física y psicológica de las personas objeto del tráfico ilícito de migrantes y víctimas de trata de personas. El Ministerio Público, sin perjuicio de lo dispuesto en este código, decretará todas las medidas necesarias tendientes a asegurar la plena vigencia de todos los derechos de las personas víctimas de estos delitos. Cuando se trate de niños o niñas, velará especialmente porque reciban de los servicios públicos a cargo de la protección de la infancia y adolescencia un trato acorde a su condición de víctimas y dispondrán que se efectúen las acciones tendientes a la revinculación familiar, si fuere procedente de acuerdo al interés superior del niño, niña o adolescente.





En los casos en que las víctimas de los delitos establecidos en los artículos 411 bis y 411 quater del Código Penal, carezcan de representante legal o cuando, por motivos fundados, el juez estime que los intereses de las personas menores de edad son independientes o contradictorios con los de aquel a quien corresponda representarlo, el juez le designará un curador ad lítem de cualquier institución que se dedique a la defensa, promoción o protección de los derechos de la infancia.”.





“Artículo 78 ter.- Privacidad y protección de identidad. La identidad de las víctimas deberá siempre mantenerse en reserva, pudiendo sólo ser conocida por los intervinientes.





Las audiencias a que den lugar los procesos incoados por la infracción a lo dispuesto en los artículos 411 bis y 411 quater del Código Penal, cuando se refieran a delitos cometidos contra menores de edad, serán privadas.”.





2. Incorpórase, en el Título VI del Libro I, el siguiente artículo 157 bis, nuevo:





”Artículo 157 bis.- Medidas cautelares reales especiales. En los delitos contemplados en los artículos 411 bis y 411 quater del Código Penal, el ministerio público podrá solicitar al juez de garantía que decrete, sin comunicación previa al afectado y aun antes de la formalización de la investigación, las medidas cautelares reales que sean necesarias para evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dineros provenientes de los delitos materia de la investigación.”.





3. Incorpórase, en el Título I del Libro II, en el orden que corresponda, el siguiente artículo 226 bis, nuevo:





“Artículo 226 bis.- Agentes encubiertos. El fiscal que dirija la investigación, podrá solicitar al juez de garantía, autorización para que funcionarios policiales puedan ocultar su identidad oficial e involucrarse o introducirse en las organizaciones o asociaciones destinadas a la comisión de los delitos contemplados en los artículos 411 bis y 411 quater del Código Penal, con el objetivo de identificar a los participantes, reunir información y recoger antecedentes necesarios para la investigación.





El agente encubierto podrá tener una historia ficticia. La Dirección Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación deberá otorgar los medios necesarios para la oportuna y debida materialización de ésta.





El agente encubierto estará exento de responsabilidad criminal por los delitos en que incurra y no haya podido impedir, siempre que sean consecuencia necesaria del desarrollo de la investigación y guarden la debida proporcionalidad con la finalidad de la misma.





El empleado público o el profesional que viole el secreto de la identidad del agente encubierto, será sancionado con presidio menor en su grado medio a máximo y con la suspensión de cargo y oficio público o profesión titular, según corresponda, en su grado medio a máximo.





Lo establecido en el artículo 222, será aplicable también al delito contemplado en el artículo 411 bis del Código Penal.”.





Artículo tercero.- Introdúcense, en el decreto ley N° 1.094, de 1975, que establece normas para extranjeros en Chile, las siguientes modificaciones:





1. Sustitúyese en el N° 2 del artículo 15, la expresión “a la trata de blancas” por la siguiente: “el tráfico ilegal de migrantes y trata de personas”.





2. Incorpórase, en el párrafo IV del Título I, en el orden que corresponda, un artículo 33 bis, nuevo, del siguiente tenor:





“Artículo 33 bis.- Las víctimas del delito previsto en el artículo 411 quater del Código Penal, que no sean nacionales o residentes permanentes en el país, tendrán derecho a presentar una solicitud de autorización de una residencia temporal por un período mínimo de seis meses, durante los cuales podrán decidir el ejercicio de acciones penales y civiles en los respectivos procedimientos judiciales o iniciar los trámites para regularizar su situación legal de residencia.





En ningún caso podrá decretarse la repatriación de las víctimas que soliciten autorización de residencia por existir grave peligro para su integridad física y psíquica resultante de las circunstancias en que se ha cometido el delito en sus países de origen.”.





Artículo cuarto.- Intercálase, en el artículo 5° del decreto ley N° 2.460, de 1979,  ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, a continuación de la oración “controlar el ingreso y la salida de personas del territorio nacional;”, el siguiente párrafo: 





“adoptar todas las medidas conducentes para asegurar la correcta identificación de las personas que salen e ingresan al país, la validez y autenticidad de sus documentos de viaje y la libre voluntad de las personas de ingresar o salir de él;”.





Artículo quinto.- Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 3° del decreto ley N° 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penados, los vocablos “número 1 del artículo 367 bis” por  “artículo 411 quater”.”.

- - - - - 





Acordado en sesión celebrada el día 9 de abril de 2008, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Andrés Chadwick Piñera (Presidente), Nelson Ávila Contreras, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Jaime Naranjo Ortiz.





Sala de la Comisión, a 9 de abril de 2008.

(Fdo.): JUAN PABLO DURÁN GONZÁLEZ, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NÚÑEZ Y PIZARRO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE DECLARACIÓN DE CULPABILIDAD POR UNA ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL

(5850-07)

Honorable Senado:

FUNDAMENTOS:

1. Que el artículo 52 N° 2 de la Constitución Política de la República establece como atribución exclusiva de la Cámara de Diputados si han o no lugar las acusaciones que no menos de diez ni más de veinte de sus miembros formulen en contra del Presidente de la República, de los Ministros de Estado, de los magistrados de los tribunales superiores de justicia, del ontralor General de la República, de los generales o almirantes y de los intendentes y gobernadores por haber comprometido gravemente el honor o la seguridad de la Nación, por infringir la Constitución o las leyes o haber dejado éstas sin ejecución, y por los delitos de traición, concusión, malversación de fondos públicos y soborno, en su caso.

2. Que a su vez, el artículo 53 N° 1 de la Constitución Política de la República establece que es atribución exclusiva del Senado conocer de las acusaciones que la Cámara de Diputados entable con arreglo al artículo 52 de la Constitución; que el Senado actuará como jurado, y que se limitará a declarar si el acusado es o no culpable del delito.

3. Que el artículo 53 N° 1 inciso tercero de la Constitución Política de la República establece expresamente que la sanción por la comisión de los ilicitos constitucionales reseñados más arriba será la destitución del cargo, y la inhabilitación para desempeñar función pública, sea o no de elección popular, por el término de cinco años.

4. Que la sanción de inhabilitación para ejercer cargos públicos, sea o no de elección popular, no tiene antecedentes en la historia constitucional de nuestro país y que ella es una novedad de la actual Constitución Política promulgada el año 1980. 

5. Que a modo de ejemplo baste citar el artículo 42 de la Constitución de 1925 el cual establecía que “por la declaración de culpabilidad, queda el acusado destituido de su cargo.” 

6. Que no obstante la sanción constitucional establecida en el artículo 53 N° 1, inciso tercero de la Constitución Política del Estado, siempre será procedente la persecusión de la responsabilidad de derecho común penal y civil .

7. Que, de acuerdo al derecho común penal, son penas accesorias de los crímenes y simples delitos las de suspensión e inhabilitación para cargos y oficios públicos, derechos políticos y profesiones titulares en los casos en que, no imponiéndolas especialmente la ley, ordena que otras penas las lleven consigo.

8. Que, en consecuencia, la destitución del cargo del funcionario público o autoridad respectiva, como sanción constitucional por sí sóla resulta una sanción suficientemente grave y que a mayor abundamiento ésta conlleva, según el caso, la persecusión de la responsabilidad penal y civil.

9. Que, habida consideración de lo expuesto, el establecimiento de la sanción de inhabilidad para el ejercicio de cargos públicos como pena accesoria a la destitución resulta excesiva toda vez que siempre se podrá iniciar la persecución penal por los ilicitos cometidos y si éstos lo ameritan siempre se condenará a la pena de inhabilitación para el desempeño de funciones públicas, sean éstas de elección popular o no.

10. Que, la sanción referida importa en definitiva que la persona sancionada pierde parte de su ciudadanía ya que podrá elegir, pero no podrá ser elegida en cargos de representación popular, sin que se haya determinado la responsabilidad penal común de ella.

11. Que no existe correspondencia entre las causales de pérdida de la ciudadanía establecidas en los números 2 y 3 del artículo 17 de la Constitución y la duración de la inhabilidad para desempeñar funciones públicas, sean o no de elección popular que trae aparejada la destitución por acusación constitucional. De esta forma, se da la paradoja que un traficante de drogas puede ser restituido de sus derechos ciudadanos por el Senado al cumplir una condena de tres años y un día, y un Ministro de Estado que no ha cometido ilicitos penales comunes que merezcan pena aflictiva, deberá esperar cinco años para recuperar sus derechos políticos.

12. Que en el derecho comparado constitucional no se contempla la sanción de inhabilidad para desempeñar funciones públicas sean o no de elección popular, toda vez que la sanción de destitución siempre trae aparejada la persecución penal común en la medida que se hayan cometido ilicitos penales.

13. Que en virtud de lo expuesto y con el propósito de restablecer la tradición democrática constitucional en esta materia, vengo en presentar ante el Honorable Senado, el siguiente 

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo Único: Introdúcence las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:

1.- Sustitúyase el inciso tercero del artículo 53, N° 1, de la Constitución Política de la República, por el siguiente:

“Por la declaración de culpabilidad queda el acusado destituido de su cargo.”.

2.- Agréguese la siguiente disposición vigésima primera transitoria de la Constitución de la República:

“Las personas que hubiesen sido destituidas de su cargo de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 53 N°1 y que en consecuencia se encuentran inhabilitadas para desempeñar cualquier función pública, sea o no de elección popular, por el término de cinco años, recobrarán a plenitud sus derechos ciudadanos.”. 

(Fdo.): Ricardo Núñez Muñoz, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ALLAMAND, FREI, HORVATH Y ZALDÍVAR, MEDIANTE EL CUAL SE RECONOCE LA IMPORTANCIA DEL DESARROLLO DE LA HIDROELECTRICIDAD EN EL PROGRESO DE CHILE Y SE INSTA AL GOBIERNO A FOMENTAR LOS MEDIOS DE GENERACIÓN RENOVABLES, LOS PROYECTOS HIDROELÉCTRICOS DE BAJO IMPACTO Y EL USO EFICIENTE DE LA ENERGÍA

(S 1062-12)

Honorable Senado:

Considerando: 

1.- Que está en desarrollo una intensa campaña comunicacional, tanto en Chile como en el exterior, orientada a impedir el desarrollo de proyectos de generación hidroeléctrica en el país. Tras esa campaña, además  de grupos ambientalistas chilenos, se orquestan organizaciones foráneas e individuos extranjeros, con el explícito propósito de intervenir en la política energética nacional que es una materia que el país debe definir en forma independiente y soberana.

2.- Que, el consumo de energía eléctrica en Chile es aún bajo en comparación con las economías desarrolladas, alcanzando sólo un 37% del consumo per cápita de los países de la OECD y un 23% del consumo por persona de los Estados Unidos, país de origen de la mayor parte de las críticas. (IEA, 2005). Es por lo tanto equivocado afirmar que Chile, -aun un país con significativos niveles de pobreza- se encuentra en una escalada injustificada de consumo energético. Del mismo es también injustificado suponer que Chile impulsa un modelo de desarrollo que ignora el cuidado del medio ambiente o que se apoya en un crecimiento irracional de la energía.

3.- Que el país está abocado a la tarea de ampliar y diversificar la matriz energética actual para brindar seguridad, competitividad y calidad de vida a sus habitantes. Al mismo tiempo está impulsando diversas reformas legales y administrativas para potenciar las energías renovables no convencionales y efectuando importantes esfuerzos para aumentar la eficiencia y reducir la intensidad energética.     

4.- Que es un hecho indubitado que la generación a partir de plantas termoeléctricas liberan gran cantidad de gases de efecto invernadero y de contaminantes atmosféricos locales y que el país carece de experiencia en la localización, construcción, operación y seguridad de centrales nucleares que permitan considerarlas como una alternativa de corto o mediano plazo.

5- Que el impacto ambiental de las centrales de embalse puede ser incluso menor por unidad de energía generada que el de las fuentes renovables no convencionales, tales como plantas solares o centrales eólicas. 

6.- Que, en vista de lo antes expuesto, la energía hidroeléctrica se presenta como alternativa competitiva, de bajo impacto y aprovechable en el mediano y corto plazo en el país, debiendo los proyectos respectivos ajustarse a los planes de ordenamiento territorial existentes y cautelar que las líneas de transmisión, en la medida de lo posible, eviten las áreas ambientalmente más valiosas y de mayor población.

7.- Que nuestro país cuenta con una institucionalidad ambiental y sistema de evaluación de impacto ambiental legalmente establecido,   que exige umbrales razonables de armonía con el medio ambiente y las comunidades locales para evaluar y aprobar cuando corresponde proyectos de impacto ambiental y que cuenta con un sistema normativo apto para mitigar y compensar los inevitables efectos de proyectos de esta naturaleza y la cual se sigue perfeccionando.

     

             El Senado acuerda

1- Reconocer la importancia del desarrollo de la hidroelectricidad en el progreso de Chile, y el rol que está llamada a jugar en la futura ampliación de la matriz eléctrica

2- Rechazar las descalificaciones infundadas que, desde el exterior, se le imputan a la institucionalidad ambiental chilena, ideada, formulada y perfeccionada íntegramente bajo la plena vigencia del régimen democrático y en la que le ha correspondido una protagónica intervención al Congreso Nacional y a este Senado en particular.

3- Instar, asimismo, al Gobierno de Chile a continuar impulsando el manejo integrado de las principales cuencas hidrográficas del país, así como a fomentar los medios de generación renovables, los proyectos hidroeléctricos de bajo impacto y el uso eficiente de la energía.

(Fdo.): Andrés Allamand Zavala, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Adolfo Zaldivar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ALLAMAND, CHADWICK, ESPINA, GARCÍA, LARRAÍN, PÉREZ VARELA Y ROMERO, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE PRESENTE A TRAMITACIÓN LEGISLATIVA UN PROYECTO QUE SUPLEMENTE LA DOTACIÓN DE JUECES Y FUNCIONARIOS DE TRIBUNALES DE FAMILIA

(1063-12)

Honorable Senado:

Ante el hecho público y notorio del colapso de los nuevos tribunales de familia, establecidos en la ley Nº 19.968, el Ejecutivo envió a la Cámara de Diputados un proyecto de ley (Boletín Nº 4.438-07) para introducir modificaciones orgánicas y procedimentales a ese cuerpo legal para solucionar el problema.

Al respecto, cabe indicar que la ley actual estableció 258 jueces y 1.067 funcionarios para atender un total de 391.893 causas anuales, según información entregada por la Excelentísima Corte Suprema.

El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados contemplaba un incremento de 31 jueces, con lo cual se llega  a un total de 289, y 434 nuevos funcionarios, con lo cual se llega a un total de 1.501. Estas cifras fueron observadas por el Senado, el que solicitó a la Excelentísima Corte Suprema un pronunciamiento sobre si ese aumento de jueces y funcionarios aprobado era suficiente o no. La Corte Suprema informó sobre el punto el día 31 de mayo de 2007, señalando que la cifra requerida era de 257 jueces extra, para llegar a un total de 515, y un suplemento de 1.748 funcionarios más, para llegar a un total de 2.815.

Debido a la gran diferencia de jueces y funcionarios solicitada por la Excelentísima Corte Suprema y la cifra autorizada por el Gobierno, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado solicitó que el Poder Judicial y el Poder Ejecutivo concordaran una solución.

Como resultado de esta solicitud, el Poder Ejecutivo concedió un aumento total de 95 jueces, con lo cual se llega a 353 magistrados de familia en el país, y de 629 nuevos funcionarios, con lo cual se llega a un total de 1.696 funcionarios para atender esta judicatura. Esta cifra es evidentemente inferior a la solicitada originalmente por la Corte Suprema, por lo que diversos señores Senadores hicieron ver la diferencia en el debate habido en la Sala del Senado, la que de todas formas aprobó en particular el proyecto en cuestión, atendida la urgencia del problema de la justicia de familia. En esa misma oportunidad se acordó volver oficiar a la Corte Suprema para requerir su opinión sobre la suficiencia de las nuevas cifras planteadas por el Ejecutivo.

Con fecha de hoy la Excelentísima Corte Suprema respondió la consulta formulada, señalado que, teniendo en consideración que la carga de trabajo óptima de un juez de familia es de 849 causas al año, y considerando las reglas sobre acumulación de causas y la tramitación de los asuntos “en cumplimiento”, el número ideal de incremento de jueces de familia es de 257 nuevas plazas, para llegar a un total de 515.

Por su parte, el máximo tribunal agrega que incluso el aumento de 95 jueces, que en definitiva prosperó, debe ir aparejado con un número proporcional de nuevos cargos administrativos en los tribunales de familia, y que las 629 nuevas plazas para empleados judiciales que contempla el proyecto aprobado por el Senado son insuficientes para el desempeño adecuado de los nuevos jueces que el proyecto propone.

Como el aumento de jueces y funcionarios judiciales es una atribución exclusiva del Gobierno, y en mérito de lo expuesto precedentemente, el Senado acuerda oficiar a Su Excelencia la señora Presidenta de la República para que presente un nuevo Proyecto de Ley que suplemente la dotación de jueces y funcionarios de los tribunales de familia a fin de llegar a la cantidad requerida por la Excelentísima Corte Suprema en su oficio de 31 de mayo de 2007.

(Fdo.): Andrés Allamand Zavala, Senador.- Andrés Chadwick Piñera, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador,- José García Ruminot, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Sergio Romero Pizarro, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA MATTHEI Y SEÑORES ALLAMAND, CHADWICK, ESPINA, LARRAÍN, NOVOA, ORPIS, PROKURICA, ROMERO Y ZALDÍVAR, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE OTORGUE BONO DE INVIERNO Y AGUINALDO DE FIESTAS PATRIAS Y NAVIDAD A TODOS LOS BENEFICIARIOS DE PENSIONES MÍNIMAS DEL SISTEMA DE ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES

(S 1064-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1. La precaria condición social y económica en que se encuentran las personas beneficiarias de la pensión mínima que otorga el Sistema Previsional, siendo ésta, en la mayoría de los casos, su única fuente de ingresos;

2. La dureza con que la inflación y, especialmente, el creciente incremento de los precios de los productos básicos, golpea a los hogares de menos recursos y a las personas en situación de desvalimiento como son quienes han pasado al sector pasivo de la población; 

3. Que la Ley 20.233 otorgó el Bono de Invierno que se hará efectivo en el mes de mayo del presente año; y que anualmente se conceden los beneficios de aguinaldo de Fiestas Patrias y Navidad;

4. Que, después de ingentes esfuerzos, se logró el largamente anhelado propósito de entregar dicho beneficio a los pensionados de las Administradoras de Fondos de Pensiones que perciben pensión mínima, pero sólo a aquellos respecto de los cuales ha comenzado a operar la garantía estatal;

5. Que todas las personas que obtienen pensiones mínimas se encuentran en idéntica situación de necesidad;

El Senado de la República, acuerda:

Solicitar a S. E. la Presidenta de la República, otorgar, en el ejercicio de sus facultades constitucionales, el bono de invierno y los aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad, a todos los beneficiarios de pensiones mínimas del sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones.

(Fdo.): Evelyen Matthei Fornet, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Andrés Chadwick Piñera, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Jovino Novoa Vásquez, Senador.- Jaime Orpis Bouchón, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Sergio Romero Pizarro, Senador.- Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.

11

PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES KUSCHEL Y PROKURICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA LA ADOPCIÓN DE DIVERSAS MEDIDAS A FAVOR DE PERSONAS AFECTADAS POR LA ERUPCIÓN DEL VOLCÁN CHAITÉN

(S 1066-12)

Honorable Senado:

Considerando: La erupción del Volcán Chaitén que ha originado el decreto 588 del 2 de mayo del 2008 que declara la Provincia de Palena zona de Catástrofe, el Senado de Chile acuerda: 

-Solicitar a la Señora Presidenta de la República que: 

1. Apoyar a los habitantes de Chaitén en su actividad social y económica con motivo de desarraigo, aislamiento y evacuación que soportan sin poder obtener ingresos ni cumplir con sus compromisos económicos.

2. Condonar intereses, multas y postergar pagos de impuestos y obligaciones con el fisco.

3. Crear un subsidio social de apoyo a todas las personas evacuadas mientras  dure la emergencia.

4. Iniciar a la brevedad los trabajos para concluir el tramo de la Ruta 7 que une Puerto Montt y Chaitén sin trasbordo, donde faltan sólo 64 kilómetros.

(Fdo.): Carlos Ignacio Kuschel Silva, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES ZALDÍVAR Y HORVATH, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA UN CONJUNTO DE MEDIDAS PARA PONER FIN AL AISLAMIENTO DE LA PROVINCIA DE PALENA

(S 1067-12)

Honorable Senado:

El país esta presenciando en estos días los dramáticos efectos de la erupción volcánica que azota a la provincia de Palena, particularmente las ciudades de Futaleufú y Chaitén. Sus penosas consecuencias, que hoy apenas vislumbramos, afectarán gravemente a los esforzados habitantes de esos territorios en todos los ámbitos de la actividad.

El impacto del fenómeno volcánico ha dejado en evidencia la urgente necesidad de poner fin al aislamiento de esta provincia, cuya conectividad con la capital regional sólo es viable por mar o atravesando territorio argentino. Urge, por tanto, dar satisfacción a un anhelo permanente de la ciudadanía, superior a cualquier otra consideración, sea de la índole que sea. El espectáculo de desolación y sufrimiento que hoy observamos no admite más espera; resulta imperativo iniciar la tarea de comunicar estas tierras al resto del país.

La voluntad existe; los recursos y medios están disponibles y el terreno es apto.

En efecto, hay actualmente sendas y caminos rurales que, aunque rudimentarios, pueden constituir el primer punto de conexión para avanzar en el despeje de una franja de camino continuo. Están disponibles los recursos para expropiar en beneficio de esa franja las tierras sobre las cuáles ésta se emplazará; y también el Estado está en condiciones de destinar transbordadores y los medios, a partir del Cuerpo Militar del Trabajo, para dar comienzo a la construcción de la ruta.

Con el mérito de la relación precedente, sometemos a la consideración del Senado el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

Solicitar a S.E. la señora Presidenta de la República adopte las medidas para:

1.- Expropiar los terrenos necesarios para emplazar una franja que sirva de camino continuo que permita unir, ininterrumpidamente, la provincia de Palena con la capital regional de Puerto Montt.

2.- Habilitar transbordadores que sirvan al tráfico de personas y vehículos en las secciones actualmente no construidas de dicho tramo;

3.- Una vez practicada la expropiación y terminado el estudio de impacto ambiental, iniciar inmediatamente las obras de construcción del referido camino.

Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DEL HONORABLE SENADOR ESCALONA, CON EL QUE SOLICITA A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA LA UTILIZACIÓN DEL MECANISMO DEL DOS POR CIENTO CONSTITUCIONAL PARA LA COMUNA DE CHAITÉN Y LOCALIDADES AFECTADAS DE LA PROVINCIA DE PALENA

(S 1068-12)

Honorable Senado:

CONSIDERANDO:

1st. La madrugada del viernes 2 de mayo recién pasado, los más de 3.300 vecinos de Chaiten, hombres y mujeres, niños, jóvenes y ancianos, despertaron aterrorizados, caía sobre ellos y sobre la ciudad una nube de humo que provenía de la erupción del volcán Chaiten que esa mañana también decidió despertar.

2nd. La fuerza de la erupción fue de tal entidad, que obligó en el transcurso de solo horas de ocurrida, la evacuación en circunstancias dramáticas de todos los vecinos de Chaiten.

3rd. Muchos de nuestros compatriotas han debido abandonar tras ellos, una vida entera, han perdido el esfuerzo de muchos años de trabajo en una zona extrema en la que han aprendido a convivir con su naturaleza.

4th. Esta erupción provoca no sólo los estragos que he enunciado en la vida de chilenos y chilenas, sino también, efectos en la economía local, en su entorno y medio ambiente que son desastrosos, como me ha tocado apreciar directamente éste sábado último.

5th. Hoy se hace necesario el concurso de las voluntades, de los partidos políticos y fuerzas representadas en este Senado para respaldar  y apoyar las medidas que ha implementado el gobierno en socorro de los habitantes de la ciudad de Chaiten, que se traducen en asegurar a todos y todas las condiciones mas elementales para la existencia de la vida con la dignidad que nuestros compatriotas se merecen.

6th. Apelo a vuestras señorias, sin distinción de ninguna naturaleza, dejando de lado nuestras legítimas diferencias en cuestiones propias de nuestro mandato, solicitar además, de S.E la Presidenta de La Republica, en la medida que las circunstancias así lo exijan, el empleo del dos por ciento constitucional para  socorrer la comuna Chaiten y la Provincia de Palena.

DE ACUERDO 

1st. Se respalda la adopción de medidas de emergencia y la declaración de zona de catástrofe, decretadas por S. E. la Presidenta de la República para hacer frente a la tragedia ocurrida en Chaiten a propósito de la violenta erupción del Volcán Chaiten ocurrido el viernes 2 de mayo de 2008.

2nd. Solicitar a S. E. la Presidenta de la Republica, con el objeto de obtener los recursos que sean necesarias para enfrentar esta crisis, dado el impacto que la misma tiene en los habitantes de la comuna y localidades afectadas como en el entorno ambiental de la zona y el impacto económico de las actividades que en ella se desarrollan, el empleo del dos por ciento constitucional para la comuna de Chaiten y localidades afectadas de la provincia de Palena. 
(Fdo.): CAMILO ESCALONA MEDINA, SENADOR

mlp/pog


S.21ª

















mlp/pogS.23ª

















mlp/pogS.23ª




















� La  mencionada iniciativa fue aprobada y se publicó como ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo, en el Diario Oficial de 19 de enero de 2008.


� La  mencionada iniciativa fue aprobada y se publicó como ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo, en el Diario Oficial de 19 de enero de 2008.


� La señora Subsecretaria acompaño un cuadro que se adjunta como anexo al presente Informe.


� Se adjunta como anexo al presente informe el documento acompañado por el expositor, señor Javier González.


� La señalada Indicación Sustitutiva se adjunta como anexo al presente Informe.


� La indicación sustitutiva de la que es autor el Honorable Senador señor Orpis y suscrita por los Honorables Senadores señores Cantero, Gómez y Prokurica se adjunta como anexo al presente Informe, debiendo ser considerada en el Segundo Trámite Reglamentario.


� Se incluye como anexo el documento que contiene la Propuesta presentada por el señor Ministro de Economía durante la señalada sesión.
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